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PRESENTACIÓN 
Francisco José Piñón
Presidente del Consejo Consultivo de la 
Universidad de Congreso

Como se advertirá, a través de sus artículos, buscamos difundir reflexiones, propues-
tas e iniciativas con sustento científico,  elaboradas por científicos y profesionales de 
la Provincia especializados en medio ambiente, muchos de los cuales son profesores 
y egresados de la Licenciatura en Gestión Ambiental de la Universidad de Congreso. 

En este primer número, el eje temático gira en torno a la problemática del cambio climá-
tico y sus consecuencias sobre Mendoza.

Con la mira puesta en el diálogo productivo y cumpliendo con una de las fun-
ciones básicas que nos competen como Universidad que es la transferencia de co-
nocimientos, especialmente aquellos que son más útiles a la comunidad, damos un 
paso muy importante al dar a conocer la visión y análisis de nuestros reconocidos 
docentes e investigadores, sobre un problema de escala global que nos compromete 
como conjunto social:  el cambio climático.

Los informes científicos provenientes de este campo son inequívocos en sus pro-
nósticos y nos advierten sobre las consecuencias que serán especialmente crí-
ticas en los países en desarrollo, pero a su vez  señalan que “el grado de vul-
nerabilidad a dichos fenómenos se relacionará con la capacidad de los grupos 
sociales para absorber, amortiguar o mitigar los efectos de estos cambios”.

Estimamos que los mendocinos,  por su particular historia y entorno geográfico, 
son depositarios de una cultura que ha sabido vencer las adversidades del clima. 
La aridez natural de la región exigió a sus hombres y mujeres una especial 
actitud vital para mejorar las condiciones ambientales necesarias al desenvolvi-
miento de sus actividades. Así, en un entorno de difíciles condiciones naturales, 
fueron capaces de administrar el escaso recurso hídrico hasta conformar los 
oasis irrigados en los que hoy se desarrollan el trabajo y la vida.  Mendoza se 
convirtió en ejemplo de una cultura que armonizó el respeto por la naturaleza y 
su uso en beneficio de la sociedad.
Es recabando en los fueros mismos de esta cultura, y enriqueciéndola con una mi-
rada universal, como debemos hacer frente a este desafío, adoptando las conductas 
necesarias para atender en todas sus dimensiones el problema del cambio climático, 
impidiendo la degradación del medio ambiente. 

Con la revista que hoy presentamos, asumimos el Compromiso Ambiental que 
significa aportar a la construcción de una sociedad mejor, sustentable en todos 
sus niveles, social,  económico,  ecológico y espiritual,  pues nada se hace por 
la naturaleza que no se haga por la humanidad.

Compromiso Ambiental por Mendoza, es una iniciativa del Instituto de Gestión 
Ambiental de la Universidad de Congreso. Nos proponemos, por este medio, 
contribuir a  promover la producción y transferencia del conocimiento científico 
y el intercambio de información, de vital importancia en los tiempos actuales. 
De este modo, intentamos movilizar el trabajo interdisciplinario entre los dis-
tintos estratos académicos e institucionales,  ofreciendo nuestro aporte al análisis 
de la compleja problemática ambiental, con el fin de hacer frente a los desafíos 
locales del particular ecosistema provincial y sus recursos naturales.





Indudablemente que la aparición 
de un espacio para la reflexión y 
el debate con una mirada local con 
el nivel científico y analítico como 
el que aquí se presenta, debe ser 
recibido con beneplácito. Nuestra 
intención al prologarla es plantear 
algunos interrogantes que puedan 
disparar debates y propuestas con-
ducentes.

El abordaje de la temática del Cam-
bio Climático conlleva no pocos 
contrapuntos que, envueltos en su 
dinámica dialéctica, están lejos de 
saldarse. Van aquí algunas pregun-
tas que nos surgen como inquietu-
des que ocuparán buena parte del 
debate sobre cambio climático en 
los próximos meses: ¿Cómo influirá 
el previsible crecimiento negativo de 
la economía mundial sobre el nivel 
global de emisiones, en especial 
en los países centrales? ¿La baja 
en los precios de los combustibles 
fósiles frenará el impulso de las 
tecnologías que proponen la mi-
gración hacia energías limpias? 
¿Serán respetados los compromisos 
asumidos por las industrias conta-
minantes para su reconversión en 
un contexto de baja de inversión? 
¿Se mantendrán sin variaciones 
los aportes para la investigación?

PRÓLOGO
“Pinta tu aldea y pintarás el mundo”.
León Tolstoy

Dr. Guillermo Carmona
Secretario de Medio Ambiente
Gobierno de Mendoza

Y puestos a pensar en problemá-
ticas más propiamente locales y 
regionales: ¿es justo plantear exi-
gencias de mitigación en regiones 
como la nuestra, responsable de 
una mínima parte de las emisio-
nes de GEI a costos que impli-
quen riesgos para su desarrollo? O 
mejor, ¿pueden ser compatibles las 
políticas de adaptación con las de 
desarrollo, entendidas como una 
estrategia de círculo virtuoso?

Obviamente que el modo más efi-
ciente de contribuir a este debate 
es asumirnos como actores, públi-
cos o privados, de una realidad a la 
cual no sólo debemos reconocer y 
convivir sino que tenemos respon-
sabilidades por acción u omisión.  
Ese fue el desafío que asumimos 
al poner en marcha la Agencia de 
Cambio Climático en Mendoza. Las 
líneas de investigación que se están 
profundizando en este corto período 
están orientadas a atender las pre-
ocupaciones que tienen que ver con 
la disposición de recursos naturales, 
especialmente el agua;  con el orde-
namiento territorial imprescindible en 
función de estos escenarios; con la 
producción; con la salud; con la ca-
lidad de vida de las futuras genera-
ciones de mendocinos.
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 AGENCIA DE CAMBIO CLIMÁTICO DE LA 
PROVINCIA DE MENDOZA: una respuesta 
institucional a los desafíos de los tiempos. 

Tanto en la literatura científica mundial como en las 
agendas de los Organismos Internacionales, se ha 
incluido con creciente preocupación el fenómeno del 
Cambio Climático, desde ópticas que van de lo am-
biental a lo socio-económico. 

Se sabe que de continuar la tendencia iniciada, el ca-
lentamiento del planeta modificará de manera inevi-
table los ecosistemas. Ciertas regiones protegidas ya 
no permitirán quizás la preservación de las especies 
que allí viven. La tasa de extinción podría aumentar 
y, para numerosas especies, el CC representa una 
amenaza mayor que la sola destrucción de su hábitat 
natural.  También puede ser que se observen varia-
ciones en los ciclos de reproducción o en las estacio-
nes de crecimiento... (Hannah Reid, Mozaharul Alam, 
2008 pág.. 133)1 .

También los datos indican que  “durante los últimos 
10 años se han registrado más del 96% de muertes 
provocadas por catástrofes naturales en los países 
en vías de desarrollo...” Por otra parte, “los efectos 
indirectos del CC sobre la salud son más significativos 
y pueden provocar propagación de enfermedades vira-
les tales como la malaria, el dengue y otras... también 
puede darse el caso de que se intensifique la sensibi-
lidad ante afecciones de origen alimenticio y ante las 
enfermedades contagiosas como el cólera” (ibídem). 
El agua potable, una condición sine qua non para una 
buena salud sufrirá, sin dudas,  las consecuencias del 
CC en términos cualitativos y cuantitativos...(ibídem).

Los impactos del CC afectan al conjunto de los asen-
tamientos humanos, y a las propias condiciones del 
desarrollo... La frecuencia y/o la gravedad de fenó-
menos extremos como las sequías, las inundaciones, 
los ciclones, los temporales marítimos o las tormen-
tas pueden cambiar en un mundo más caliente, y esto 
puede acarrear graves consecuencias humanas y so-
cioeconómicas. (van Ypersele, 2008. pág..14).
Sin embargo, las consecuencias pueden ser mayores 
o menores en función de la organización social y del gra-
do de preparación de los gobiernos y las poblaciones.

Es en esta afirmación donde creemos que se sus-
tenta fuertemente la idea de que cada vez es más  
necesario que se definan y adopten políticas públicas 
ambientales orientadas al uso racional de los recur-
sos y el territorio, a la concientización y la educación, 
y al fortalecimiento de las instituciones. En estos as-
pectos radica sin dudas la esencia de la mitigación y 
de la adaptación frente al cambio climático. 

“Recientemente se ha observado que la toma de de-
cisiones en la gestión ambiental se apoya cada  vez 
más  en la búsqueda de un sustento basado en la 
ciencia”2 (Quintero Soto, M.L., 2005). Ese intento tie-
ne muchos aspectos positivos que van desde admitir 
la necesidad de identificar los impactos ambientales 
y monitorear niveles de contaminación, hasta plan-
tear medidas de adaptación para el mediano y largo 
plazo. “Organismos internacionales, comunidades de 
académicos y grupos ambientalistas reclaman más 
ciencia en las tareas referidas al ambiente” (ibídem).

La provincia de Mendoza ha tomado la iniciativa de 
crear una instancia gubernamental cuya misión sea, 
precisamente, articular acciones y medidas sugeridas 
por los distintos actores de la sociedad, especialmente 
los de los sectores científicos y tecnológicos, para  elabo-
rar y proponer lineamientos de políticas públicas tendien-
tes a afrontar los desafíos  que plantea el CC. 

Consistente con esta perspectiva de creciente com-
plejidad para la región, se crea la Agencia  Provincial 
de CC, cuyas áreas de acción incluyen:

Cambio climático, recursos y terrritorios

La Agencia de Cambio Climático ha presentado un 
Proyecto de Investigación y Desarrollo (PID) ante la 
Agencia de Promoción Científica y Tecnológica. El 
mismo se denomina “Ordenamiento Territorial – Cam-
bio Climático – Desarrollo Sustentable” el que esta 
pronto a ser aprobado. 

Por Jorge Poblette 
Coordinador de la Agencia de Cambio Climático Gobierno 
de Mendoza.
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Los objetivos están orientados a:

a) Perfeccionar la metodología a utilizar en la elabora-
ción del Plan de Desarrollo Territorial de la Provincia.

b) Transferir esta metodología a los municipios me-
diante acciones adecuadas y eficientes de capacita-
ción que logren fortaleza institucional para que  se 
formulen luego los planes respectivos. 

c) Identificar y producir información relevante en esta 
materia.

d) Operativizar el  marco institucional para la aplicación 
de la Ley provincial de Ordenamiento Territorial y Usos 
del Suelo.
De este proyecto están participando: UNCuyo, IADIZA, 
IANIGLA, INA, INTA, DGI y la DOADU.

Desarrollo de energías alternativas 

Con el fin de impulsar estrategias de mitigación y 
adaptación en el campo de la energía renovable, la 
Agencia de Cambio Climático se ha propuesto llevar 
a cabo un proyecto sobre “Desarrollo de mini y micro 
centrales hidroeléctricas para el aprovechamiento 
energético de los ríos, arroyos y cauces de la Pro-
vincia de Mendoza”. Con este propósito se ha pre-
sentado un proyecto al Banco Mundial a través de la 
Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de 
la Nación, con el fin de:
a) Diagnosticar potencialidades y elaborar un plan de 
desarrollo energético que priorice la generación a tra-
vés de mini centrales hidroeléctricas.
b) Desarrollar un proyecto y una experiencia de gene-
ración hidroeléctricas con microturbinas
c) Brindar apoyo a la creación de la Escuela y Museo 
de Hidráulica de la Provincia.
Este proyecto cuenta con la participación de la Facul-
tad de Ingeniería de la Universidad Nacional de Cuyo.

Economía del cambio climático

Invitada por la CEPAL, la Agencia de CC participo 
del seminario “Estudios de Economía del Cambio 
Climático: Iniciativas en América Latina y el Caribe”, 
realizado en agosto en Santiago de Chile. Del mismo 
surgió la posibilidad de financiamiento para una in-
vestigación del estilo del Informe Stern (RECC) que 
precise el impacto del cambio climático en la econo-
mía provincial en un escenario de largo plazo.

Para concretarlo, se está trabajando con los organis-
mos de investigación integrados en la Agencia, ha-
biéndose ya elevado a la CEPAL, una propuesta que 
incluyo los siguientes tópicos, entre otros:

a) Balance hídrico de las cuencas mendocinas.

b) Efectos sobre la productividad agrícola y otra acti-
vidades productivas. 

c) Efectos sociales sobre el ingreso y el empleo.

d) Efectos sanitarios sobre la población más vulnerable.

e) Efectos sobre los servicios públicos. 

f) Oportunidades en los nuevos escenarios.
 

Educación ambietal y cambio climático

Con el objetivo de promover la concientización y la 
formación de la comunidad educativa en materia de 
Cambio Climático, se están desarrollando un conjun-
to de actividades de entre las cuales se destacan:

a) Un programa de capacitación docente que, por Re-
solución de la Dirección General de Escuelas otorga 
puntaje a quienes decidan perfeccionarse en esta 
materia.

b) Un concurso de educación ambiental vinculado al 
Cambio Climático. Se presentaron un total de 67 pro-
yectos de todos los niveles del sistema educativo pro-
vincial. Actualmente está en marcha el 2º Concurso 
del Programa Provincial de Educación Ambiental.
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Sistema de información oreinatdo al cambio 
climatico

Esta herramienta se constituye en base a la coopera-
ción de las instituciones que forman parte de la Agen-
cia. Apunta a integrar información relevante, oportu-
na, en cantidad y calidad suficiente, cuyo acceso será 
facilitado a través de esta plataforma.
Esta información, de carácter público y gratuito, es-
tará orientada a relevar datos meteorológicos, de 
recurso hídricos e hidrología superficial y subterrá-
nea; suelos y ordenamiento territorial; cambios en la 
biodiversidad; problemas de desertificación y perdida 
de especies; generación y uso de energía; riesgos y 
catástrofes naturales, entre otras materia de interés.
Con ese objetivo se ha emitido la Resolución Nº 
664/08 de la Secretaría de Medio Ambiente de la Pro-
vincia de Mendoza.

Programa de becas de formación y especializa-
ción en cambio climático.

Con el objeto de capacitar recursos humanos vincu-
lados a esta temática se ha realizado la primera Con-
vocatoria para el Programa de becas de formación y 
especialización en cambio climático. Las especializa-
ciones definidas fueron, meteorología, hidrología de 
montaña y desertificación.

Otra actividades programadas de la agencia

• Taller sobre créditos verdes y bonos de carbono.
• Taller sobre biodiversidad y Cambio Climático.
• Encuentro sobre Cambio Climático y Vitivinicultura.
• Curso Taller  “Desarrollo de capacidades en valor-
ación de servicios eco sistémicos y Diseño de esque-
mas de compensaciones por servicios ambientales”.
• Convenio con la Universidad de Zaragoza para de-
sarrollar proyectos sobre Cambio Climático.

Los objetivos pueden resumirse en:

a) Promover y coordinar la capacitación, producción y 
transferencia de conocimiento científico,
el intercambio de información y el trabajo interdisci-
plinario que posibiliten la adopción de medidas de 
mitigación y adaptación destinadas a la protección y 
conservación de los ecosistemas humanos y naturales; 

b) Efectuar recomendaciones concretas y proponer 
cursos de acción específicos, tanto en el ámbito pú-
blico como en el privado, a fin de incorporar instru-
mentos de mitigación y de adaptación al proceso de 
toma de decisiones; 

c) Aportar a la difusión de la problemática del CC en 
la opinión pública provincial y especialmente entre la 
comunidad educativa con el fin de concienciar y pro-
mover cambios culturales en la población.
 

Van Ypersele, Jean Pascal y otros. El clima 
visto desde el Sur. El calentamiento global 
según los países emergentes.  Le Monde Di-
plomatique, Ed. Cono Sur. Buenos Aires, 
Ed. Capital Intelectual, agosto de 2008.
Quintero Soto, María Luisa. Características 
fundamentales de las políticas ambientales: el 
riesgo y la incertidumbre.  Revista Aportes, 
Vol X, Año 2005, Nº 029. Benemérita Uni-
versidad Autónoma de Puebla. México.
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Estamos viviendo tiempos inusuales. La temperatura 
media de la Tierra ha aumentado entre 0.6 y 0.7° C 
desde comienzos del siglo XX. El clima presente, par-
ticularmente durante las últimas décadas, es el pro-
ducto de la combinación de las variaciones climáticas 
inducidas por las actividades humanas sobrepuestas 
a la variabilidad natural propia del sistema climático. 
En particular, el aumento en la atmósfera de los gases 
de efecto invernadero (dióxido de carbono, metano y 
otros) como resultado de la quema de combustibles 
fósiles, la deforestación y los cambios en el uso de la 
tierra,  pareciera ser uno de los forzantes radiativos que 
más ha contribuido al proceso de calentamiento global.  

El Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático 
de las Naciones Unidas (IPCC) ya había concluido 
en su Tercer Informe del año 2001 que “el balance de 
evidencias sugiere una influencia humana detectable 
en el clima global” (IPCC, 2001). Numerosas eviden-
cias indicarían que muchos de los cambios climáticos 
registrados durante las últimas décadas del siglo XX 
y comienzos del siglo XXI no tienen precedentes en 
el contexto temporal de los últimos 500 - 1000 años 
(IPCC, 2007). 

Sin embargo,  es importante destacar que el cam-
bio climático global es algo más que el calentamien-
to global.  Extensas regiones de nuestro planeta han 
experimentado prolongadas sequías o catastróficas 
inundaciones durante los últimos 100 años.  Los cam-
bios en la distribución espacial de las precipitaciones 
han tenido, tal vez, un mayor impacto sobre las acti

vidades humanas y los ecosistemas, que el calenta-
miento global (Allen and Ingram, 2002). 
Existe un interés creciente en la disponibilidad de los 
recursos hídricos a escala global debido al crecimien-
to sostenido de la población mundial y a la mayor pre-
sión que las sociedades modernas ejercen sobre la 
demandas en la cantidad y calidad del agua.  El Estu-
dio Comprensivo de los Recursos Mundiales de Agua 
Dulce (IPCC, 2007) estima que, aproximadamente 
una tercera parte de la población mundial, vive en re-
giones que experimentan déficit hídricos moderados 
a altos. Y los pronósticos para el año 2025, indican 
que, al menos las dos terceras partes de una pobla-
ción mundial, mucho mayor en número que la actual,  
podría encontrarse bajo condiciones de déficit hídri-
co no sólo en respuesta al crecimiento poblacional sino 
también a los cambios en el ciclo hidrológico introducido 
por el cambio climático global (Vörösmarty et al., 2000).

Científicos del Instituto Argentino de Nivología, Gla-
ciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA) vienen 
realizando estudios para identificar los escenarios 
climáticos más probables ante el cambio climáti-
co a lo largo de la Cordillera de los Andes y poder 
plantear cómo esos escenarios podrían influir no 
sólo en el cambio ambiental sino también en los 
patrones económicos de producción, sobre todo 
en las provincias de Mendoza y San Juan. 

Existen claras evidencias de que la Cordillera de 
los Andes está experimentando cambios ambien-
tales sin precedentes. Por ejemplo, una enorme 

CAMBIOS CLIMÁTICOS REGIONALES EN EL 
CONTEXTO DEL CALENTAMIENTO GLOBAL 

Dr. Ricardo Villalba
Director del Instituto Argentino de Nivología, 
Glaciología y Ciencias Ambientales 
(IANIGLA), CCT-CONICET-Mendoza 
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retracción de los cuerpos de hielo durante el si-
glo XX,  ha sido documentada tanto en los Andes 
Centrales como en los Patagónicos (Leiva et al. 
1989; Villalba et al., 2005; Masiokas et al. 2008),  re-
tracción asociada en el norte de la Patagonia con 
tendencias negativas en las precipitaciones y en el 
escurrimiento de los ríos cordilleranos. 

Por el contrario, el aumento de los niveles de hume-
dad de las masas de aire provenientes de la Amazo-
nia y el Atlántico subtropical, ocasiona que lleguen 
a las llanuras ubicadas al pie de los Andes, mayores 
precipitaciones durante el verano, asociadas en mu-
chos casos con tormentas más extremas, muchas de 
ellas acompañadas con granizo.  Estas tendencias 
contrastantes son consistentes con un aumento en 
el aporte de humedad de origen Atlántica en la región 
subtropical y una disminución de la contribución Pa-
cífica sobre la Cordillera al sur de los 35 - 40° S.
Dada la capacidad de los Modelos de Circulación Ge-
neral  (Labraga,  1997) para reproducir la dinámica 
atmosférica asociada a las variaciones estacionales 
de la temperatura y la precipitación en América del 
Sur, resulta de interés examinar las simulaciones de 
estos modelos en relación con los cambios climáticos 
futuros a lo largo de la Cordillera de los Andes. 

En las Figuras 1 y 2 se presentan los cambios en las 
temperaturas medias y las precipitaciones de verano 
(diciembre a febrero) e invierno (junio a agosto) para 
el período 2080 - 2099 en comparación al intervalo 

1980 – 1999,  simulados por un conjunto de 21 mode-
los empleados por el IPCC para elaborar los escena-
rios climáticos durante el siglo XXI. Las simulaciones 
de las variaciones climáticas futuras están basadas 
en el escenario de emisiones A1B. El escenario A1B 
considera un mundo que en el futuro experimenta-
rá  un rápido crecimiento económico, una población 
mundial que alcanzará su valor máximo hacia media-
dos de siglo y disminuirá posteriormente, y una rápida 
introducción de tecnologías nuevas y más eficientes.  
En este escenario no se dependerá demasiado de un 
único tipo de fuente de energía (fósil versus renova-
ble), y se supone que todas las fuentes de suministro 
de energía y todas las tecnologías experimentarán 
mejoras durante el siglo XXI (IPCC, 2007).
En general, las simulaciones indican un aumento de 
las temperaturas en la región andina y zonas aleda-
ñas con valores más elevados en verano y en lati-
tudes más bajas (Fig. 1). Así, para el período 2080 
- 2099 se espera un incremento de las temperaturas 
de verano entre 3 y 4° C en relación al intervalo 1980 
- 1999 en los Andes Centrales de Argentina. En los 
meses de invierno, las temperaturas se incrementa-
rán en promedio entre 1°  y 2° C. Estos aumentos 
en las temperaturas elevarán substancialmente la 
evapotranspiración regional, alterarán las relaciones 
entre precipitaciones líquidas y sólidas (nieve) y mo-
dificarán la distribución estacional de los derrames de 
los ríos andinos con un adelantamiento en los picos 
de escorrentía.

Figura 1: Cambios en la temperatura media de superficie (°C) para América del Sur y regiones aledañas en  verano (di-
ciembre a febrero, izquierda) e invierno (junio a agosto, derecha) para el intervalo 2080-2099 en relación a 1980-1999, 
simulados por un conjunto de 21 modelos empleados por el IPCC en la elaboración de los escenarios climáticos para el 
siglo XXI (modificado de IPCC, 2007).
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también la posibilidad de aluviones y flujos de barro en 
las zonas montañosas y del piedemonte. El aumento de 
las precipitaciones de verano no siempre es conveniente 
para los cultivos, en particular para los tradicionales, como 
los viñedos que se ven afectados por enfermedades crip-
togámicas.  Además,  el sistema de riego actual,  no 
está preparado para captar el agua de estos eventos 
climáticos extremos de verano.

Simultáneamente con estos cambios en el llano, las 
precipitaciones níveas en la Cordillera podrían dismi-
nuir por el aumento de la temperatura (aumentaría la 
relación lluvia / nieve) y por la estimada reducción de 
las precipitaciones durante el invierno. 

El desafío es analizar cómo la sociedad y la economía 
van a adaptarse a estos cambios: el agua de deshielo 
disminuirá, en tanto que las precipitaciones de verano 
aumentarán, planteando cambios profundos en el ma-
nejo de los recursos naturales. Habrá que lograr una 
mayor eficiencia en el uso del agua que proviene de la 
cordillera, ya que tenderá a disminuir con el tiempo y 
mitigar los efectos desfavorables de las crecientes pre-
cipitaciones del verano, en un ambiente que,  cada vez,  
será además más cálido. 

Estos cambios necesitarán de adaptaciones en las activi-
dades productivas regionales y,  posiblemente llevarán a 
un cambio en la cultura tradicional del manejo del agua en 
los territorios adyacentes a los Andes Centrales.

Para el intervalo 2080 - 2099,  las simulaciones climá-
ticas señalan un incremento de las precipitaciones de 
verano en las regiones llanas subtropicales entre un 
15 y un 30% (Fig. 2). Este contrasta con reducciones 
de la misma magnitud en la zona Central y Patagóni-
ca de Cordillera de los Andes. No se esperan mayores 
cambios en las precipitaciones de los llanos subtropi-
cales durante los meses de invierno, pero se estima 
una reducción entre 10 y 30% en los Andes Centra-
les de Argentina y Chile (Fig. 1).  Es importante notar 
que los resultados de estas simulaciones climáticas 
para dicho intervalo de tiempo, son consistentes, aún 
cuando no en la magnitud, con las tendencias regis-
tradas en las precipitaciones durante el siglo XX.  

Los científicos advierten que en 70 años las precipita-
ciones de verano en los llanos y el piedemonte de las 
provincias de Mendoza y San Juan podrían aumentar 
considerablemente. Por el contrario se produciría una 
reducción de la precipitación en la Cordillera. Por lo 
tanto, los veranos van a ser más lluviosos en las zo-
nas llanas de la región. Actualmente la precipitación 
anual es en promedio de 200 mm, pero los modelos 
de circulación apuntan a que en el año 2080, el prome-
dio de precipitaciones ascienda a los 250 - 300 mm. 

En respuesta al calentamiento global y por ende a una 
atmósfera más dinámica, las precipitaciones de verano 
estarán vinculadas a tormentas convectivas severas, 
que son las que ocasionan serios problemas para los 
cultivos y los asentamientos humanos,  acrecentando 

Figura 2: Cambios en la precipitación total (en porcentaje) para América del Sur  en  verano (diciembre a febrero, izquier-
da) e invierno (junio a agosto, derecha) para el intervalo 2080-2099 en relación a 1980-1999, simulados por un conjunto 
de 21 modelos empleados por el IPCC en la elaboración de los escenarios climáticos durante el siglo XXI (modificado de 
IPCC, 2007).
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Figura 3

Figura 3:  Perfil esquemático de las Cordilleras de las Américas desde aproximadamente el sur de la Patagonia (izquierda, 
50°S) hasta Alaska (derecha, 70°N). La línea blanca continua representa la altura media de las Cordilleras y los triángulos 
negros las montañas de mayor altura. El Aconcagua de 6962 m de altura está indicado. Impuesto sobre este perfil, se 
muestran los cambios de la temperatura media anual que resulta de promediar las simulaciones de 7 modelos de Circula-
ción General de la atmósfera. Estos cambios se producirán como consecuencia del aumento del CO2 a niveles cercanos 
al doble del presente (en la actualidad 380 ppm).  Nótese que los aumentos de temperatura aumentarán con la altura, 
comprometiendo el futuro de los glaciares en las Cordilleras de las Américas (adaptado de Bradley et al., 2004).
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Introducción

Este trabajo presenta una introducción a los proble-
mas de desertificación y a los procesos del cambio 
climático global que afectan a la región de los Andes 
áridos argentino-chilenos, analizando una transecta 
a la latitud de la ciudad de Mendoza y Santiago de 
Chile. Se discuten escenarios de cambio climático y 
desertificación y sus relaciones con los procesos que 
están afectando al cordón andino, los asentamientos 
y actividades productivas en su área de influencia. 
Se analizan las potencialmente severas implicancias 
para la vitivinicultura bajo riego y la generación de 
energía hidroeléctrica en la región. Esta contribución 
aporta a la discusión sobre el modelo de desarrollo 
deseable para las tierras secas.

El futuro frente a un escenario cambiante: 
sinergias entre desertificación y cambio 
climático global

Cambio global y desertificación – la degradación del 
ambiente en tierras secas generada por la interacción 
de procesos relacionados con las variaciones climáti-
cas y el impacto antrópico – representan el desafío 
ambiental más serio que enfrenta el mundo en la ac-
tualidad,  con dramáticas consecuencias de pérdidas 
económicas,  pobreza y migración. 

La temperatura media de la Tierra se ha elevado en-
tre 0.5 y 0.6° C desde comienzos del siglo XX (IPCC 
2007),  y la desertificación afecta la productividad 

DESERTIFICACIÓN Y CAMBIO CLIMÁTICO 
EN LA REGIÓN ANDINA ARGENTINO CHILENA. 
Impactos en el ambiente y en la economía.

ecológica y económica de más del 30% de las tierras 
secas del planeta (6150 M. ha). Datos de PNUMA 
(1991) demuestran que 6 M. ha/año se pierden por 
los procesos de degradación de la tierra,  lo que equi-
vale -en valores de principios de la década del ’90 -a 
42 billones de dólares.  La evaluación económica del 
impacto producido por el cambio global, recientemen-
te presentada en el informe de Sir Nicholas Stern, es-
tima que el impacto del calentamiento global puede 
estimarse en alrededor del 20% del Producto Bruto 
Global. En palabras de este autor: ”All countries will 
be affected by climate change, but the poorest coun-
tries will suffer earliest and most. Deeper international 
co-operation will be required in many areas, most no-
tably in creating price signals and markets for carbon, 
spurring technology research, development and de-
ployment, and promoting adaptation, particularly for 
developing countries”. Stern Review (2006).

Estos conceptos y procesos generales comienzan 
a ser mucho más evidentes a nivel regional y local,  
donde sus efectos y sinergias empiezan a hacerse 
visibles. El desafío es analizar cómo la sociedad y la 
economía pueden adaptarse y prevenir estos cambios. 

Elena María Abraham y Ricardo Villalba
Cátedra Ordenamiento Ambiental, 
Universidad de Congreso. 
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La situación en América del Sur

Contrariamente a la percepción generalmente exten-
dida de América del Sur como el subcontinente ver-
de, con selvas y bosques desde el Caribe a la Antár-
tida, las tierras secas –afectadas por distintos grados 
de desertificación- componen el 25 % del territorio. 
En estas tierras secas viven, según datos del 2000, 
519 M. de habitantes, cifra que conforma el 28% de 
la población total.  El 35 % de esta población vive 
en condiciones de pobreza y entre éstos, el 16 % 
en condiciones de extrema pobreza. A diferencia de 
otros continentes,  por ejemplo África, América Latina 
es urbana (75 % de la población vive en ciudades) y 
sus desiertos son, en el más acabado sentido de la 
palabra, áreas sin habitantes o con muy baja densi-
dad de población,  a excepción de la concentrada en 
áreas urbanas costeras,  como Lima,  en Perú.

La desertificación en América del Sur, como en todas 
partes del mundo, es una combinación de riesgos 
naturales – críticos en tierras secas- y una presión 
humana que sobrecarga y afecta la productividad bio-
lógica y económica de estos ecosistemas. Entre los 
fenómenos naturales se destacan los efectos de las 
sequías sostenidas y recurrentes, huracanes, terre-
motos destructivos y erupciones volcánicas, desliza-
mientos, inundaciones en tierras bajas, tormentas de 
polvo y pronunciadas oscilaciones climáticas en áreas 
áridas, semiáridas y subhúmedas secas, que afectan 
el avance sostenido de las fronteras agropecuarias. 
Los fenómenos de “El Niño” y “La Niña” impactan los 
usos del suelo en las zonas interiores y costeras y la 
retracción de los glaciares comprometen el aprovisio-
namiento de agua en los asentamientos localizados 
al pie de la Cordillera de los Andes. 

Estos riesgos naturales deben relacionarse a los 
producidos por la presión humana, derivados de las 
particulares condiciones socioeconómicas y políticas 
de los países de la Región: deforestación masiva de 
selvas y bosques desde la Amazonia, el Chaco y el 
Monte hasta los bosques australes de Patagonia; 
acelerada pérdida de la biodiversidad; sobrepasto-
reo y declinación de la productividad en las sabanas, 
pastizales y arbustales; crecimiento de la migración 
rural-urbana; abandono de tierras productivas e in-
cremento de los niveles de pobreza rural, urbana y 
suburbana; salinización / alcalinización de los suelos 
y ascenso y contaminación de los niveles de agua 
subterránea en tierras irrigadas; afectación de la can-

tidad y calidad de los recursos hídricos superficiales y 
subterráneos; degradación de los suelos con alta ca-
pacidad agrícola; extracción no controlada de recur-
sos no renovables (minería, petróleo); rápida pérdida 
de valores y conocimientos tradiciones;  extracción no 
planificada de recursos;  cambios no deseables en el 
uso de la tierra;  urbanización acelerada y no planifi-
cada;  deuda externa de los países que dificulta los 
procesos de desarrollo sustentable, especialmente 
los relacionados con el desarrollo local y el crecimien-
to; pérdida de infraestructura (colmatación de embal-
ses y zonas portuarias, destrucción de caminos, vías 
férreas, puentes, etc.);  pérdida de jerarquización a 
nivel nacional de las políticas ambientales, entre ellas 
las del combate a la desertificación;  fuertes procesos 
de pobreza y migración. 

En las tierras secas de América del Sur, según da-
tos de PNUMA (1991), el problema de la desertifica-
ción alcanza cifras alarmantes: del total de 420,67 M. 
de ha de las tierras utilizadas para fines agrícolas, 
305,81 M. ha están degradadas, lo que representa un 
porcentaje del 72,7%. Entre éstas, las tierras cubier-
tas por pastizales, dedicadas a la producción animal 
(390,90 M. ha) son las que tienen mayor superficie 
afectada: 297,75 M. ha, o sea un 76% del total. Le si-
guen las tierras de cultivo de secano (21,35 M. ha) de 
las cuales 6,64 M. ha están degradadas (31%). Final-
mente, de las 8,42 M. de ha de las tierras de regadío, 
1,42 M. de ha están degradadas (17%). Es evidente 
que revertir esta situación será no solamente muy di-
fícil sino sobre todo muy costoso. Las principales medi-
das preventivas, correctivas o de rehabilitación tienen un 
alto costo por ha. (PNUMA; 1991, p.91-94). 

En relación con los escenarios de cambio climático 
global, existen claras evidencias de que la Cordillera 
de los Andes está experimentando cambios ambien-
tales sin precedentes. Dada la buena capacidad de 
los Modelos de Circulación General (Labraga, 2005) 
para reproducir la dinámica atmosférica asociada a 
las variaciones estacionales de la precipitación en 
América del Sur, resulta de interés examinar las simu-
laciones de estos modelos en relación con los cam-
bios climáticos futuros a lo largo de la Cordillera de los 
Andes. Según los modelos realizados por el Hadley 
Centre for Climate Prediction, Servicio Meteorológi-
co, Inglaterra, basados en el escenario de emisiones 
IS92a y propuestos por el Panel Intergubernamental 
sobre el Cambio Climático de las Naciones Unidas 
(IPCC, 2007), puede esperarse un aumento de las 
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temperaturas en la región andina y zonas aledañas 
con valores más elevados en verano y en latitudes 
más bajas.

Así, para el período 2070-2100 se espera un incre-
mento de las temperaturas de verano entre 3 y 5°C 
en relación al intervalo 1960-1990 en los Andes de 
Argentina. En los meses de invierno, las temperatu-
ras se incrementarán en promedio entre 1°C y 3°C. 
Estos aumentos en las temperaturas elevarán subs-
tancialmente la evapotranspiración regional, alterarán 
las relaciones entre precipitaciones líquidas y sólidas 
(nieve), y modificarán la distribución estacional de los 
derrames de los ríos andinos con un adelantamiento 
de los picos de escorrentía.

Para el intervalo 2070-2100, las simulaciones climáti-
cas señalan un incremento de las precipitaciones de 
verano en las regiones llanas subtropicales de 90 a 
360 mm. Este incremento contrasta con reducciones 
de la misma magnitud en la zona Central y Patagó-
nica de la Cordillera de los Andes. No se esperan 
mayores cambios en las precipitaciones de los llanos 
subtropicales durante los meses de invierno, pero si 
una marcada reducción entre 180 y 360 mm en los 
Andes Centrales de Argentina y Chile. Es importante 
notar que los resultados de estas simulaciones cli-
máticas para el intervalo 2070-2100 son claramente 
consistentes con las tendencias registradas en las 
precipitaciones durante el siglo XX.

Desertificación y cambio climático en el cono 
sur: la región de los Andes centrales

Una transecta a los 32º LS, desde Valparaíso en la 
costa chilena hasta el río Desaguadero, en Mendoza, 
Argentina (Figura 3), muestra cómo ambas vertientes 
de los Andes secos presentan los mismos problemas: 
una creciente demanda poblacional de recursos hí-
dricos para sostener el desarrollo urbano, agrícola e 
industrial. El consumo humano, la irrigación y la gene-
ración de energía hidroeléctrica se encuentran entre 
las actividades más afectadas, puesto que dependen 
enteramente de los caudales de los ríos de cordillera 
y del abastecimiento del agua subterránea. 

Desde el punto de vista de la ocupación, la región de los 
Andes Centrales se define por un modelo de ciudades 
medianas, localizadas en los piedemontes de la cade-
na montañosa, circundadas por los oasis irrigados.

En Chile central, la Región Metropolitana, la V y la IV 
contienen cerca de 8,4 M. de personas (55% de la po-
blación chilena). Cerca del 48% de la descarga anual 
del río Maipú (la principal fuente de abastecimiento 
hídrico de Santiago) es utilizada para satisfacer las 
necesidades de esta creciente población. Chile cen-
tral cuenta con el 45 % del área total irrigada del país. 
Hacia el oriente, en la seca vertiente argentina de los 
Andes, los ríos abastecen a una población de alrede-
dor de 2,2 M. de personas en las provincias de San 
Juan y Mendoza. Con menos de 200 mm de precipita-
ción media anual la agricultura debe necesariamente 
recurrir a la irrigación. Las plantas de Hidroenergía, 
alimentadas por los ríos de Cordillera, generan el 
62% y el 86% del total de la energía doméstica en 
Mendoza y San Juan, respectivamente.

Figura 3. Transecta en los Andes Centrales aproximada-
mente a los 32°S, mostrando cambios en las temperaturas 
medias de Enero y Julio (arriba), en la distribución esta-
cional (verano e invierno) de la precipitación (centro), y en 
el total anual de las precipitaciones (abajo), asociados con 
la topografía. Las estaciones meteorológicas en la banda 
latitudinal entre 31°30’S y 32°30’S han sido incluidas en 
esta transecta y su localización se indica por triángulos (   ) 
rombos (   ) (centro) y cuadrados (   ) (abajo).
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Especial atención merece la situación de las vastas 
planicies fluvio-eólicas que se extienden a lo largo de 
la vertiente oriental argentina, pues constituyen las uni-
dades de almacenamiento de recursos hídricos,  tanto 
superficiales como subterráneos. En sectores favoreci-
dos de la cuenca, la acción benéfica de los grandes ríos 
se manifiesta en un modelo mesopotámico sobre los
amplios conos aluviales. Estos son los oasis, donde la 
oferta combinada de agua y suelos ha permitido la im-
plantación de áreas de cultivos irrigados y el desarrollo 
de las ciudades, que articulan su espacio de influencia 
con el territorio irrigado, en un modelo agrícola dedicado 
a la vitivinicultura. Se destaca por su magnitud e impor-
tancia económica el oasis norte de Mendoza, provincia 
donde cerca del 97% de la población total se concentra 
en sólo el 3% del territorio: las áreas bajo riego. Estos 
son los sitios donde se practica la irrigación sistema-
tizada y el uso conjunto de los recursos hídricos su-
perficiales y subterráneos, y donde se han construido 
los diques, reservorios y canales para la distribución 
del agua. Pero también estos son los lugares donde 
el uso del agua es el más ineficiente y donde los sue-
los están altamente salinizados y sometidos a proce-
sos de degradación. Y a espaldas de estos parches 
aislados de los oasis –verdaderas islas verdes que 
emergen entre los tonos pardos y grises del desierto- 
se extienden las tierras no irrigadas, con su inmenso 
rango de diferentes ambientes relacionados por la 
sequedad. El desierto ha sido olvidado por políticos y 
tomadores de decisión y se encuentra prácticamente 
deshabitado – menos de medio habitante por kilóme-
tro cuadrado- sometido a acelerados procesos de de-
sertificación por el uso abusivo de sus recursos. 

Los desiertos presentan usos del suelo contrastan-
tes. Por un lado actividades pastoriles de subsis-
tencia (cría extensiva de cabras sólo dedicada a la 
producción de carne), con un fuerte impacto en los 
campos por el sobrepastoreo. Por el otro, la industria 
minera y petrolera extraen las riquezas del sustrato 
sin promover mejoras significativas para el desarrollo 
local de los territorios afectados, muchas veces con-
taminando los recursos hídricos y el suelo. La gente 
que vive en el desierto sufre la falta de agua, tanto en 
cantidad como en calidad. El desierto almacena agua 
a gran profundidad (en muchos casos con arsénico), 
que vuelve este recurso inaccesible para sus pocos ha-
bitantes, quienes deben mitigar esta situación apelando 
a tecnologías tradicionales: rudimentarias represas para 
bebida de los animales y pozos “balde” o pozos “indios” 
para acceder al agua freática. 

Uno de los procesos de desertificación más impor-
tantes que ha impactado este territorio fue la tala in-
discriminada del bosque nativo de algarrobos (Pro-
sopis spp.). Este bosque, abierto y seco, pero de 
fundamental importancia para la ecología,  la econo-
mía y la cultura de las denominadas Llanuras de la 
Travesía, se desarrolla gracias a la existencia de una 
napa freática cercana a la superficie –entre 5 y 15 m 
de profundidad- que alimenta sus raíces. En la ac-
tualidad el algarrobal ha prácticamente desaparecido. 
Estudios de historia ambiental muestran la declina-
ción de los bosques del desierto de las llanuras del 
noreste de Mendoza. Este fue talado y utilizado para 
sustentar el crecimiento urbano a finales del siglo 
XIX, comienzos del XX, y para conducir las vides del 
oasis en la forma de postes, varas y rodrigones que 
todavía se aprecian en los viñedos. En el corto lapso 
de 35 años –desde1901 a 1935- durante la expansión 
del ferrocarril, 992.748 toneladas de productos fores-
tales fueron extraídos, deforestando 198.550 ha del 
desierto mendocino (Abraham y Prieto, 2000), trans-
portados por el ferrocarril y utilizados para el desarro-
llo del oasis.  Este tipo de estudios son importantes 
para establecer políticas de manejo de los recursos,  
especialmente las de restitución del capital natural de 
los territorios periféricos. 

Otro importante proceso de desertificación es el uso 
del agua de la cuenca del Mendoza-Tunuyán para 
la sistematización del riego en el oasis norte, cuya 
consecuencia directa fue el desecamiento de los 
humedales del desierto, en los bordes distales de la 
cuenca. Ambientes de gran importancia biológica y 
cultural, como el de Lagunas del Rosario y Guanaca-
che, actualmente protegidos como sitios Ramsar, ex-
tendidos en los márgenes de la periferia de la cuenca 
sufrieron el impacto de la interrupción de los caudales 
que les daban vida. En la actualidad los lechos de los 
cursos que los alimentaban se presentan como ríos 
de arena - prácticamente sin escurrimiento superfi-
cial, salvo cuando reciben los sobrantes de riego del 
oasis- con la lógica consecuencia del desecamiento 
de los humedales y la escasez de agua para cultivo 
en el desierto,  en detrimento de los primeros regan-
tes: las comunidades huarpes. 
Para completar el panorama, las acciones de recu-
peración de áreas desertificadas son escasas e in-
suficientes. Los principales procesos: deforestación, 
sobrepastoreo, expansión de la frontera agropecua-
ria,  urbanización,  salinización y revenimiento de la 
napa freática en la periferia de los oasis, abandono 
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de la tierra y pobreza, continúan ocasionando serias 
consecuencias de degradación de la tierra. 

Sin embargo, frente a la posibilidad de cambios cli-
máticos a escala global, el mayor problema que en-
frenta la región es la incertidumbre en relación con 
el comportamiento del clima en el mediano y largo 
plazo. Considerando un escenario de 70 años des-
de la actualidad, los científicos advierten que se in-
crementará significativamente la cantidad de lluvias 
en las planicies subtropicales de latitudes medias de 
América del Sur, al mismo tiempo que se producirá 
un drástico descenso en las precipitaciones nivales 
en la Cordillera de los Andes a las mismas latitudes 
(Francou et al. 2005, Christensen et al., 2007, IPCC, 
2007, Labraga, 2005). Los veranos serán más lluvio-
sos en la región de las planicies. En respuesta al ca-
lentamiento global y por lo tanto a una mayor dinámi-
ca atmosférica, las precipitaciones de verano estarán 
ligadas a tormentas conventivas, con violentas lluvias 
y probablemente severas ocurrencias de granizo. Las 
tormentas conventivas afectarán los cultivos y los 
asentamientos humanos, aumentando la posibilidad 
de inundaciones y torrentes de barro en las zonas 
montañosas y pedemontanas. Simultáneamente con 
estos cambios en la planicie, las precipitaciones de 
nieve disminuirán en la Cordillera durante el invierno 

(Tabla 1). En la actualidad la precipitación media de 
cordillera es de 250 mm, y de acuerdo a las proyec-
ciones planteadas, al final del siglo,  estas se verán 
sustancialmente reducidas.

Particularmente vulnerables en este escenario de ca-
lentamiento serán los glaciares, de los que ya se ad-
vierte una reducción significativa en muchas partes del 
mundo durante el último siglo.  En muchas localidades 
a lo largo del cordón andino,  la reducción del área cu-
bierta por glaciares ha sido asociada con tendencias 
negativas en las precipitaciones de nieve y en el es-
currimiento de los ríos andinos (Villalba et al., 2003). 
Inclusive en décadas recientes algunas cuencas en 
los Andes tropicales han experimentado un incre-
mento en la escorrentía como consecuencia del de-
rretimiento de los glaciares.  En el largo plazo se pre-
vé una reducción a límites críticos en la provisión de 
agua por la retracción glaciaria (Jansson et al., 2003). 
Recientes retracciones glaciarias han sido documen-
tadas también en los Andes centrales y patagónicos 
(Leiva et al. 2007, Masiokas et al.2008). Registros de 
temperatura (Fig. 1) muestran un calentamiento signi-
ficativo, concurrente con las tendencias negativas en 
las precipitaciones y en el escurrimiento regional. Es-
tas variaciones climáticas son largamente responsables 
por la extendida y documentada recesión glaciar.

Tabla 1: Impactos del cambio climático en los servicios 
ecosistémicos de los Andes Centrales 
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¿Cómo se enfrentarán las sociedades y 
economías locales a estos cambios ambientales? 

El agua aportada por el derretimiento de la nieve dis-
minuirá, mientras que las precipitaciones de verano 
aumentarán, provocando profundos cambios en el 
manejo de los recursos naturales. Se deberá alcanzar 
una mayor eficiencia en el uso del agua proveniente 
de la Cordillera, dado que esta tenderá a disminuir 
con el tiempo y habrá que poner énfasis en las medi-
das de mitigación de los efectos desfavorables de los 
futuros aumentos de las precipitaciones de verano.

Estos cambios en los escenarios climáticos proba-
blemente inducirán cambios en las actividades pro-
ductivas regionales y, posiblemente, en la cultura 
tradicional del manejo del agua en muchas regiones 
de América del Sur, y especialmente en los Andes 
centrales argentino-chilenos. Si agregamos a este ya 
preocupante escenario los generalizados procesos 
de desertificación que afectan prácticamente a todos 
los ecosistemas, la vulnerabilidad se incrementa aún 
más. En un mundo cambiante, donde los territorios con 
mayor humedad se convertirán en lugares más secos 
y donde las tierras secas tendrán mayores precipita-
ciones, el mapa mundial de la desertificación probable-
mente cambiará, y por lo tanto surge la necesidad de 
que aquellos que ya han aprendido a enfrentarse con 
estos complejos procesos de degradación, sean ca-
paces de transferir su experiencia a aquellos que aún 
no están preparados para afrontar estos problemas. 
Las lecciones aprendidas permitirán ganar tiempo 
y plantear experiencias de prevención y adaptación 
cuya adopción temprana puede significar la diferen-
cia entre el colapso o la adaptación a las nuevas con-
diciones ambientales.

En este contexto es vital relacionar la experiencia gen-
erada entre las dos Convenciones de Naciones Unidas: 
la Convención de Lucha contra la Desertificación y la 
Sequía, que ha logrado implementar medidas prácti-
cas y concretas para prevenir y combatir la desertifi-
cación, con los importantes descubrimientos cientí-
ficos desarrollados por la Convención de Cambio 
Global. De este modo, las lecciones aprendidas en 
el manejo sustentable de la tierra, la principal medida 
de lucha contra la desertificación, se convierten en 
una poderosa herramienta para la adaptación al cam-
bio global. En este sentido es esencial discutir y con-
sensuar el estilo de desarrollo que deseamos para 
las tierras secas. 

¿Entre qué modelos podemos elegir para el 
desarrollo de las tierras secas?

La fragilidad inherente a las tierras secas y el alto 
riesgo al que están expuestas ante los escenarios 
de la desertificación y el cambio climático global sólo 
pueden ser superados a través del consenso en el 
estilo de desarrollo que se pretende implementar. 

Este puede extenderse entre diferentes escenarios y 
modelos que fluctúan entre el extremo de aquellos 
que proponen inmensas transformaciones en las con-
diciones naturales de las zonas secas –con grandes 
inversiones en capital, energía e infraestructura- cono-
cidos como el modelo “Cadillac” (Ezcurra Ed. 2006) y 
del cual el mejor ejemplo actual es la ciudad de Las 
Vegas o las mega-ciudades del Golfo, separando com-
pletamente sociedad de naturaleza, y aquellos que, en 
el extremo opuesto, desean “dejar todo como está”, 
conocido como “business as usual”, sin modificar nada 
en la situación actual de los ecosistemas. Esta última 
posición, llevada al uso de los recursos naturales, es 
adoptada por grupos radicales de “ecologistas” que 
se oponen a cualquier tipo de intervención o actividad 
económica. A medio camino entre ambos extremos se 
encuentra la visión del desarrollo sustentable de tier-
ras secas, enfocado a lograr -a través de aproxima-
ciones sucesivas- el equilibrio territorial y la equidad 
social: el denominado “patches desert development”, 
o desarrollo en parches o por sectores del desierto. 
Este intenta –basado en un profundo conocimiento 
de las potencialidades y las restricciones de las tier-
ras secas y de las demandas y necesidades de su 
población- desarrollar aquellos ambientes del desierto 
que muestran las menores restricciones y las mejores 
condiciones para el asentamiento y la producción 
(corredores, wadis, oasis, terrazas, conos aluviales, 
bases de médanos, humedales, etc.), basándose en 
sus recursos endógenos -tanto naturales como so-
ciales y culturales- y restaurar y preservar el resto 
del territorio. Este modelo es el que denominamos el 
modelo Gobabeb en el recientemente publicado “Glo-
bal Deserts Outlook” (Ezcurra Ed., 2006), tomando su 
denominación de la localidad homónima del desierto 
de Namibia, donde estas experiencias han sido lle-
vadas adelante y que se convierte en un caso exitoso 
como modelo a adoptar. 

Estos modelos, desplegados en el marco de las medi-
das de lucha contra la desertificación en tierras secas, 
pueden ser relacionados con sus posibles efectos en 
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el ambiente y la sociedad, a los escenarios desarrol-
lados por los expertos del cambio climático global en 
relación con los estilos de desarrollo a adoptar a nivel 
mundial (Figura 4).

Cualquiera sea el modelo que elijamos entre estas 
posibilidades, las consecuencias son fácilmente pre-
decibles, y las condiciones de fragilidad inherente a 
las tierras desertificadas sólo podrán ser manejadas 
con altas dosis de conocimiento,  planificación, de-
cisión política, inversiones y modelos de desarrollo 
consensuados y equitativos, dirigidos a lograr el equi-
librio territorial y la equidad social como metas del 
desarrollo sustentable. La implementación de este 
modelo sólo tendrá posibilidades de éxito si se im-
plementa en el marco de un proceso de planificación 
y gestión, donde se jerarquice y cobre importancia 

la generación de conocimientos para comprender en 
primer lugar las condiciones actuales de los ecosis-
temas, para, desde ahí, tomando este estado como 
nivel de base o estado inicial,  poder evaluar los cam-
bios que eventualmente se produzcan.
Este conocimiento, basado en el marco de análisis 
del estado, presión, impacto y respuesta, incorporado 
en un sistema integrado de evaluación y seguimiento, 
debería ser parte de una nueva actitud que valore las 
contribuciones de la ciencia y la tecnología como guía 
para la toma de decisiones. Si además esto puede 
ser logrado a través de un proceso participativo de 
construcción del conocimiento (Abraham et al. 2006), 
estaríamos en condiciones de avanzar con mayores 
certezas en el camino de la sustentabilidad, hacia 
una sociedad más equitativa y en mayor armonía con 
sus ambientes desérticos. 

Figura 4. Escenarios de Calentamiento Global y Desertificación durante el Siglo XXI. 
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I- La compleja relación entre la ciencia y la 
decisión política. 
De la precaución a la prevención.

El hombre necesita de los recursos naturales para 
vivir,  para desarrollarse,  para satisfacer infinitas ne-
cesidades y es su intervención modificadora de los 
componentes naturales que lo circundan el punto de 
partida de los problemas ambientales cuando sus ac-
ciones alteran el equilibrio de los ecosistemas o su-
peran su capacidad natural de recomponerse.

Es la ciencia ecológica la encargada de estudiar las 
interrelaciones entre los seres vivos y su medio. Pero, 
¿hasta dónde nos son conocidas esas interacciones 
de la naturaleza?, más aún- y a estos apuntamos -
¿hasta dónde y cómo puede el hombre regular su inte-
racción con la naturaleza para preservar su equilibrio?

Un amplio campo de la realidad ambiental permane-
ce inmerso en la incertidumbre: ya sea por falta de 
datos, hipótesis no comprobadas o desconocimiento 

sobre el alcance de muchas interrelaciones ecológi-
cas básicas1. 

Abordar esta falta de certeza es el desafío del Dere-
cho Ambiental, en tanto “la incertidumbre no exone-
ra de responsabilidad; al contrario ella la refuerza al 
crear un deber de prudencia” 2.

El desarrollo del principio de precaución, es la con-
tribución del Derecho Ambiental a la gestión pública 
para abordar la incertidumbre científica, obligando al 
decisor político a adoptar medidas cuando se reúnan 
determinadas condiciones: la falta de certidumbre cien-
tífica respecto a la causalidad de un daño de carácter 
grave e irreversible, cuya probabilidad es determina-
da mediante un análisis y evaluación científica, son 
los presupuestos esenciales para determinar su pro-
cedencia.  

Respecto a la incertidumbre científica,  que constitu-
ye el elemento esencial para la operatividad de este 
principio, Juan Rodrigo Walsh advierte que: “Uno de 
los primeros interrogantes que se presenta en este 
sentido es el papel cambiante que desempeña la cien-
cia frente a la incertidumbre que caracteriza a muchas 
decisiones de tipo ambiental. Esta incertidumbre pre-
senta un desafío profundo a los métodos clásicos de la 
ciencia, basada en la experimentación, la verificación 
de postulados teóricos y la consistencia de los resul-
tados obtenidos” 3. 

CAMBIO CLIMÁTICO, PERSPECTIVA 
INSTITUCIONAL DE UN PROBLEMA GLOBAL

Aldo Rodríguez Salas
Director del Instituto de Gestión Ambiental (IGA) de la 
Universidad de Congreso.

La escala de los cambios para abordar el 
meollo del problema es casi aterradora, 
(Sobre todo para los políticos interesados 
especialmente en hacer cosas que los beneficien 
durante sus mandatos).

Carl Sagan.



Pág. 24

La complejidad de este principio requirió una iniciativa 
de la UNESCO que convocó a un grupo de expertos a 
fin de elaborar un informe aprobado por el COMEST 
(World Comisión on the Ethics of Scientific Knowled-
ge and Technology), en febrero de 20054. Esta comi-
sión estuvo integrada entre otros expertos, por la Dra. 
Aída Kemelmajer de Carlucci, en representación del 
Comité Nacional de Ética en Ciencia y Tecnología de 
Argentina y el objetivo esencial del informe fue redu-
cir la brecha en la comprensión del principio precautorio 
entre los que toman las decisiones y los científicos con 
el fin de alcanzar un debate informado que sirva como 
referencia para mayores implementaciones del prin-
cipio precautorio. 

Pero la precaución debe distinguirse del principio de 
prevención. Sus supuestos de aplicación difieren: “En 
efecto, la prevención es una conducta racional frente a 
un mal que la ciencia puede objetivar y mensurar, o sea 
que se mueve dentro de las certidumbres de la ciencia. 
La precaución - por el contrario - enfrenta a la incerti-
dumbre de los saberes científicos en sí mismos” 5. 

En consecuencia, tal como veremos, a medida que se 
estrecha el margen de la incertidumbre, en tanto los 
informes científicos se vuelven concluyentes sobre la 
causalidad de este problema, la precaución cede su 
espacio al principio de prevención. Entonces, en este 
campo de conocimiento, las acciones y medidas a 
adoptar son ineludibles para el decisor político.

En la problemática del cambio climático el conflicto entre 
ciencia y política se hace evidente, desde la relativización 
política inicial hasta su reconocimiento actual,  una inter-
minable saga de encuentros y desencuentros exhiben la 
complejidad de una cuestión que todavía no encuen-
tra una clara resolución. Sobre estas bases desarro-
llamos este trabajo.

II- Una definición simple, una cuestión compleja

Fue Jean Baptiste Fourier, matemático y científico francés, 
quién en 1827 observó que ciertos gases atrapan el ca-
lor de la atmósfera y fue él quien acuñó la frase “efec-
to invernadero”6 dando muestras de una rara habili-
dad en un científico al describir un proceso complejo 
de modo tan simple.

Dijo que la atmósfera era como las paredes y el techo 
de cristal de un invernadero, dejaba pasar los rayos 

del sol y consecuentemente, el calor, pero constituía 
una barrera que evitaba que el calor acumulado se 
escapara de nuevo.

En pequeñas concentraciones, los gases de inverna-
dero son vitales para nuestra supervivencia. Se estima 
que sin la presencia de ellos la temperatura promedio 
de la tierra sería -18 ° C. Cuando la energía solar llega a 
la tierra, un poco de esta energía se refleja en las nubes; 
el resto atraviesa la atmósfera y llega al suelo. Gracias a 
esta energía se desarrolla la vida en el planeta, pero 
no toda es devuelta al espacio. La reemisión es cap-
tada en parte por el vapor de agua y los gases del 
efecto invernadero. El efecto invernadero es de esta 
forma un fenómeno natural, causado por la presencia 
de gases en la atmósfera, principalmente de vapor de 
agua y gas carbónico. Pero la actividad humana tien-
de a aumentar la concentración de gas carbónico, y la 
introducción de otros gases, provocando que una ma-
yor cantidad de energía calórica solar sea atrapada 
en la atmósfera, elevando así la temperatura prome-
dio del planeta, de manera abrupta, lo que nos lleva 
al cambio climático.

III- La investigación científica y sus conse-
cuencias políticas internacionales

a) El IPCC

Al detectar el problema del cambio climático mundial, 
la Organización Meteorológica Mundial (OMM) y el 
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am-
biente (PNUMA) crearon el Panel Intergubernamen-
tal de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) en 
1988. Se trata de un grupo abierto a todos los Miem-
bros de las Naciones Unidas y de la OMM.

La función del IPCC consiste en analizar, de forma 
exhaustiva, objetiva, abierta y transparente, la infor-
mación científica, técnica y socioeconómica relevan-
te para entender los elementos científicos del riesgo 
que supone el cambio climático provocado por las ac-
tividades humanas, sus posibles repercusiones y las 
posibilidades de adaptación y atenuación del mismo. 

El IPCC no realiza investigaciones ni controla datos 
relativos al clima u otros parámetros pertinentes, sino 
que basa su evaluación principalmente en la literatura 
científica y técnica revisada por homólogos y publicada.
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Una de las principales actividades del IPCC es hacer 
una evaluación periódica de los conocimientos sobre 
el cambio climático. 
El IPCC consta de tres Grupos de trabajo y un Equipo 
especial:

• El Grupo de trabajo I evalúa los aspectos científicos 
del sistema climático y el cambio climático. 
• El Grupo de trabajo II evalúa la vulnerabilidad de 
los sistemas socioeconómicos y naturales al cambio 
climático, las consecuencias negativas y positivas 
de dicho cambio y las posibilidades de adaptación al 
mismo. 
• El Grupo de trabajo III evalúa las posibilidades de 
limitar las emisiones de gases de efecto invernadero 
y de atenuar los efectos del cambio climático. 
• El equipo especial sobre inventarios nacionales se 
encarga del Programa del IPCC sobre inventarios na-
cionales de gases de efecto invernadero. 
 
Los informes del IPCC están regidos por tres princi-
pios. En primer lugar, los informes del IPCC deberían 
representar las averiguaciones científicas, técnicas 
y socioeconómicas más recientes, y deberían ser lo 
más completos posible. En segundo lugar, un proce-
so de amplia difusión debería procurar la participa-
ción del mayor número posible de expertos de todas 
las regiones del mundo. En tercer lugar, el proceso de 
examen debería ser objetivo, abierto y transparente.

El examen suele desarrollarse en tres etapas: 

1. Examen por expertos del primer borrador del informe;
2. Examen gubernamental/por expertos del segundo 
borrador del informe y del borrador del Resumen para 
Responsables de Políticas y
3. Examen gubernamental del borrador revisado del 
Resumen para Responsables de Políticas7.

b) Procedimiento para la elaboración de sus 
informes

La preparación de las publicaciones del IPCC se 
ajusta a procedimientos detallados, acordados por 
el Grupo de Expertos y contenidos en el apéndice 
A de los Principios que rigen la labor del IPCC (Prin-
ciples Governing IPCC Work). Las diferentes clases 
de material del IPCC están sujetas a distintos nive-
les de respaldo. Se describen a continuación las eta-
pas principales en la preparación de los informes del 

IPCC, que abarcan los informes de evaluación, los 
informes especiales y las guías metodológicas. Exis-
ten procedimientos especiales aplicables a la prepa-
ración de los informes de síntesis y de los informes de 
evaluación. Existen también procedimientos simplifi-
cados para la preparación de documentos técnicos, 
que han de estar basados en material ya existente en 
los informes del IPCC, y para el material de apoyo, 
por ejemplo en forma de actas de cursillos y reunio-
nes de expertos8.

c) Algunos resultados y sus proyecciones políticas

1er Informe (1990) 
Dio lugar por sus repercusiones al proceso que culmi-
nó con la elaboración y firma de la Convención Mar-
co de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático 
(CMNUCC) en el año 1992. Esta convención aplica 
expresamente el principio de precaución.

2do Informe (1996)
Con mayores precisiones en cuanto a las evidencias 
de que la actividad humana era respónsale del calen-
tamiento global y la necesidad de adoptar medidas 
eficaces para enfrentarlo desembocó en la suscrip-
ción del Protocolo de Kyoto en 1997, que se caracte-
riza por imponer metas cuantitativas.

Los principales elementos del Protocolo de Kyoto son:

1. Compromisos cuantitativos que incluyen metas de    
    emisión.

2. Mecanismos de flexibilización.

3. Minimización de impactos en los países en desarrollo         
 (crea el Fondo de Adaptación).

4. Preparación de inventarios nacionales de emisión, 
    para la generación de un sistema de información  
    internacional.

5. Sistema de aseguramiento del cumplimiento de los  
    compromisos asumidos por las partes.

El 13 de marzo de 2001, George W. Bush presentó el 
Protocolo de Kyoto ante el Senado estadounidense. 
Poco después, la administración Bush declara “muerto” 
al Protocolo al anunciar su negativa a ratificarlo por 
considerarlo perjudicial para los intereses de su país.
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3er Informe (2001)
• El decenio 1990 fue el más cálido del registro ins-
trumental. 
• Las concentraciones de GEI provienen probable-
mente de actividades humanas.
• Durante el S. XXI la temperatura mundial aumenta-
rá a un nivel sin precedentes respecto a los últimos 
10.000 años.

4to Informe (2007)
Expresa que la mayor parte del calentamiento ob-
servado durante el medio siglo pasado es causado 
por actividades humanas (con un 90% de certeza) y 
concluye, que debido a las observaciones de los au-
mentos en las temperaturas medias globales del aire 
y del océano, el derretimiento de la nieve y el hielo, y 
el aumento de la elevación del nivel del mar, el calen-
tamiento del sistema climático es inequívoco.

Las proyecciones del informe:

• El intervalo completo del aumento proyectado de la 
temperatura es 1,1 a 6,4 grados C.
• La mejor estimación, que refleja el punto central de 
los escenarios más bajos y más altos de emisiones, 
es 1,8 a 4,0 grados C
• Hay una probabilidad mayor del 90 por ciento de 
que el calor sea más extremo, las olas de calor más 
largas, y las precipitaciones más intensas; éstos se-
rán acontecimientos más frecuentes.

Las consecuencias o impactos previsibles son:

• extinción masiva de especies y ecosistemas
• crisis del agua
• pérdida de tierra por aumento del nivel del mar
• propagación de vectores y enfermedades
• aumento de conflictividad social
• mayores impactos en países en desarrollo
En el año 2007 el IPCC, junto con Al Gore, recibió 
en la persona de su presidente Rajendra Pachauri el 
Premio Nobel de la Paz 2007. Un científico local, el Dr. 
Ricardo Villalba, Director del IANIGLA, integra el IPCC.

IV- La Convención de Cambio Climático, evolución.

La consecuencia del primer informe del IPCC provo-
có que la comunidad internacional diera los pasos 
necesarios para adoptar un compromiso que instru-

mentara las acciones conjuntas de los países a fin 
de enfrentar el grave problema mundial. Así, la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático (CMNUCC) surgió como respuesta al incre-
mento de la evidencia científica sobre la posibilidad 
de un cambio climático global, derivado del aumento 
sustancial - causado por la actividad humana - en la 
concentración atmosférica de gases de efecto inver-
nadero (GEI). Los estatutos de la CMNUCC fueron 
aprobados el 9 de mayo de 1992 en la sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York, por el comité inter-
gubernamental creado a esos fines. Fueron puestos 
a la firma de los países miembros en la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Ambiente y Desarrollo, 
celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992.
           
La CMNUCC entró en vigor una vez cumplido el pro-
ceso de ratificación al menos cincuenta de los países 
miembros (o “Partes de la Convención”)9.
    
En ella se reconoce a un grupo de países como los 
que más han contribuido a la emisión de GEI, a los 
cuales se ha dado en llamar “responsables históricos” 
del calentamiento global. Este grupo de países com-
pone el Anexo I de la Convención, y está formado 
por los miembros de la OCDE (Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos) o “paí-
ses desarrollados”, y los ex - integrantes del bloque 
soviético, denominados “países en transición a una 
economía de mercado”. Los miembros de la OCDE 
conforman además el Anexo II de la Convención. Me-
diante la CMNUCC los países del Anexo I se habían 
comprometido formal y voluntariamente a reducir sus 
emisiones de GEI a los niveles del año 1990 cuando 
llegara el año 2000, así como a ayudar financiera y 
técnicamente a los países en desarrollo para adoptar 
tecnologías “limpias” en materia energética e indus-
trial. Asimismo, todos los países se comprometieron a 
formular y gestionar planes nacionales sobre mitiga-
ción del cambio climático, así como a realizar y pre-
sentar a la Convención inventarios periódicos actuali-
zados de sus fuentes de emisiones antropogénicas y 
de sus sumideros (mecanismos de remoción de GEI 
de la atmósfera). 
           
Por otra parte, la Convención creó la “Conferencia 
de las Partes” (COP) como el órgano supremo de la 
Convención, que debe tomar las decisiones nece-
sarias para promover la efectiva implementación de 
aquélla y el logro de sus objetivos. 
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Posteriormente, se han efectuado sucesivas reunio-
nes de las Partes de la Convención: COP1 (Berlín, 
1995), COP2 (Ginebra, 1996), COP3 (Kyoto, 1997) y 
COP4 (Buenos Aires, 1998). Más recientemente en 
Bali (2008). Pero el encuentro fundamental para revi-
sar el Protocolo de Kyoto se prevé para diciembre de 
2009 en Copenhague.
 
El Protocolo de Kyoto inició un recorrido plagado de 
obstáculos, que todavía hoy no ha finalizado. El com-
promiso global de reducir el total de las emisiones 
de los gases del efecto invernadero a un nivel infe-
rior en no menos de 5% al de 1990 en el período de 
compromiso comprendido entre el año 2008 y el 2012 
(art.3.1 del protocolo), resulta una deuda pendiente. 
Habiéndose cumplido el plazo inicial (2008), 16 de los 
36 países industrializados se encuentran encima de 
esos valores, y se verán forzados a comprar “crédi-
tos de carbono” para cumplirlas. “Hay un sentimiento 
bastante arraigado de que varios de los compromisos 
en estas áreas, compromisos tomados años atrás, no 
fueron cumplidos y serán convenientemente olvidados 
cuando se pase al siguiente ítem de la agenda: el futuro” 
(Yvo de Boer, Secretario Ejecutivo de la CMCC).
En Bali se planteó el comienzo de las negociaciones 
que deberán culminar en diciembre de 2009, en una 
reunión que se llevará a cabo en Dinamarca. La re-
unión de Bali fue fundamental para trazar los linea-
mientos de las nuevas políticas plasmadas en el Plan 
de Acción aprobado. La mayor dificultad se encontró 
en lo que Estados Unidos calificaba de “falta de com-
promiso” por parte de los países en vías de desarro-
llo, los cuales junto con China, negociaron las cotas 
de emisión de CO2 con la UE. El borrador definitivo 
de la reunión contiene los lineamientos fundamenta-
les sobre la reducción de la emanación de gases de 
efecto invernadero, la lucha contra la deforestación y 
las transferencias de nuevas tecnologías hacia los paí-
ses en vías de desarrollo. Estos lineamientos serán los 
que se deberán seguir para lograr un acuerdo definiti-
vo que pueda sustituir al protocolo de Kyoto, que expira 
en 2012  (sobre esto ampliar en el trabajo de María 
Julia Oliva que integra la presente publicación). 

La actual crisis económica financiera internacional no 
es ajena al cambio climático global, los “activos tóxi-
cos” no son más que una faceta de un sistema eco-
nómico que no regula responsablemente los riesgos 
asociados a las actividades que promueve, así la ge-
neración de energía  a partir del petróleo, del carbón 
y del gas no refleja los costos reales del daño que 

causa al ambiente y que serán también asumidos por 
la población mundial10. Con la nueva administración 
en EEUU, liderada por Barack Obama, hay esperan-
za de un compromiso más firme.
V- Argentina ante el cambio climático
La República Argentina adhirió y ratificó el Convenio 
de Cambio Climático a través de la Ley Nacional N° 
24.295, y por medio del Decreto Nacional N° 2213/02 
designó a la Secretaría de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable como autoridad de aplicación. 

Ley N° 25.438 Aprueba el Protocolo de Kyoto de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático.

Un conjunto de resoluciones de la Secretaría de Am-
biente y Desarrollo Sustentable de la Nación integran 
este marco legal, entre las que destacan la creación del 
Fondo Argentino del Carbono (Decreto PEN N° 1070/2005), 
como instrumento para financiar proyectos encuadrables en 
el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL).

La creación de la Dirección Nacional de Cambio Cli-
mático dependiente de la Secretaría de Ambiente y 
Desarrollo Sustentable, mediante Resolución SAyDS 
N° 58/2007 establece su misión y funciones.

La 2ª Comunicación Nacional sobre Cambio Cli-
mático (8 de octubre de 2007).  

La Comunicación Nacional a las Partes de la CM-
NUCC constituye un documento clave para el inter-
cambio de información sobre las políticas impulsadas 
y el origen de emisiones de GEI de los Estados parte. 
Argentina hizo su primera presentación en 1997. La 
2ª Comunicación Nacional de la Argentina a las Par-
tes de la CMNUCC del año 2007 contiene conclusio-
nes significativas.
  
Este informe enfatiza que las consecuencias de even-
tuales cambios climáticos son especialmente críticas en 
los países en desarrollo ya que “el grado de vulnerabili-
dad a dichos fenómenos se relaciona con la capacidad 
de los grupos sociales para absorber, amortiguar o mi-
tigar los efectos de estos cambios” indica el informe. En 
ese sentido, en tanto las medidas de mitigación se tra-
ducen en efectos globales vinculados a la reducción 
de emisiones de GEI en todo el planeta, Argentina 
prioriza la implementación de iniciativas nacionales 
de adaptación a estos nuevos escenarios climáticos. 
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“Las emisiones que ya se han acumulado en al at-
mósfera tendrán un efecto sobre el clima indepen-
dientemente de que podamos limitar las emisiones 
a futuro,” explica el documento y agrega que, si bien 
Argentina es uno de los países que menos colaboran 
en la emisión global de GEI -0,9% frente al 20,6% de 
Estados Unidos- “presenta regiones y sectores con 
alta vulnerabilidad al cambio climático por la cual es 
fundamental implementar acciones para aminorar los 
impactos negativos y maximizar los positivos.” 

Algunas de las principales conclusiones arrojadas 
por este informe, son: 

• Han aumentado las precipitaciones anuales en todo 
el territorio nacional; 
• Habrá un aumento de la temperatura en todo el te-
rritorio nacional de un grado; 

• Se reiterarán los fenómenos extremos, como la cre-
cida del Salado en Santa Fe, lo que implica mayores 
inundaciones en las zonas centro y noreste, sequías 
y disminución de los caudales de los ríos que pro-
vienen de los Andes, cuya fuente son los glaciares 
andinos. Esto tiene un especial impacto en la zona 
cuyana que depende casi de manera exclusiva del 
caudal de sus ríos; 

• Hay un derretimiento importantísimo de los glacia-
res del sur, ante lo cual no podemos hacer mucho 

• Hay una importante disminución en la Cuenca del 
Plata. Esto es importante porque esta cuenca tiene 
un doble aporte en la economía, porque por un lado 
permite la generación de energía eléctrica, y por otro 
porque es una vía de navegación comercial. 
El informe indica que en el sector del agro los es-
tudios revelan que los nuevos escenarios climáticos 
podrán derivar en una mayor sensibilidad de los culti-
vos, pérdidas de actividad por inundaciones; erosión 
hídrica; menor disponibilidad de agua para riego (es-
pecialmente en Mendoza y San Juan) y peligro de 
desertización, según el ámbito de incidencia. 

El área de los recursos hídricos se verá afectada por 
el retroceso de los glaciares, mayor demanda de agua 
y daños de infraestructura, entre otros factores. 

VI- Mendoza, la respuesta institucional
 
a) La Agencia Mendocina de Cambio Climático
La Ley N° 7826 ( B.O. 7/12/2007) de Ministerios del 
Poder Ejecutivo introduce el siguiente artículo:
ARTÍCULO 31 - La Agencia Mendocina de Cambio 
Climático se relacionará funcionalmente con la Se-
cretaria de Medio Ambiente11.

El Gobierno de Mendoza ha decidido darle la confor-
mación de un organismo asesor, de carácter científi-
co, económico y social, cuya coordinación correspon-
de a la Secretaría de Medio Ambiente. A tal efecto, 
el 4 de abril de 2008, el Poder Ejecutivo convocó a 
la firma de un compromiso público  a organizaciones 
representativas de los sectores científicos, universi-
tarios, productivos y de la sociedad civil para actuar 
mancomunadamente a fin de afrontar este problema.
Para implementar esta convocatoria, el 11 de setiem-
bre de 2008 la Secretaría de Medio Ambiente dicta la 
Resolución N° 399 por la que procede a organizar el 
funcionamiento de la agencia, estableciendo objetivos 
generales y específicos, sus funciones, estructura or-
ganizativa y grupos de trabajo, análogos al del IPCC, 
con el fin de determinar en forma regional y local los 
respectivos diagnósticos y las medidas de mitigación 
y de adaptación (ver texto completo en anexo legal).

b) Glaciares: Pronunciamiento del Comité Asesor 
de fecha 20 de noviembre de 2008

Una de las actuaciones más destacadas de la Agen-
cia fue en relación al veto del Poder Ejecutivo Nacio-
nal a la ley de protección de glaciares12. Al respecto 
los miembros del Comité Asesor de la Agencia se di-
rigieron al Sr. Gobernador de la Provincial mediante 
un pronunciamiento que recomienda:

A- Considerar la celebración de un acuerdo con el 
Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Cien-
cias Ambientales (IANIGLA), a fin de realizar y /o ac-
tualizar un Inventario Provincial de Glaciares, donde 
se individualicen todos los glaciares y geoformas peri-
glaciales que actúan como reservas hídricas existentes 
en el territorio provincial con toda la información nece-
saria para su adecuada protección, control y monitoreo.

B- Solicitar a los legisladores nacionales de la Provincia 
de Mendoza insistan en la sanción de la ley Nacional 
Nº 26.418 “Ley de presupuestos mínimos para la pro-
tección de los glaciares y del ambiente periglacial”.
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C- Instruir al representante por Mendoza ante el COFEMA 
para que solicite la convocatoria de una Asamblea 
Extraordinaria para tratar la problemática suscitada 
en torno al veto, recomendando la asistencia de los 
científicos capaces de fundamentar los beneficios de 
la norma vetada y procurar un pronunciamiento favo-
rable a su insistencia legislativa.

D- En caso que la insistencia en la sanción de la ley 
nacional se vea dilatada o las medidas solicitadas en 
los puntos 2 y 3 no se concreten en resultados con-
cretos en un plazo razonable, se solicita se elabore 
una iniciativa legislativa provincial a fin de cubrir el 
vacío legal sobre la materia.

VII- Las medidas: mitigación y adaptación. 

La incertidumbre inicial, ha cedido el terreno ante la 
evidencia: el clima está cambiando. Respectos a sus 
efectos a nivel local, existe algún grado de  incertidum-
bre sobre la magnitud, localización y ocurrencia de sus 
consecuencias, pero no sobre su acaecimiento. Las 
autoridades deben adoptar las medidas necesarias 
para afrontar una crisis que hoy aparece como inelu-
dible a partir de la información científica más avanza-
da. Se requiere en este estadio del problema actuar 
preventivamente. La prevención ocupa su espacio 
cuando las relaciones de causalidad son desentra-
ñadas por los científicos, y puede dirigir la acción 
mediante planes y programas. En subsidio, deberán 
actuar precautoriamente.

Las medidas se clasifican para su comprensión en 
medidas de mitigación13 y de adaptación14.

Es claro que corresponde en Mendoza desarrollar 
las medidas de adaptación como una defensa de su 
ecosistema, de su producción y de sus habitantes y 
propiciar las medidas de mitigación principalmente 
mediante los Mecanismos de Desarrollo Limpio.

Así, entre los objetivos generales de la Agencia 
Mendocina de Cambio Climático destaca aquel que 
expresa: “Promover y coordinar la capacitación, pro-
ducción y transferencia de conocimiento científico, el 
intercambio de información y el trabajo interdiscipli-
nario que posibiliten, frente al cambio climático,  la 
adopción de medidas de mitigación y/o adaptación, 
de corto, mediano y largo plazo, destinadas a la pro-
tección y conservación de los ecosistemas humanos 
y naturales provinciales y la integridad de sus recur-
sos en el marco de un modelo de desarrollo sosteni-
ble” (art. 1).

Es imprescindible iniciar este trabajo ya que la tarea 
es enorme y sus alcances comprometen a las gene-
raciones futuras de mendocinos.
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12. Decreto del Poder Ejecutivo Nacional N° 
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ción de los glaciares y del ambiente periglacial”.
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intervención antropogénica para reducir las 
emisiones de gases de efectos invernadero, o 
para aumentar sus sumideros.
14. Debe entenderse por adaptación las me-
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para moderar los impactos adversos, creando 
o potenciando las defensas frente a ellos.
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Introducción

No es la intención de estas líneas analizar las cau-
sas y consecuencias generales del cambio climático. 
Dicho fenómeno, es claramente abordado y descripto 
por numerosos especialistas a los que remitimos en 
tales aspectos1.

Tampoco pretendemos analizar los aspectos jurídicos 
que se han desarrollado en los ordenamientos nacio-
nales e internacionales para tratar de contrarrestar o 
mitigar las perturbaciones atmosféricas que la activi-
dad humana ya ha concretado, y prevenir las que aún 
no se producen, pero es de esperar que ocurran en 
el actual status quo. El problema del control de la con-
centración antrópica de gases atmosféricos de efecto 
invernadero es un complejo problema jurídico que se ha 
enfrentado con fuerza desde el derecho internacional,  
acorde a la escala planetaria del inconveniente2.

Por el contrario, nuestra intención es analizar la res-
puesta de un régimen legal muy distinto al atmosférico, 
pero que sin duda también debe responder ante la 
contingencia planetaria que ocasiona el trastorno del 
clima.

Es claro que el cambio climático que se pronostica 
desde ciertos ámbitos científicos es categorizable 
como un desastre o una catástrofe, en cuanto sin lu-
gar a duda responde al concepto de suceso infausto 
y extraordinario que altera el orden regular de las co-
sas, superando –al menos inicialmente- la capacidad 
de respuesta de la comunidad afectada3. El CO2, de-
secho inevitable de la vida misma,  ha aumentado por 
la actividad antrópica a niveles que pondrían en ries-
go esa misma vida, sin que el hombre lo haya podido 
prevenir eficazmente.

Es así como expertos respetables nos alertan de un 
presente ya indeseable, y –de no revertirse la situa-
ción- un futuro apocalíptico, donde se considera la 
ruptura irreversible de los equilibrios ecosistémicos 
actuales, la pérdida de superficies terrestres –den-

LA ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO 
DESDE EL DERECHO DE AGUAS.

Mauricio Pinto
Jefe del Departamento de Asesoría Legal 
Departamento General de Irrigación

samente habitadas algunas de ellas- por el aumento 
del nivel marino, sequías, escasez de agua, déficit 
alimentario, inundaciones, etc.

Más concretamente, se anuncia la probabilidad de 
que en las regiones secas de latitudes medias y en 
áreas dependientes de la nieve y del deshielo –como 
las propias del centroeste, noroeste y la región pata-
gónica argentina-, debido a la alteración de las pre-
cipitaciones de lluvia y de la evapotranspiración, se 
produzca una afectación notable de la disponibilidad 
de agua, extremo que se agravaría con el crecimiento 
de la población y el cambio económico y de los usos 
de la tierra y, en particular, la urbanización. Según las 
proyecciones, las pérdidas de masa generalizadas 
de los glaciares y las reducciones de la cubierta de 
nieve de los últimos decenios se acelerarían durante 
el siglo XXI, reduciendo así la disponibilidad de agua, 
y alterando la estacionalidad de los flujos en regio-
nes abastecidas de agua de nieve de las principales 
cordilleras. Con un grado de confianza alto, la esco-
rrentía disminuiría entre un 10% y un 30% en ciertas 
regiones secas de latitudes medias y en los trópicos 
secos, debido a la disminución de las lluvias y a una 
tasa de evapotranspiración más alta. Se anuncia así, 
con un grado de confianza alto, la disminución de los 
recursos hídricos por efecto del cambio climático en 
numerosas áreas semiáridas; las áreas afectadas 
por sequías aumentarían en extensión, y ello podría 
repercutir negativamente en múltiples sectores: agri-
cultura, suministro hídrico, producción de energía o 
salud; y a nivel regional, la demanda de agua de riego 
aumentaría sustancialmente. Los impactos negativos 
del cambio climático sobre los sistemas de agua dul-
ce contrarrestan con creces sus efectos beneficiosos 
(grado de confianza alto)4.

Observaciones locales han determinado los efectos 
referidos, confirmando que los mismos ya conforman 
la realidad cotidiana que debe encauzar la gestión 
hídrica en Argentina. Distintos estudios son significa-
tivamente ilustrativos del retroceso existente en los 
glaciares patagónicos y cuyanos5.
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El presente análisis procura entrelazar esta proble-
mática con el conjunto de normas jurídicas que re-
gulan el uso y aprovechamiento de las aguas, en la 
inteligencia de que el recurso hídrico es clave en el 
desarrollo pleno de la personalidad humana mucho 
más allá de las meras necesidades de subsistencia6. 

Riesgo y vulnerabilidad climática

El derecho, como instrumento de desarrollo de políti-
cas, debe atender las distintas facetas que la gestión 
humana exige en aras del bien común. Claro que has-
ta ahora, en la medida en que los riesgos que ace-
chan a las personas han aumentado, el orden legal 
se ha mostrado ineficaz a la hora de prevenir el de-
sastre climático anunciado.
Sin embargo, debemos atender que los desastres, 
sean naturales o antrópicos, no sólo deben ser inter-
venidos preventivamente mediante una disminución del 
riesgo de ocurrencia, sino también mediante una dismi-
nución de la vulnerabilidad de la población afectada. 

Es que en caso de que se produzca un evento catas-
trófico, el efecto dañino del mismo puede ser evitado 
-o al menos disminuido- si la vulnerabilidad de la po-
blación es acotada.

La vulnerabilidad ha sido referida como la debilidad 
de comunidad frente a una amenaza de un fenóme-
no natural o provocado por el hombre, debiendo ser 
analizada en conjunto con el riesgo de catástrofe a la 
hora de establecer políticas, planes y programas7.
Este juego entre riesgo y vulnerabilidad, nos lleva a 
que si bien parte de la ciencia puede estudiar la cau-
sa del fenómeno atmosférico y –en lo que al derecho 
corresponde- su regulación para prevenir y mitigar 
la acumulación de gases de efecto invernadero, otra 
parte de la ciencia también debe estudiar los efectos 
de tal fenómeno y su regulación.

De este modo, el problema presenta dos frentes si-
multáneos de atención. La disminución del riesgo de 

probabilidad de alteraciones climáticas causadas por 
la acumulación excesiva de gases en la atmósfera, 
aspecto atendido por las normas que procuran preve-
nir y disminuir la concentración atmosférica de CO2 y 
otros gases; y la regulación de conductas frente a los 
inevitables efectos no deseados de la concentración 
de tales gases.

En esta perspectiva, puede aseverarse que el bien-
estar y desarrollo humano presentan ante el proble-
ma del cambio climático al menos dos barreras de 
protección8. Una, desde las políticas que –instrumen-
tadas normativamente- procuran contrarrestar el pro-
blema del cambio climático en sí mismo atendiendo 
el problema atmosférico. La otra, desde las políticas 
que importan la regulación de la vida humana fren-
te al escenario del inevitable cambio climático; estas 
últimas, atienden a cómo disminuir la vulnerabilidad 
–debilidad- de las poblaciones ante los efectos de la 
referida catástrofe ambiental.

En esta última vertiente es donde queremos centrar 
nuestra atención, aunque, de manera más específica, 
en relación a los institutos que el moderno derecho de 
aguas ha desarrollado o puede desarrollar para aten-
der las relaciones humanas en uno de los escenarios 
pronosticados: las sequías y escasez de agua.

Los institutos del Derecho de Aguas ante la 
escasez hídrica

En base a lo expresado, pretendemos reseñar los 
institutos propios del Derecho de Aguas en relación a 
la posibilidad que los mismos brindan para encauzar 
la gestión del aumento de la escasez del recurso que 
se anuncia de la mano del cambio climático.  Este en-
cauzamiento, claro está, no disminuye el riesgo o los 
efectos del cambio climático propiamente dicho, sino 
que procura intervenir las relaciones humanas con el 
objetivo de disminuir la vulnerabilidad social ante el 
nuevo escenario que se vaticina.
Básicamente, y entendiendo que parte de la proble-
mática local en la materia tiene que ver con la mayor 
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escasez de agua que se pronostica, analizaremos el 
problema de la asignación y eficiencia hídrica desde 
los institutos jurídicos que resultan aptos para imple-
mentar políticas sobre la oferta y la demanda de agua 
que tiendan a lograr un uso óptimo del recurso. 

El problema de la eficiencia hídrica

A pesar de la relativa abundancia de agua en la Na-
turaleza9  por lo general no se encuentra disponible 
en el lugar y el momento en que se necesita, lo que 
le confiere un carácter de recurso escaso. Esta situa-
ción, que resalta en zonas con una marcada aridez 
que provoca una situación de estrés hídrico, se agra-
vará en el contexto climático que antes hemos refe-
rido para estas latitudes, y se ve potenciada aún más 
por una utilización inadecuada del recurso poniendo en 
riesgo la satisfacción de demandas actuales y futuras. 
Por ello, se ha afirmado que “la escasez física actual 
del agua no es la cuestión principal en la mayoría de 
las regiones. Parece, más bien, que prevalecen las 
condiciones de escasez económica: hay bastante 
agua para satisfacer las necesidades de la sociedad, 
pero hay pocos incentivos para lograr un uso inteli-
gente y ahorrador de los recursos, o para efectuar 
una asignación eficiente entre demandas alternati-
vas”10. La creciente dificultad para garantizar la satis-
facción de las demandas hídricas implica una mayor 
competencia entre los sectores usuarios del agua, y 
entre quienes componen cada uno de esos sectores, 
tomando importancia en este sentido una correcta 
valoración del agua.

A fin de subsanar estos conflictos, pueden impulsar-
se políticas de gestión hídrica que actúen sobre la 
oferta del recurso (basadas fundamentalmente en 
inversiones en infraestructura que permitan la capta-
ción, almacenamiento y distribución de las aguas en 
procura de un mayor suministro), o sobre la demanda 
del mismo (que buscan disminuir el consumo de agua 
por unidad productiva).

Se estima que las inversiones tendientes al incre-
mento del suministro de agua para los diversos usos 
serán requeridas en montos cada vez mayores11. Sin 
embargo, dicha política de gestión sobre la oferta, si 
bien aún es necesaria, ya no es condición suficiente 
para la solución de los problemas de suministro, mane-
jo y protección del agua. Por ello, gradualmente está 
ocurriendo un cambio hacia un nuevo enfoque que no 
ve sólo el suministro, sino también las demandas12.

Es que el continuo incremento de las demandas lle-
va a la necesidad de recurrir a fuentes de agua cada 
vez más costosas, junto a problemas asociados a la 
contaminación y deterioro ambiental, dándose en con-
secuencia un cambio de orientación en las políticas 
hídricas necesarias.
Este avance en la gestión hídrica tuvo un fuerte desa-
rrollo a partir del concepto de conservación del agua 
(“water conservation”) que evolucionó en Estados Uni-
dos para referirse a aquellas actividades que tienden 
a reducir la demanda de agua y mejorar la eficiencia 
del uso del recurso. Posteriormente este concepto se 
ha ido ampliando para incorporar técnicas de ahorro 
de agua o de mejora de la gestión mediante inversión 
en la red de distribución, tarifación sobre volúmenes 
realmente consumidos, reutilización de aguas, infor-
mación pública, etc13. 
De este modo, el problema de la eficiencia hídrica 
puede resumirse en encontrar la manera de tener 
mayor disponibilidad neta (políticas sobre la oferta) 
y menor requerimiento neto de agua, lográndose el 
mayor rendimiento por unidad de recurso (políticas 
sobre la demanda).

Políticas sobre la oferta

Dentro de las políticas de gestión hídrica que buscan 
subsanar los conflictos que surgen de la escasez hí-
drica, las políticas sobre la oferta se presentan como 
inversiones estructurales en proyectos hidráulicos 
que, combinados con los adecuados conocimientos 
técnicos, permiten la captación, almacenamiento y 
distribución de las aguas y el funcionamiento eficaz 
de los sistemas14. 

Hasta hace pocas décadas, los responsables políti-
cos centraron su atención en el aspecto de la oferta, 
dejando de lado los problemas ajenos a la infraes-
tructura de la gestión hídrica. El planteo típico de es-
tas políticas consiste en estimar las necesidades de 
agua y construir las obras necesarias para garantizar 
suficiente recurso, asegurando la oferta hídrica. A me-
dida que la demanda era ampliada por una sociedad 
creciente, nuevas obras de infraestructura ampliaban 
la oferta. 

Hoy en día, se vislumbra un límite natural en la explo-
tación de los recursos15, debiéndose recurrir a fuen-
tes de agua cada vez más lejanas, con el consiguien-
te aumento en la complejidad y costo de la obra: el 
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coste de la oferta adicional de agua se ha hecho cada 
vez mayor y la rentabilidad de las nuevas inversiones 
ha disminuido16. A medida que la oferta hídrica per 
cápita disminuye y las nuevas fuentes son remotas o 
inexistentes, se ha debido recurrir a fuentes alterna-
tivas de menor coste, como es el caso del ahorro de 
agua mediante mejoras en la infraestructura de con-
ducción, reuso de aguas residuales de origen cloacal 
o industrial, la desalación de aguas salobres o la cap-
tación de lluvias.

El Derecho de Aguas mendocino ha avanzado en 
algunas de estas instituciones a partir de las regla-
mentaciones dictadas por el Departamento General 
de Irrigación: por Resolución 627/00 y 400/03 HTA 
existe un régimen de reuso de efluentes17; la Resolu-
ciones 175/00 y 994/06 HTA, completando el clásico 
régimen económico-financiero de obras, estipulan un 
sistema en el que se conforma un fondo para obras 
de eficientización a partir de los aportes de los futuros 
beneficiarios del caudal ahorrado18.

En materia de aprovechamiento de aguas de lluvia el 
desarrollo jurídico es deficiente19, ya que  su gestión 
es tratada jurídicamente desde la parcial visión de los 
efectos nocivos que generan las avenidas aluviona-
les (Leyes 2797, 3308, 4971 y 1079), siendo conve-
niente repotenciar esta perspectiva hacia un objetivo 
de aprovechamiento integrado, que permita un uso 
múltiple, armónico y coordinado del recurso a través 
de un sistema de micropresas u otras construcciones 
específicas que no sólo lamine las crecidas pluviales 
a fin de evitar daños en la infraestructura, sino que 
además dé lugar a un uso provechoso del recurso 
allí captado. Algo similar ocurre con respecto a la de-
salación de aguas salobres, las que hasta la fecha 
son ajenas a nuestra realidad jurídica;20 teniendo en 
cuenta el carácter limitado y escaso del recurso, el 
pronosticado retraimiento de la oferta y el constante 
aumento en la demanda, puede resultar provechoso 
la práctica de estudios técnicos, económicos y jurídi-
cos del aprovechamiento de las aguas freáticas -o de 
otros orígenes- de alto contenido salino21.
Políticas sobre la demanda

Dentro de las políticas de gestión hídrica que buscan 
subsanar los conflictos que surgen de la escasez hídrica, 
las políticas sobre la demanda enfocan sus acciones so-
bre el consumo de agua que realizan los distintos usua-
rios, procurando reducir el mismo a la real necesidad de 
uso. Por ello, estas políticas procuran eficientizar el uso 

a fin de reducir la demanda que cada unidad de produc-
ción requiere. Dicho de otra forma, se persigue el mayor 
beneficio social, ambiental y económico por unidad de 
agua consumida o utilizada.

Así, es necesario redefinir el principio de inherencia 
del agua a la tierra vigente en varias provincias ar-
gentinas en relación a la ineficiencia hídrica que ac-
tualmente se produce en torno al mismo, planteán-
dose posibles adecuaciones jurídicas-institucionales 
para la solución de dichas falencias, ya sea alterando 
dicho principio, o complementándolo con otros meca-
nismos que prevé la norma vigente, como es el caso 
del consumo volumétrico (presente en el art. 122 de 
la Ley de Aguas) y su consecuencia económica finan-
ciera en el tributo hídrico22. Finalmente, deben consi-
derarse otros mecanismos económicos que tienden a 
maximizar los beneficios por unidad de agua utilizada, 
aumentando así la eficiencia del consumo, en particu-
lar los mercados y bancos de agua23.

Más allá de las diversas adecuaciones jurídicas y po-
líticas sobre la gestión  que se han descripto hasta el 
momento para promover la eficiencia, resulta oportu-
no recordar la ingerencia estatal en la vida económi-
ca mediante distintos grados de intervención directiva 
que persiguen incentivar ciertos modos de la partici-
pación privada en la actividad productiva24. Dentro de 
las modalidades de intervención económica estatal, el 
fomento consiste en una acción dirigida a promover 
las actuaciones particulares que se estimen de utili-
dad general, con la finalidad de convencer para que 
se haga u omita algo, ya sea por medios honoríficos, 
psicológicos, jurídicos o económicos25. 

Como ejemplo de estas medidas podemos referir que 
se han implementado en Mendoza diversas medidas 
de fomento honoríficas y económico–financieras que 
persiguen un mejor uso del agua. Así, por ejemplo, la 
Ley 6553 dispone una exención al impuesto inmobilia-
rio de hasta 5 años para aquellas propiedades rurales 
que introduzcan tecnología eficiente de uso del agua; 
la Resolución 627/99 HTA del Departamento General 
de Irrigación introduce una disminución del 25% del 
canon hídrico a quienes introduzcan dichas mejoras 
en tecnología, práctica que se ha renovado anualmen-
te desde entonces; la Resolución 794/99 de la Super-
intendencia instituye una distinción de carácter institu-
cional a usuarios que incorporen nuevas tecnologías 
de riego.



Pág. 34

Reflexión final

El Derecho de Aguas presenta en la actualidad diver-
sas instituciones útiles a los fines de enfrentar los cre-
cientes problemas de escasez de agua que implica el 
cambio climático pronosticado, no siendo el desarrollo 
legal mendocino ajeno a las mismas.
Las políticas que procuran ampliar la oferta de agua 
pueden acudir a las instituciones jurídicas en busca 
de sistemas económicos-financieros que internalicen 
en sus beneficiarios el costo del ahorro de agua para 
el nuevo uso, o generen nuevas fuentes a partir de 
aguas hasta ahora no aprovechadas en la generalidad 
de los casos –efluentes, salobres o atmosféricas-. Las 
políticas que procuran disminuir el consumo de agua 
también pueden acudir al derecho procurando instru-
mentos que –basados en la libertad del mercado o en 
la intervención estatal- permitan un uso más eficiente 
del agua.
Sin perjuicio del actual derecho positivo, debemos 
resaltar la aptitud del Derecho de Aguas para perci-
bir las exigencias sociales que imponga la catástrofe 
climática, no ya para prevenir el riesgo de su ocurren-
cia, sino más bien para adecuar los sistemas sociales 
a efectos de resultar menos vulnerables a las conse-
cuencias de tal evento.
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Según las estadísticas mundiales sobre la disposi-
ción del agua en el mundo, solo el 3 % de la misma 
es agua dulce; de ese porcentaje el 79 % forma par-
te de los casquetes de hielo y glaciares, el 20 % es 
agua subterránea y solo el 1 % corresponde a agua 
dulce de fácil acceso (ríos y lagos) Esta relación y el 
calentamiento global que sufre la tierra, aplicado a 
Mendoza, es a lo que se refiere este trabajo.

Según recientes estudios sobre el clima, en el futuro 
inmediato en nuestra provincia se incrementarán las 
precipitaciones en la llanura y disminuirán las precipi-
taciones en la cordillera.

Además se ha advertido del retroceso que han tenido 
en los últimos años los glaciares cordilleranos debido 
al calentamiento global.

Vale decir que los glaciares de nuestra cordillera, que 
son el pulmón principal del cual se abastecen nues-
tros ríos, recibirán menos precipitaciones y continua-
rán en retroceso. Esta circunstancia desembocará 
inexorablemente en el futuro, en una disminución 
de los caudales de los ríos, situación que ya vienen 
anunciando algunos investigadores.

En Mendoza se han desarrollado cuatro oasis cultiva-
dos principales: Norte, Centro, Malargüe y Sur, dando 
por resultado una superficie cultivada de aproxima-
damente 360.000 ha, vale decir solo el 3,4 % del te-
rritorio provincial. Se debe tener en cuenta además, 
ya que pone en evidencia la importancia del esfuerzo 
provincial, que esta superficie bajo riego artificial re-
presenta el 25 % del total nacional.

Al tener Mendoza un clima árido sus precipitaciones 
son escasas y no alcanzan para sustentar los cultivos 
de sus oasis y es necesario arrimarles agua para su-
plementar sus necesidades hídricas.

Esa agua proviene de distribuir a través de canales y 
acequias la que escurre por sus ríos y arroyos y de la 
extracción que se realiza del agua subterránea. Está 

comprobado que cuando no alcanza el agua superfi-
cial, los productores extraen más agua subterránea. 
El uso complementario de aguas superficiales y sub-
terráneas es un hecho probado en Mendoza. 

Se puede clasificar la superficie cultivada de Mendo-
za en tres grandes categorías: aquella que riega sólo 
con agua superficial, aquella que riega con agua su-
perficial y agua subterránea en forma complementa-
ria y aquella que sólo riega con agua subterránea.

La tendencia general indica que son cada vez más las 
superficies cultivadas que se desarrollan utilizando 
sólo agua subterránea. Las razones de esta tenden-
cia se deben a varias causas, entre ellas a: que ya no 
existen, o son muy pequeños, los caudales superfi-
ciales para repartir; que algunas de las nuevas áreas 
cultivadas están fuera de las zonas que dominan los 
canales existentes; que es más seguro extraer agua 
subterránea; etc. Prueba de esto es el incremento 
sostenido que ha tenido esta categoría de superficie 
cultivada en la Provincia.

El volumen de agua almacenado en los principales 
reservorios subterráneos de Mendoza es del orden 
de los 700.000 hm3. De aquí se extrae el agua que 
se usa para regar los cultivos, para abastecimiento 
poblacional y para el uso en industrias.

Cuando un productor necesita más agua para regar 
su propiedad, debido a que la que se le entrega su-
perficialmente no le alcanza o no la tiene, solicita un 
permiso de perforación al Departamento General de 
Irrigación, si este organismo lo autoriza, construye un 
pozo y pasa a explotar agua subterránea. El volumen 
de agua que puede extraer no está limitado adminis-
trativamente. Vale decir que los reservorios subterrá-
neos podrían dar toda el agua que se les soliciten. Sin 
embargo en la práctica esto no es así, ya que la canti-
dad de agua a extraer depende de las características 
del reservorio subterráneo, del equipo de bombeo y 
de la capacidad económica del productor.
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En el oasis Norte de Mendoza, que es el que tiene 
la mayor superficie cultivada de la provincia, se riega 
con agua proveniente de los ríos Mendoza, Tunuyán 
Inferior y se extrae agua subterránea. Respecto al 
agua subterránea se han definido tres sectores acuí-
feros principales de explotación: de 60 a 120, de 150 
a 200, y de 240 a 350 m (CRAS, 1985). Lógicamen-
te el sector acuífero que se encuentra a menor pro-
fundidad fue el que inicialmente se explotó en mayor 
medida, allá por la década del 70´. Esto fue debido 
a que el agua que tenía ese sector acuífero era de 
buena calidad y el costo de las perforaciones era el 
menor posible. A medida que pasó el tiempo el pri-
mer sector acuífero fue desmejorando la calidad del 
agua por aumento de salinidad. Los productores que 
tuvieron posibilidades económicas realizaron pozos 
más profundos, llegando al segundo sector acuífero. 
La explotación de este segundo sector acuífero trajo 
alivio a los productores, recuperaron la posibilidad de 
continuar extrayendo agua subterránea de buena ca-
lidad. Lógicamente que al ser el pozo más profundo su 
costo de perforación fue mayor, lo mismo ocurrió con el 
equipo de extracción (motor y bomba) y los costos de 
energía para sacar el agua también fueron mayores.

Con el paso de los años y la explosiva explotación 
del agua subterránea, los sectores acuíferos primero 
y segundo fueron aumentando su salinidad, llegan-
do en algunos pozos a extraer agua de muy elevada 
salinidad que tornaron inapropiada su explotación. 
Nuevamente los productores que tuvieron buena ca-
pacidad económica perforaron pozos hasta alcanzar 
el tercer sector acuífero, el que tiene menor salinidad, 
pero que es el más costoso de explotar por las razones 
apuntadas anteriormente. Vale decir que ha existido y 
existe un reemplazo continuo de viejas perforaciones 
por otras más nuevas que explotan acuíferos más 
profundos. A esta posibilidad sólo acceden los produc-
tores que tienen capacidad económica suficiente para 
sustentar estas explotaciones a mayor profundidad.

El aumento de salinidad de los acuíferos alojados en 
los sectores acuíferos primero y segundo se ha de-

bido a varias causas, pero entre todas ellas la que 
ha tenido mayor influencia ha sido la contaminación 
derivada por pozos con las cañerías de aislamiento 
rotas por corrosión o pozos que no se han construi-
do con las reglas del arte y no se han realizado las 
cementaciones de aislamiento necesarias entre los 
distintos sectores acuíferos. Vale decir que se produ-
ce una continua comunicación entre sectores acuí-
feros de distinta salinidad – los más salinos son los 
más superficiales – ya que los potenciales hidráulicos 
de los sectores acuíferos son naturalmente distintos 
– mayor potencial hidráulico para los más profundos 
(CRAS, 1987).

En este último aspecto es necesario ahondar el aná-
lisis, ya que en caso de persistir los problemas de 
contaminación de las aguas subterráneas que se han 
advertido desde hace varios años al presente, el vo-
lumen de agua subterránea disponible para explotar 
va a continuar disminuyendo paulatinamente, en can-
tidad y calidad.

Y he aquí el centro de este análisis, cuidar el agua que 
tenemos, cuidar su calidad, no permitir la contaminación.

Según las estadísticas del Departamento General de 
Irrigación existen a la fecha aproximadamente 23.000 
pozos construidos para extraer agua subterránea en 
la provincia. De ese total sólo se encuentran en ex-
plotación el 50 % de los mismos, los restantes están 
abandonados, constituyendo en la mayoría de los casos 
fuentes de contaminación de acuíferos de buena calidad.

La pregunta que surge inmediatamente es la siguien-
te: ¿por qué se mantiene ese 50 % de pozos, si no 
se usan y sólo acarrean problemas graves de conta-
minación? Existen varias respuestas. La primera que 
surge es que segar un pozo implica un desembolso 
importante de dinero, que el/los productores no están 
dispuestos ni obligados a afrontar. Otra puede ser que 
la sociedad no ha advertido la necesidad de segarlos. 
Otra puede ser que los pozos rotos no se ven.
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La contaminación del agua subterránea por pozos en 
desuso es una situación grave en Mendoza, y la con-
secuencia es que cada vez tendremos menos agua 
de buena calidad para explotar y esta se encontrará 
cada vez en acuíferos alojados a mayores profundi-
dades en el subsuelo. Si a esta realidad se le suma 
que nuestros ríos traerán cada vez menos agua, la 
consecuencia será que por falta de agua, o por regar 
con agua de mayor salinidad, las producciones de los 
cultivos disminuirán y por ende también los beneficios 
económicos esperados. Los más afectados por esta 
situación serán los pequeños productores, aquellos 
que tienen menor capacidad económica para resolver 
el problema. 

La necesidad de segar los pozos en desuso ha sido 
advertida a través de publicaciones especializadas 
desde hace muchos años y es poco lo que se ha 
avanzado en este aspecto. Pero si a esta situación 
se le suma la disminución paulatina de los caudales 
de los ríos mendocinos, debido al calentamiento glo-
bal, lo que traerá aparejado una mayor explotación de 
agua subterránea, el panorama se complica ya que 
cada temporada habrá menos agua superficial para 
distribuir y lógicamente se tratará de explotar más 
agua subterránea.

El calentamiento global lo estamos viviendo y desde 
nuestra posición en Mendoza es poco lo que podemos 
aportar;  solamente podemos diseñar y ejecutar me-
didas de acompañamiento para mitigar sus efectos. 
En el marco de esas medidas de acompañamiento 
es mucho lo que podemos hacer respecto al cuidado 
de nuestros escasos recursos hídricos. En el caso del 
agua subterránea, el segar los pozos contaminadores 
es una muy buena ayuda en ese sentido.
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     Entre nosotros la ocupación de suelos de alto 
valor para el desarrollo de la actividad agrícola, espe-
cialmente la vitivinícola, se ve fuertemente impactada 
por emprendimientos inmobiliarios que por razones 
comerciales de la coyuntura económica son más 
convenientes para sus titulares, pero que desde la 
perspectiva del uso sustentable del recurso natural, 
en tanto bien público, entraña una invaluable pérdida 
para la sociedad, particularmente para las generacio-
nes futuras.

Muchas ciudades alrededor del mundo han intentado 
controlar el uso del suelo y el crecimiento demográ-
fico en determinadas zonas con diversas finalidades, 
entre ellas la de preservar áreas de gran riqueza o 
sensibilidad ambiental u otros recursos clave, con-
servar el uso agrícola en determinados territorios, 
proteger hitos histórico-culturales y últimamente la 
protección de zonas costeras. Como consecuencia 
del cambio climático global, la suba de los niveles 
del mar e intensificación de los fenómenos climáticos 
tornan estas áreas costeras en zonas de creciente 
peligro y de alta vulnerabilidad a futuras catástrofes, 
algunas de las cuales ya comenzamos a lamentar. 
Por estas razones se ha vuelto prioritario desalentar 
en ellas el desarrollo urbano u orientarlo, como una 
respuesta  de adaptación que permita reducir las pér-
didas humanas. 

Sin embargo, dichas restricciones a la propiedad pri-
vada implican contar con fondos para compensacio-
nes. Alternativamente, Transfer of Developing Right 
(TDR) o Transferencia de Derechos de Desarrollo, 
una innovadora herramienta de gobierno utilizada por 
primera vez en Estados Unidos en la ciudad de Man-
hattan para evitar el costo indemnizatorio de prohibir 
la demolición de la estación de trenes Penn Central al 
declararlo como edificio histórico, permite a las comu-
nidades la preservación permanente a bajo costo de 
áreas geográficas o hitos históricos evadiendo erogar 
los montos indemnizatorios sin dejar de compensar 
a los particulares por dichas limitaciones al uso de la 
propiedad privada a través del uso de las fuerzas del 
mercado. 

Este trabajo analiza el concepto, tipos, principales 
aspectos legales de los TDR y la evolución de la juris-
prudencia norteamericana respecto de su utilización 
siguiendo los casos más paradigmáticos del common 
law estadounidense, a la vez que propone el uso de 
la misma para la solución de los problemas locales de 
uso del suelo.
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A. Transferencia de Derechos de Desarrollo
   

Uso de TDR para proteger hitos históricos.
A.1. Antecedente 

En 1978 la Terminal Central de trenes en Nueva York 
fue declarada hito histórico de la ciudad bajo la ley de 
preservación de hitos que estableció que, cualquier 
propuesta de alterar la forma arquitectónica de los 
hitos de la ciudad, incluyendo mejoras, debería ser 
aprobado por la Comisión de Preservación de hitos 
históricos de la ciudad. La ordenanza también proveyó 
que se podrían transferir TDR (derechos de desarro-
llo) a lotes en la misma manzana o en las circundan-
tes a fin de obtener compensación por la limitación 
impuesta. La Comisión denegó dos veces el permiso 
a la compañía dueña de la estación (Penn Central 
Co.) para construir un edificio de 50 oficinas arriba 
de la terminal, sobre la base de que era incompatible 
con el diseño de la terminal. La compañía demandó 
a fin de ser compensada por la limitación a uso de 
su propiedad, proveniente de la designación de hito 
histórico con la consecuente prohibición de construir, 
que no existía al momento de su adquisición.

La Suprema Corte de los Estados Unidos terminó re-
chazando el reclamo, regulando: 1.- La regulación no 
se torna inválida por no proveer “justa compensación” 
simplemente por que restringe a un propietario de ex-
plotar sus intereses de propiedad individuales, tales 
como derechos del aire o al espacio aéreo,  2.- por 
que las restricciones a los derechos de uso del aire 
no privan a Penn Central de una “devolución razona-
ble” en sus inversiones tales restricciones no fueron 
específicamente compensables; 3.- Penn Central falló 
en no aplicar para la construcción de una estructura 
menor dentro de los derechos al espacio aéreo, cues-
tión que excluye la determinación de que han sido 
prohibidos de todo uso del espacio aéreo, y 4.-  la 
habilidad de Penn Central de usar su espacio aéreo 
no había sido prohibida en la medida que la Ciudad 

permitió la transferencia de derechos de desarrollo a 
otras parcelas1. 

Esta decisión fue importante no sólo para entender el 
rol de los TDR para mitigar cualquier daño transfirien-
do derechos de desarrollo a otras tierras similares sin 
ofender la proscripción constitucional referida a pro-
piedad privada y justa compensación2 , sino también 
para definir que su aplicación para evitar una expro-
piación inconstitucional no es ilimitada. Con respecto 
a esto la Corte indicó que “mientras estos derechos 
pueden bien no haber constituido una ‘justa compen-
sación’3 si un ‘taking’ (término utilizado para indicar 
una expropiación inconstitucional) ha ocurrido, sin 
embargo los derechos indudablemente mitigan los 
daños financieros que la legislación haya producido a 
los apelantes y, por esta razón, van a ser tomados en 
cuenta al considerar el impacto de la regulación.

Desde este fallo, la transferencia de derechos de de-
sarrollo ha sido ampliamente usada en Estados Uni-
dos, no sólo en propiedad horizontal y para proteger 
hitos históricos, sino para diversos fines tales como 
la preservación de tierras agrícolas, la conservación 
de reservas naturales, y últimamente para proteger 
zonas costeras disminuyendo o impidiendo el desa-
rrollo urbano como una respuesta de adaptación al 
cambio climático.

A. 2. Concepto y mecanismo

La transferencia de derechos de desarrollo o TDR 
(Transfer of Developing Rights) por su sigla en inglés, 
contribuye a disminuir para el estado el costo indem-
nizatorio de regular el uso de la propiedad privada. 
Este objetivo se alcanza usando los mecanismos del 
libre mercado para proteger las zonas costeras y re-
direccionar el desarrollo lejos de los sitios que nece-
sitan protección.

El objetivo es fomentar el desarrollo lejos de las tierras 
con alta sensibilidad ambiental, conocidas como 
“áreas de envío” que el interés publico desea pre-
servar en una baja densidad urbana o como espacio 
abierto, hacia áreas más adecuadas, llamadas “áreas 
de recepción”, donde una densidad más alta de la 
normal puede ser tolerada y deseada4. Generalmente 
las zonas de envío son zonas industriales o comer-
ciales donde la cantidad de servicios, infraestructura, 
población, entre otros factores, genera dicha toleran-
cia al desarrollo o bien la búsqueda del mismo por 
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parte de dichos establecimientos respecto de los que 
un aumento en el desarrollo permitido repercutirá di-
rectamente en sus ganancias.

Cuando los propietarios de tierras en las áreas de envío 
son limitados en sus derechos de uso de la tierra, 
pueden vender derechos de desarrollo (TDR) como 
un reembolso por la reducción resultante en el valor 
de la propiedad y en la medida determinada por la 
normativa de TDR. Los dueños de tierras en la zona 
de recepción compran estos derechos para alcanzar 
más altos y lucrativos niveles de desarrollo. Cuando 
los TDR funcionan, los propietarios de tierras pueden 
liquidar el potencial de desarrollo de sus tierras, a me-
nudo mientras continúan manteniendo la propiedad y 
otros ingresos bajo la línea de desarrollo permitida. 
Por su parte, los desarrollistas alcanzan mayores lu-
cros a pesar del costo extra por la compra de TDR5. 

La experiencia en Estados Unidos con la aplicación 
de TDR muestra que mientras  algunos de sus pro-
gramas han alcanzado grandes éxitos otros son in-
capaces de generar transferencias. Como un ejem-
plo de programas de TDR exitosos, el Condado de 
Montgomery y el de Maryland han preservado más 
de 40,000 acres de granjas a la fecha y en Nueva Jer-
sey el programa de TDR ha salvado más de 31,000 
acres. Este hecho está indicando cuán importante es 
desarrollar un plan de implementación designado con 
programas de información pública, marketing, finan-
ciamiento y soporte administrativo para cada región.

Áreas de envío

Las áreas de envío son identificadas como zonas priorita-
rias de preservación o de disminución significativa del po-
tencial de desarrollo. TDR permite a los propietarios de es-
tas tierras vender el “derecho a construir” a los propietarios 
de las áreas de recepción como una compensación por la 
reducción en las opciones de uso del suelo impuestas.

El gobierno tiene el poder de policía de regular el uso y 
nivel de desarrollo del suelo como de regular la implemen-
tación de estos TDR.

Estas regulaciones especifican el número de TDR que 
un propietario de la zona de envío puede vender. Gene-
ralmente, vendiendo los TDR, los dueños de las áreas de 
envío son completamente compensados por el potencial 
de desarrollo de su propiedad sin tener que soportar los 
gastos e incertidumbre de tratar de desarrollarla. Ade-
más, un Banco de Créditos TDR puede ser establecido 
como una entidad o tercera parte que puede vender y 
administrar la venta de derechos de desarrollo. 

Áreas de recepción

Las áreas de recepción son zonas que tienen poten-
cial para soportar mas desarrollo del que es permitido 
por la regulación existente. Por ejemplo, centros urba-
nos, nódulos de transporte, distritos industriales o co-
merciales, áreas provistas de servicios (suministro de 
agua potable, cloacas, rutas, transporte público, etc.).

Uso de TDR para proteger  zonas ambientales sensibles.
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Las áreas de recepción tienen dos opciones. Pueden 
construir a una densidad más baja sin comprar TDR, 
o estos desarrollistas pueden voluntariamente elegir 
comprar TDR y construir a un nivel más alto afrontan-
do el costo extra de los TDR. 

Con la primera opción ellos no tienen que adquirir TDR 
pero están limitados a un menor y menos lucrativo ni-
vel de desarrollo. Alternativamente, bajo la opción de 
TDR, los desarrollistas deben comprar TDR en orden 
a alcanzar un mayor y más lucrativo nivel de desarro-
llo. Esa inversión también permite a los dueños de las 
áreas de recepción contribuir a la preservación de las 
áreas de envío.

La regulación de los TDR requiere que las áreas de re-
cepción cuenten con suficientes designaciones de zona 
para asegurar la acomodación de los derechos de de-
sarrollo entrantes y la constante demanda de TDR. 

Por ejemplo, el programa modelo en el Condado de 
Montgomery, Maryland (uno de los más exitosos de 
Estados Unidos) ha tenido problemas debido a una 
escasez de demanda en las áreas de recepción, por 
lo que los dueños en las áreas de envío que aún tie-
nen derechos de desarrollo pueden venderlos por un 
costo considerablemente menor que cuando el pro-
grama empezó.

A. 3. Clases de Programas de TDR

Muchos de los programas son diseñados para prote-
ger recursos naturales, tierras de cultivo e hitos histó-
ricos, pero TDR ha sido también usado para promo-
ver el acceso a una vivienda digna, revitalización de 
zonas urbanas y proveer flexibilidad en la concentra-
ción del desarrollo a la vez que se mantiene un límite 
de crecimiento global que puede ser acomodado al 
sistema de infraestructura. Por ejemplo, el Condado 
de Saratoga adoptó la “Open Space Incentive Zoning 
provision”, programa de TDR que implementó varios 
espacios abiertos de preservación natural como cas-
cadas, humedales, recursos ecológicos, áreas am-
bientalmente sensibles, granjas activas, rutas pano-
rámicas, hitos históricos, sitios de recreación y otros 
espacios abiertos.

El programa TDR más común permite a los dueños 
de las tierras vender el derecho de desarrollo a un 
desarrollista quien usa esos derechos de desarrollo 

para incrementar la cantidad de casas en otra locali-
dad (Ej.: aumentando de 1/4 de hectárea por unidad 
a 1/6 de hectárea por unidad). Un segundo método 
permite a los gobiernos locales establecer una enti-
dad bancaria para transferir derechos de desarrollo 
según el cual los dueños pueden tener una rápida y 
fácil venta de TDRs a un precio justo sin tener que in-
gresar al mercado. En este método los desarrollistas 
que deseen desarrollar a un nivel más alto de densi-
dad que el actualmente permitido, pueden comprar 
derechos de desarrollo al gobierno local. La entidad 
bancaria asegura liquidez y tiende un puente entre el 
espacio de tiempo entre el momento en que un due-
ño desea vender derechos y el momento en que los 
desarrollistas necesitan comprarlos. Este método ha 
sido usado en el Condado de Chicago (Minnesota) 
donde opera un banco (Development Credit Exchan-
ge) para recibir y retirar créditos TDR del mercado.

A. 4. Beneficios y desventajas de los TDR 

Los programas de TDR proveen soluciones en orden 
a alcanzar múltiples objetivos. Los gobiernos mitigan 
el impacto de las regulaciones que restringen el uso 
del suelo. Los desarrollistas alcanzan verdaderos lu-
cros invirtiendo en TDR para aumentar las posibilida-
des de crecimiento económico. Los dueños de tierras 
en las áreas de envío pueden recuperar el potencial 
de desarrollo perdido de sus tierras y continuar usán-
dolas para actividades que se encuentran por debajo 
de la línea permitida por la regulación. Incluso TDR 
son más fáciles de implementar y más permanentes 
que otros métodos como la zonificación ya que las 
regulaciones de zonas pueden cambiar con el tiem-
po o con nuevas administraciones. Sin embargo, los 
programas TDR sólo funcionan en conjunción con 
fuertes ordenanzas o regulaciones de zonas y pla-
nificación.

Como desventaja puede ser mencionado el incre-
mento en la actividad administrativa que será reque-
rido por el gobierno para controlar el mercado de 
TDR. En muchos casos el gobierno puede regular el 
mercado a través de un banco u otras herramientas 
administrativas. 

Otro inconveniente es que puede ser difícil encontrar 
áreas con la voluntad de aceptar una mayor densidad 
de desarrollo (áreas de recepción), desde que la gen-
te percibe que una mayor densidad disminuye el valor 
de sus propiedades y el nivel de vida. 
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Finalmente, el problema principal desde la óptica jurí-
dica es determinar en qué casos los TDR compensan 
adecuadamente las restricciones a la propiedad y 
cuándo no, constituyendo una expropiación sin justa 
compensación y por lo tanto inconstitucional. 

A continuación desarrollamos un resumen de cómo 
ha sido resuelto el problema en cortes estatales y en 
la Suprema Corte de Estados Unidos.

B. Expropiación inconstitucional y TDR
B. 1. Introducción

Entre los objetivos económicos de los programas de 
TDR uno de los principales es evitar reclamos contra 
el gobierno por haber dictado regulaciones invasivas 
que probablemente constituyan una violación al dere-
cho de propiedad por no brindar una justa compensa-
ción a los propietarios. La mejor manera de entender 
cuándo los TDR constituyen o no una justa compen-
sación es mirar específicamente qué han decidido 
los jueces al respecto. Los casos principales están 
fundamentalmente focalizados en determinar cuándo 
una regulación ha extralimitado el uso de la propiedad 
hasta un punto en que el los derechos del propietario 
ha sido expropiado para propósitos públicos sin justa 
compensación bajo el sistema constitucional vigente 
(en los casos norteamericanos la cláusula constitu-
cional en juego es la V Enmienda de la constitución 
estadounidense).

A este respecto, la decisión de la Suprema Corte 
en Penn Central Co. v. City of New York, no solo le-
gitimó el uso de TDR en la mitigación de cualquier 
molestia impuesta mediante regulaciones sino que 
también provee una inteligente aplicación como una 
herramienta de gobierno para limitar el desarrollo sin 
ofender la proscripción constitucional lo que reduce 
la cantidad de demandas alegando expropiaciones 
inconstitucionales.

Sin embargo, la doctrina y jurisprudencia respecto 
del uso de TDR en el contexto de las expropiaciones 
inconstitucionales ha evolucionado, principalmente 
desde la decisión  de la Suprema Corte de Estados 
Unidos en Suitum v. Tahoe Regional Planning Agency,  
donde la aplicabilidad de los TDR en el campo de las 
regulaciones que privan severamente los usos permi-
tidos de la propiedad, ha sido limitado. 
En los puntos siguientes se analizará el tema a la luz 

de las principales decisiones de la Suprema Corte de 
Estados Unidos.

B. 2. La expropiación inconstitucional por medio de 
regulaciones en el contexto de los TDR

Casi la totalidad de las constituciones de América 
contienen, de una u otra forma, dispuesta la protec-
ción al derecho de propiedad frente a las expropiacio-
nes estatales. En Estados Unidos la Quinta Enmien-
da proscribe tomar la propiedad privada para usos 
públicos sin justa compensación y con un debido pro-
ceso legal. Esta prohibición no se aplica solamente a 
expropiaciones “físicas” sino también a regulaciones 
que son tan restrictivas que constituyen una verdade-
ra expropiación de propiedad para su dueño6.

El desafío es determinar cuándo una regulación cons-
tituye una expropiación inconstitucional, mayormente 
cuando las cortes no han definido un claro mecanis-
mo para establecer los límites hasta donde una regu-
lación gubernamental se convierte en expropiatoria 
de la propiedad privada.

Aunque muchos de estos temas permanecen sin re-
solver, muchos otros principios pueden ser extraídos 
del análisis de casos de la Suprema Corte donde una 
compensación por haberse sufrido una expropiación 
inconstitucional ha sido alegada. La siguiente sección 
provee un resumen de casos que envuelven expropia-
ciones inconstitucionales en el contexto de los TDR.

B.3. Principales casos de la Suprema Corte de 
Estados Unidos respecto TDR y expropiaciones 
inconstitucionales.

B. 3. a. Penn Central Transp. Co. v. New York (1978) 

Nos remitimos a la explicación que de este caso de 
dio ut supra en el punto A. 1 del presente trabajo.

B.3.b. Lucas v. South Carolina Coastal Council (1992).

Para analizar la efectividad de los TDR como una he-
rramienta de gestión gubernamental para proteger 
áreas ambientalmente sensibles, este título revisa un 
caso emblemático de la Corte Suprema de Estados 
Unidos respecto del uso de TDR para proteger éstas 
zonas: 
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En 1986, el actor Lucas compró dos lotes residen-
ciales en una zona costera en Carolina del Sur, a fin 
de construir simples hogares familiares. En 1988 la 
legislatura estableció la necesidad de un permiso de 
construcción en zonas costeras, que impidió a Lucas 
construir alguna estructura en su parcela. Él deman-
dó contra la agencia gubernamental, aduciendo que 
había sido privado de todo “uso económicamente 
viable” de su propiedad y por eso una “expropiación 
inconstitucional” bajo la quinta enmienda de la cons-
titución que requiere el pago de una justa compensa-
ción, estaba afectándolo.

La Suprema Corte Estatal sostuvo que una nueva 
construcción en la zona costera amenaza un valio-
so recurso público. La corte estatal reguló que, bajo 
el caso Mugler v. Kansas, 123 U.S. 623, cuando una 
regulación es designada para prevenir “usos dañosos 
y nocivos” de la propiedad semejante a una moles-
tia pública, ninguna compensación es debida bajo la 
cláusula constitucional a pesar de los efectos de la 
regulación en el valor de la propiedad.
Por el contrario, la Corte Suprema decidió que la Su-
prema Corte estatal erró en aplicar el principio de 
“usos dañosos y nocivos” para decidir este caso. Una 
revisión de las decisiones relevantes demuestra que 
el principio de “usos dañosos y nocivos” fue simple-
mente la temprana formulación de esta corte respecto 
de la justificación del poder de policía necesario para 
sostener (sin compensación) una disminución en el 
valor de la propiedad por medio de una regulación. 
Que por eso el uso nocivo no puede ser la base para 

1. Rick Pruetz, AICP, Planning & Imple-
mentation Strategies. Trends In TDR.2002.
2. La constitución de Estados Unidos dis-
pone en su V Enmienda, de manera similar 
al artículo 17 de la Constitución Argen-
tina, que la propiedad privada no debe ser 
expropiada para uso público sin justa com-
pensación. Comparativamente notamos que 
mientras el orden constitucional argentino 
prevé la compensación previa, la V Enmien-
da determina que la misa debe ser justa.
3. V Enmienda, Constitución de Estados Unidos.
4. Idem 1.

5. Rick Pruetz, Beyond Takings and Givings. 2003.
6. “Mientras que la propiedad puede ser 
regulada hasta un cierto punto, si la regula-
ción va muy lejos, esto puede ser reconocido 
como una expropiación sin justa compensa-
ción.” Pennsylvania Coal Co. v. Mahon, 26 
U.S. 393 (1922).

que se disponga cuando una regulación expropiatoria 
debe ser compensada.
De esta manera, la Corte sostuvo que una regulación 
de uso del suelo que priva a sus dueños de todo uso 
económicamente beneficioso de sus tierras puede 
constituir una expropiación de propiedad que debe 
ser completamente compensada. La Corte revertió la 
sentencia de la corte estatal que denegó una com-
pensación al dueño de la tierra ya que el efecto de la 
regulación en la propiedad del dueño del terreno era 
relevante. 

Conclusión
           
Sin lugar a dudas, el uso de TDR como una herramienta 
de gobierno para controlar el desarrollo y ordenar el uso 
del suelo a fin de proteger zonas ambientales sensibles 
o zonas de alto valor para la explotación agrícola es 
clave para la aplicación de políticas de ordenamiento 
territorial, principalmente por su capacidad de mitigar 
el costo indemnizatorio de las regulaciones que limitan 
considerablemente el uso de la propiedad.
 
Sin embargo, teniendo en cuenta la dinámica juris-
prudencial norteamericana, no debe desprotegerse 
el derecho a la propiedad privada, siendo de crucial 
importancia analizar e idear cada programa especí-
fico de TDR de manera que compense adecuada y 
suficientemente a los propietarios de los terrenos en 
las áreas de envío, sin generar por vía regulatoria ex-
propiaciones contrarias al orden constitucional.
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I. Introducción

Cuando se habla de cambio climático se hace refe-
rencia a la alteración del clima como consecuencia 
del aumento de los gases que causan el efecto in-
vernadero, incrementando la temperatura del planeta. 
Parece ser una terminología pacífica. Sin embargo, 
sabido es que el clima tiene diversos elementos que 
lo determinan. Además de la temperatura, el clima 
depende de la presión atmosférica,  del viento, de la 
humedad y de las precipitaciones. La modificación o 
alteración de cualquiera de esos elementos se tradu-
cirá en un cambio en las condiciones climáticas. 

Cabe aclarar que, a diferencia del cambio climático 
producido por los gases de efecto invernadero- o 
cambio climático propiamente dicho- cuyo impacto 
es global, existen modificaciones del clima de efecto 
local o regional. Asimismo, no todas las alteraciones 
climáticas son negativas, en algunos casos las mis-
mas pueden ser beneficiosas para la comunidad o un 
sector de ella.
   
Decíamos que uno de los elementos que determinan 
el clima son las precipitaciones. La tecnología actual 
permite generar artificialmente lluvia. Si el régimen 
de precipitaciones constituye un elemento del clima, 
ergo, su alteración repercutirá en aquél. En tales su-
puestos, el efecto será de escala local y podrá gene-
rar consecuencias dañinas y/o beneficiosas.
    

El objeto del presente estudio consiste en individuali-
zar el marco jurídico destinado a regir la modificación 
del clima como consecuencia de la alteración por 
obra humana del régimen de precipitaciones norma-
les o naturales a través de acciones sobre las nubes. 

II. La gestión de las aguas atmosféricas
 
Las nubes son condensación del vapor de agua de 
la atmósfera. En efecto, el agua del mar, de los ríos, 
de los lagos, de los pantanos, etc. se evapora bajo 
la influencia del calor solar. Cuando el aire no puede 
absorber más agua,  el vapor se condensa en forma 
de nube. Según la temperatura, la nube puede es-
tar formada por gotitas de agua o cristales de hielo. 
Cuando la nube se enfría, las gotitas de agua, en sus-
pensión en el aire, se entrelazan, se unen, aumentan 
de peso y tamaño y entonces caen a la tierra en forma 
de lluvia.    
         
Hoy, con los inmensos adelantos técnicos y científi-
cos, las nubes están dentro de la posibilidad de ac-
ción humana, que en más o en menos empieza a 
dirigirlas y, por lo tanto, se está ante la posibilidad 
de producir lluvias artificialmente1, instrumento de in-
negable valor para afrontar las sequías. Israel, la India, 
Estados Unidos, son algunos de los países en los que 
se generan precipitaciones a través de la gestión de 
las aguas atmosféricas.

Noelia Torchia
Profesora de Derecho y Legislación Ambiental II. 
Universidad de Congreso.
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Igualmente, encontramos en Argentina (Mendoza, 
Jujuy) programas importantes destinados a combatir 
el granizo, por los cuales se  incorpora a las tormen-
tas de granizo Núcleos de Formación de Cristales 
de Hielo para que se incremente la concentración de 
partículas congeladas a costa de disminuir el agua 
sobreenfriada (agua a temperaturas bajo 0 °C) en el 
interior de las regiones. Al caer ese granizo desde la 
nube, entrará en contacto con capas cálidas y se irá 
descongelando, con lo que aumentará la probabili-
dad de que llegue al suelo en forma de agua líquida. 
Esta técnica de combate contra los efectos dañinos 
del granizo es semejante a la utilizada para generar 
lluvia y produce un aumento de la cantidad de preci-
pitaciones normales. 
          
Los cambios climáticos –positivos o negativos- que 
esta actividad pueda ocasionar deben ser analizados 
y evaluados por los especialistas en cada caso. 
   
El desafío del Derecho ante esta realidad consistirá 
en individualizar los títulos de intervención de que 
puede valerse el Estado para regular dichas activida-
des con el fin de evitar sus efectos nocivos o dañosos. 
Concretamente, nos referimos al instituto del dominio 
público y a las restricciones al dominio en el interés 
público.

III. Naturaleza jurídica de las nubes en el 
Derecho argentino

1.El régimen del Código Civil

En el Derecho argentino, país federal, ha sido el Có-
digo Civil el que ha delimitado los bienes integrantes 
del dominio público de los Estados, en consonancia 
con la interpretación doctrinaria mayoritaria. Tratán-
dose de recursos naturales, su titularidad pertenece 
a los Estados provinciales. En efecto, de acuerdo al 
artículo 124 de la Constitución Nacional corresponde 
a las Provincias el dominio originario de los recursos 
naturales que se encuentran en su territorio. 

Una postura de la doctrina, por ahora minoritaria, con-
sidera que no tiene competencia el Congreso de la 
Nación para determinar qué bienes integran el domi-
nio público de los Estados locales, por tratarse de una 
cuestión de Derecho público no delegada en el Estado 
Nacional y reservada por las Provincias2. En ese marco, 
el Derecho privado sólo será aplicado supletoriamente. 

El Código Civil argentino no contiene normas que 
expresamente refieran a la naturaleza jurídica de las 
nubes, razón por la cual deviene necesario recurrir a 
la interpretación jurídica para llenar el vacío legal (art. 
16 Código Civil argentino).
   
Al encontrarse las nubes, en la casi totalidad de los 
casos, en la parte del espacio aéreo situado más allá 
de la altura a que puede llegar el interés legítimo del 
dueño de la superficie, resultaría inaplicable la regla 
del art. 2518 del Código Civil, según el cual: “La pro-
piedad del suelo se extiende a toda su profundidad, 
y al espacio aéreo sobre el suelo en líneas perpendi-
culares. Comprende todos los objetos que se encuen-
tran bajo el suelo, como los tesoros y las minas, salvo 
las modificaciones dispuestas por las leyes especia-
les sobre ambos objetos. El propietario es dueño ex-
clusivo del espacio aéreo; puede extender en él sus 
construcciones, aunque quiten al vecino la luz, las 
vistas u otras ventajas; y puede también demandar la 
demolición de las obras del vecino que a cualquiera 
altura avancen sobre ese espacio”3.

Tampoco sería posible extender analógicamente las 
disposiciones referidas a otra clase o categoría jurí-
dica de aguas, por cuanto sería imposible y arbitrario 
determinar con cuál se asemeja, teniendo en cuenta 
la existencia del ciclo hidrológico.

Por ello, se comparte el criterio de Marienhoff de con-
siderarlas res nullius4, en el marco del Código Civil.

Siendo res nullius, las nubes son susceptibles de 
apropiación (art. 2525 Código Civil: “la aprensión de 
las cosas muebles sin dueño hecha por persona capaz 
de adquirir el dominio con el ánimo de apropiárselas, es 
un título para adquirir el dominio de ellas”.                       
   
Algunos autores sostienen que sería inconveniente 
un sistema que no las incorporara en el dominio pú-
blico. “Quien ha hecho cierto cultivo, frente a nubes 
de granizo, buscaría alejarlas y eventualmente per-
judicaría a otros. Quien buscara convertir las nubes 
en lluvias, quizás perjudicara a quien está haciendo 
un determinado cultivo o realizando un tratamiento 
químico a sus plantas, porque le lavaría la aplicación 
medicinal. Además, de tal manera podrían crearse 
microclimas zonales de serio riesgo general. Por todo 
ello, es indudable que la solución es su regulación 
pública”5. La hipótesis de conflicto planteada por el 
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autor no es meramente teórica, actualmente existen 
planteos realizados por parte de La Rioja, Córdoba 
y San Luis, provincias que culpan a Mendoza por la 
escasez de lluvia detectada en aquellas, entendiendo 
que la misma obedece a la implementación del Pro-
grama de Lucha Antigranizo en Mendoza.
    
En mi opinión, su naturaleza de res nullius no obsta 
a que el régimen privado se sujete a la previa auto-
rización administrativa, en el marco del ejercicio del 
poder de policía, la que deberá verificar la ausencia 
de alteraciones climáticas significativas o daños al 
ambiente o a terceros, concepto que desarrollaremos 
más adelante.

2. Condición jurídica de las nubes en el Derecho 
Público Provincial

Algunas provincias argentinas han regulado expresa-
mente la propiedad de las nubes. Así por ejemplo, el 
Código de Aguas de Chaco, incluye a las nubes en el 
dominio público, ello se deduce del régimen de permi-
so o concesión a que sujeta su uso6.  

Un régimen similar encontramos en el Código de 
Aguas de Córdoba, en el Título VI “Aguas atmosfé-
ricas”, el que permite extraer idénticas conclusiones 
sobre su naturaleza jurídica7.

En la misma línea, se encuentra el Código de Aguas 
de Buenos Aires8.
    
Estimo que la afectación al dominio público mencio-
nada es perfectamente válida, sea como individuali-
zación de aguas que tienen o adquieren aptitud de 
usos de interés general (art. 2340 inc. 3 Código Civil) 
o en ejercicio de su competencia no delegada.
          
En Mendoza no existe una disposición legal semejan-
te, tampoco una regulación conveniente que garanti-
ce la ausencia de posibles daños como consecuencia 
de la modificación climática, siendo aconsejable su 
desarrollo. A la par del Programa de Lucha Antigrani-
zo autorizado por Ley provincial n° 6638, se observan 
algunas iniciativas particulares destinadas a comba-
tirlo. El Programa desarrollado por el Estado Provin-
cial utiliza aviones, que siembran yoduro de plata en 
las nubes graniceras. El procedimiento de manejo 
del espacio aéreo es acordado con la Fuerza Aérea 
Argentina y la manipulación de dispositivos realiza-
da conforme las previsiones de la Ley Nacional de 

Armas y Explosivos (Ley n° 20429 y sus reglamen-
taciones). 

IV. Naturaleza jurídica de las aguas pluviales 
en el Derecho argentino

Por su parte, las aguas pluviales, específicamente 
abordadas por el Código Civil, pertenecen al dueño 
del predio en que caen o por el que corren; conforme 
el art. 2635 de ese cuerpo legal. 
Así, se establece:
Artículo 2635 Código Civil: “Las aguas pluviales perte-
necen a los dueños de las heredades donde cayesen, 
o donde entrasen, y les es libre disponer de ellas, o 
desviarlas, sin detrimento de los terrenos inferiores”. 

La posibilidad de intervenir en el régimen natural de 
las lluvias, planteará conflictos por la dominialidad del 
recurso generado. Nótese que, en los supuestos de 
producción artificial de lluvia a que nos estamos re-
firiendo, el productor del recurso puede ser una per-
sona distinta del propietario del fundo donde cayesen 
o entrasen.

Ahora bien, a quién pertenecerían las aguas de lluvia 
producidas artificialmente, ¿al productor o al dueño 
del terreno donde cayesen?. En tal caso, estimo razo-
nable dar prioridad al productor por sobre el segundo, 
por aplicación de la teoría de lo principal y lo acce-
sorio. Lo contrario podría implicar un enriquecimiento 
sin causa del propietario del suelo. 
    
La hipótesis planteada ha sido expresamente abor-
dada por el Código de Aguas del Chaco, que prevé 
la posibilidad de otorgar un derecho de uso exclusivo 
al productor de las lluvias provocadas, con indepen-
dencia de donde cayeren (art. 42 inc. b) o un derecho 
a cobrar una retribución a aquellos que utilizaren las 
aguas provenientes de las experimentaciones o acti-
vidades, o se beneficien de las acciones destinadas a 
evitar la precipitación de granizo o lluvia (art. 42 inc c).

VI. Poder de Policía

El poder de policía es la facultad legislativa de regular 
el ejercicio de los derechos a fin de hacerlos compa-
tibles con el bien común y los derechos de terceros. 
Su fundamento normativo lo encontramos en el art. 
14 Constitución Nacional, cuerpo que también le fija 
límites a aquel poder reglamentario, particularmente 
en el art. 28 del mismo, estableciendo que las restric-
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ciones o limitaciones mentadas no podrán desnatura-
lizar el contenido esencial de los derechos expresa o 
implícitamente reconocidos.
      
La potestad de regular el ejercicio de los derechos 
constituye una función eminentemente administra-
tiva, como tal de competencia fundamentalmente 
provincial, salvo en aquellas materias expresamente 
delegadas al Congreso Nacional.

La posibilidad de regular el uso de la atmósfera,  en 
la medida en que tal aprovechamiento podría produ-
cir impactos en los bienes de terceros, el ambiente 
o en el clima local, queda incluida en el concepto de 
poder de policía. En ese marco, podría válidamente 
condicionarse la gestión de las aguas atmosféricas 
a la obtención de una habilitación administrativa, a 
través de la cual se buscará evitar sus consecuencias 
negativas.

  

1. La estimulación de precipitaciones in-
terviene en este punto del ciclo del agua, 
aumentando artificialmente la cantidad de 
núcleos de condensación en el interior de 
la nubosidad. Con ello se logra aumentar la 
cantidad de gotas de lluvia y por consiguien-
te incrementar la cantidad de precipitación 
que llegue a tierra. El núcleo de condensa-
ción “nucleante” más utilizado es el Yoduro 
de Plata, el que además de servir para multi-
plicar el proceso de coalescencia, cumple con 
otra importante función como es la de con-
gelar partículas de agua “sobreenfriadas”, es 
decir, partículas que se mantienen en estado 
líquido a pesar de estar a temperaturas bajo 
los 0°C, lo que provoca una liberación del 
calor latente.  La liberación de calor latente 
inicia una reacción que comienza con un ca-
lentamiento da la nube del orden de 1 a 2°C, 
lo que genera a su vez mayor inestabilidad 
y un incremento de las corrientes internas, 
todo lo cual conlleva a una intensificación 
general de la actividad tormentosa de la nu-
bosidad, lográndose finalmente un aumento 
de la cantidad de precipitación. 

2. Guillermo Cano, “El Derecho de Aguas 
en el Anteproyecto de Código Civil”, Revis-
ta La Ley T VII, Sección Doctrina, Buenos 
Aires, pág 43. 
3. M.  Marienhof, “Tratado de Derecho Ad-
ministrativo” TVI, 3º Ed, Abeledo Perrot, 
Buenos Aires, 1996, pág. 282 
4. Miguel Marienhof, “Tratado de Derecho 
Administrativo” TVI, 3º Ed, Abeledo Perrot, 
Buenos Aires, 1996, pág. 282
5. J. L. Abad Hernando, “El Derecho ad-
ministrativo y el Derecho del Agua. Enfo-
que publicista. Aguas de vertiente. Aguas 
de fuente. Aguas pluviales.”Jurisprudencia 
Argentina, 1975 Tomo 29, pág. 714
6. Articulo 41.- Los estudios o trabajos ten-
dientes a la modificación artificial del clima, 
para evitar el granizo y provocar y evitar 
lluvias, deberán ser autorizadas con permiso 
o concesión otorgadas por la autoridad de 
Aplicación, con la necesaria intervención 
de los organismos o entidades que regulen 
la actividad aeronáutica y los servicios de 
meteorología; serán controlados por esta en 
todas sus etapas, aun las experimentales. En 

caso de concurrencia de solicitudes de entes 
estatales y personas individuales, tendrán 
siempre  preferencia los primeros.
7. Artículo 157.- Cambio artificial de cli-
ma. Los estudios o trabajos tendientes a la 
modificación del clima, evitar el granizo y 
provocar o evitar lluvias, deberán ser auto-
rizados por permiso o concesión otorgados 
por la autoridad de aplicación con la nece-
saria intervención de las entidades que re-
gulen la actividad aeronáutica y los servicios 
de meteorología y controlados por ésta en 
todas sus etapas, aún las experimentales. En 
caso de concurrencia de solicitudes de entes 
estatales y personas privadas tendrán siem-
pre preferencia los primeros.
Artículo 158.- Objeto de las concesiones 
o permisos. Las concesiones o permisos 
pueden tener por objeto estudios o expe-
rimentación o que los concesionarios usen 
las aguas concedidas o cobren por el servicio 
que prestan a terceros por usos de las aguas o 
defensa contra sus efectos nocivos. Artículo 
159.- Carácter de las concesiones o permi-
sos. Los permisos o concesiones aludidos en 

VII. Conclusiones

Las actuales posibilidades que nos ofrece la ciencia 
para producir artificialmente lluvias debe ser objeto 
de atención por el Derecho local. A fin de evitar daños 
que podrían ser irreversibles resulta conveniente pre-
ver un régimen de autorización previo a la realización 
de las actividades y teniendo en cuenta sus caracte-
rísticas específicas, en ejercicio del poder de policía 
provincial y sobre la base del conocimiento técnico 
existente. 

Sería perfectamente válida la incorporación al do-
minio público provincial de las nubes, siguiendo los 
ejemplos de Chaco, Córdoba y Buenos Aires, aunque 
estimo que innecesaria.

La normativa debería referir a la propiedad de las 
aguas de lluvia generadas artificialmente, a fin de 
evitar futuros conflictos entre superficiarios y genera-
dores del recurso.
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este capítulo serán personales y temporarios, 
pudiendo exigirse a su titular, previo a su 
otorgamiento, fianza que a juicio de la auto-
ridad de aplicación sea suficiente para cubrir 
los perjuicios que pueda demostrarse, son 
efecto directo e inmediato de los experimen-
tos o usos permitidos o concedidos.
8. Artículo 90: Toda modificación de la fase 
atmosférica del ciclo del agua a través de la 
siembra de nubes u otros sistemas o procedi-
mientos orientados a provocar lluvias, evitar 
granizos u otros fenómenos atmosféricos cli-
máticos deberán ser autorizadas por la Au-

toridad del Agua, aún cuando se intente la 
mera realización de experiencias de carácter 
científico. En los permisos que se otorguen 
se dará obligadamente intervención a la Au-
toridad que regula la actividad aeronáutica 
y meteorológica.  Artículo 91: Los daños 
y perjuicios que puedan provocarse en las 
instalaciones o propiedades de terceros por 
efecto del permiso conferido a que se refiere 
el artículo anterior, deberán ser indemniza-
dos por el permisionario en cuanto pueda 
demostrarse la vinculación del perjuicio su-
frido por el reclamante por el fenómeno o 

cambio de clima local producido. Artículo 
92: Los permisos otorgados para cualquier 
actividad a desarrollarse en la fase atmos-
férica del ciclo hidrológico no serán nunca 
superiores a dos años renovables, pudiendo 
exigirse al titular, previo a su otorgamiento, 
garantía que, a juicio de la Autoridad del 
Agua, fuere suficiente para cubrir los even-
tuales perjuicios que pudieren demostrarse, 
sean consecuencia directa e inmediata de los 
experimentos o usos permitidos.
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LA DIMENSIÓN HUMANA DEL CAMBIO 
AMBIENTAL GLOBAL. 
La vulnerabilidad de las comunidades rurales 
de Mendoza.

La dimensión humana del cambio ambiental 
global: La vulnerabilidad de las comunidades.

El cambio ambiental global presenta una dimensión 
física que se expresa en variaciones de temperatura 
de los océanos, cambios en las temperaturas atmos-
féricas, alteraciones en los patrones de precipitacio-
nes, alteración de los escurrimientos de los ríos, etc. 
Complementariamente, se reconoce también una 
dimensión humana que no es sino una mirada so-
cial sobre las causas e implicancias de los cambios 
globales. Esta mirada incluye problemáticas como la 
de las transformaciones sociales y económicas, la 
seguridad humana, las exposiciones de los grupos 
sociales al cambio ambiental global y la variabilidad 
climática, los recursos institucionales y las capacida-
des adaptativas a las que pueden recurrir para sobre-
llevarlos y, finalmente, la vulnerabilidad que presen-
tan los grupos humanos frente a estos fenómenos. 
Desde el punto de vista científico, se trata de abordar 
el estudio del cambio ambiental global desde las mi-
radas de las ciencias sociales.

En el contexto de las investigaciones sobre cambio 
ambiental global se entiende la vulnerabilidad (vulne-
rability) de un sistema como el grado en que éste es 
susceptible o incapaz de enfrentarse a los efectos ad-
versos del cambio climático (McCarthy y otros, 2001 
citado en Smit, Wandel y Young, 2005). Concebida 
así, la vulnerabilidad se encuentra determinada por 
dos elementos: a) la exposición del sistema a condi-
ciones peligrosas y/o a riesgos y b) la capacidad 

Elma Montaña
Investigadora Independiente del (CONICET). 
Profesora Titular UNCuyo, Mendoza, Argentina.

de tal sistema para absorber, hacer frente, gestionar, 
tratar, adaptar o recuperarse de aquella exposición. 
La exposición, por su parte, constituye la yuxtaposi-
ción y la interacción de las condiciones locales con 
los estímulos físicos externos y es la propiedad de 
un sistema que refleja conjuntamente: el estímulo 
físico y la sensibilidad (sensitivity) del sistema con 
relación a ese estímulo. Así, la sensibilidad es en-
tendida como parte de la exposición, dado que la 
exposición a un estímulo físico sólo tiene sentido en 
relación con el sensibilidad del sistema (Smit, Wandel 
y Young, 2005). Una amplia serie de variables influ-
yen en la sensibilidad que, frente a un estímulo físico 
externo, delimita el grado de exposición del sistema. 
En términos generales, éstas están relacionadas con 
las condiciones sociales, los sistemas económico y 
político, los recursos y la localización del sistema o 
comunidad. 

Este trabajo parte del supuesto que los sistemas pro-
ductivos de Mendoza -y de la cuenca del río Mendoza 
en particular- poseen una importante vulnerabilidad 
frente a las modificaciones del clima y de disponibi-
lidad de recursos hídricos esperados, contribuyendo 
estos factores a agudizar el ajustado balance hídrico 
y amenazando las comunidades que dependen de 
dichos sistemas productivos. En este marco, el texto 
a continuación da cuenta de los avances en el análi-
sis de estas vulnerabilidades, en particular respecto 
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de las sensibilidades presentes. El fin último del tra-
bajo es el de aportar conocimientos útiles a la mejor 
adaptación posible de este territorio (sus espacios y 
sus comunidades rurales) a los efectos del cambio 
ambiental global. En este punto es conveniente seña-
lar que la adaptación al cambio climático posee una 
dimensión ética y una de equidad: La adaptación de 
una persona, grupo, región o nación al cambio cli-
mático puede llevar a incrementar la vulnerabilidad 
de otras. Esto es especialmente cierto en el caso del 
acceso y apropiación del agua en un contexto de es-
casez y constituye un desafío que requiere de la ar-
ticulación de las ciencias biofísicas y de las sociales 
(Adger at al., 2007). En sintonía, el punto de partida 
de este trabajo lo constituye la hipótesis que no todos 
los sistemas productivos de la cuenca del río Mendo-
za son igualmente sensibles y que esta variabilidad 
se reproduce además sobre el abanico de actores in-
volucrados al interior de cada sistema productivo, que 
serán más o menos vulnerables de acuerdo a sus ca-
racterísticas y posición en esta “sociedad hídrica”.

El cambio ambiental global en la “sociedad 
hídrica”: relevancia social y científica. 

En Mendoza, como en otros territorios de tierras se-
cas, la agricultura y los asentamientos humanos sólo 
son posibles mediante el aprovechamiento sistemáti-
co de los ríos a través de la utilización de un sistema 
de riego. A pesar de las fuertes restricciones impues-
tas por la escasez de agua, la economía mendocina 
tiene una base agrícola. La agricultura consume el 
70% de los recursos hídricos y aporta sólo un 10% 
del PBG provincial, pero su relevancia excede estas 
cifras. Esto, porque constituye la base de una im-
portante actividad agroindustrial que justifica buena 
parte de las manufacturas; pero también porque la 
agricultura se encuentra en la base de las exportacio-
nes provinciales. Las frutas y las hortalizas en fresco 
constituyen el grueso de las exportaciones de pro-
ductos primarios y representan el 16% del total de 
las exportaciones de la Provincia. Por otra parte, las 
industrias manufactureras de origen agropecuario apor-
tan el 51% del valor de esas exportaciones, en donde 
se destaca la participación del vino (Pro-Mendoza). 

Las políticas implementadas desde inicios de los años 
90 se han materializado en un proceso de reconver-
sión del llamado “modelo vitivinícola tradicional”, cen-
trado en la producción de grandes volúmenes de vino 

de baja calidad para el mercado doméstico argentino, 
a la “nueva vitivinicultura” como modelo de exporta-
ción de vinos finos, enmarcado en las dinámicas de 
los sistemas agroalimentarios mundiales. Esta recon-
versión se ha ido produciendo de forma incompleta y 
fragmentaria, por lo que la viticultura -y la agricultura 
de Mendoza en general- muestran significativas hete-
rogeneidades. Finalmente, la importancia de la agricul-
tura se vincula a la dimensión identitaria que adquiere 
la vitivinicultura en el proceso de territorialización de 
un espacio percibido como inhóspito: los árboles, vi-
ñedos, acequias y el mismo sistema de riego consti-
tuyen símbolos de una identidad hegemó¬nica que 
exalta la gesta de una sociedad exitosa al transformar 
una naturaleza hos¬til y, par¬ticularmente, su capacidad 
para dominar el agua (Montaña, 2006 a y 2007).

Bajo esta mirada, Mendoza constituiría una moderna 
sociedad hídrica en la que los entramados sociales 
se asocian fuertemente a la manipulación intensiva 
y amplia del recurso hídrico en el marco de un orden 
impuesto bajo la consigna de controlar un medio na-
tural hostil (Worster, 1985:7). Es que al mismo tiem-
po que el espacio es transformado en territorio me-
diante la dotación de agua, la apropiación y uso del 
recurso hídrico genera y reproduce una variedad de 
relaciones sociales y políticas en las cuales se distri-
buyen cuotas de poder. En tanto estas distribuciones 
de poder se regulan y ejercen a través del manejo 
intencionado del agua, ésta adquiriría la capacidad 
de expresar -y modelar- relaciones sociales de he-
gemonías y subordinaciones en un sistema jerárquico 
(Montaña, 2008). 
Siendo los vínculos entre agua y comunidad muy es-
trechos en la cuenca del río Mendoza, los cambios 
en los factores del clima y del agua harían sentir sus 
efectos no sólo en términos productivos y espaciales 
sino que también afectarían fuertemente el mapa so-
cioeconómico local, con efectos diferenciales según 
los sistemas productivos considerados y los diversos 
grupos en su interior. Esta es la principal motivación 
del trabajo en términos de su contribución al bienes-
tar de los habitantes de la cuenca del río Mendoza, 
ya que conocer profundamente las vulnerabilidades 
de las comunidades rurales de la cuenca contribuirá 
a mejores diseños y estrategias de adaptación.

Pero existe también un interés más estrictamente 
científico para quienes nos ocupamos de estudiar 
los procesos de construcción de territorios en tierras 
secas. Es que los procesos productivos constituyen 
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una ventana privilegiada para explorar las relaciones 
sociedad-naturaleza involucradas en la vulnerabilidad 
de las comunidades.  Éstos “…permiten indagar en 
las relaciones hombre-medio” dice Godelier (1989). El 
abordaje es además pertinente por cuanto los proce-
sos productivos develan “juegos de necesidades e in-
tereses conflictivos entre los miembros de una socie-
dad así como las distintas estrategias adoptadas por 
grupos particulares” (Comas D’Argemir, 1998:132).

Las limitantes hídricas y climatológicas actuales 
y sus proyecciones en los escenarios de cambio

¿Cuáles serían los efectos del cambio ambiental en 
la cuenca del río Mendoza? Los escenarios de cam-
bio climático elaborados para la región (Boninsegna y 
Villalba, 2007) pronostican cambios en el clima y en 
la disponibilidad hídrica. Para la cuenca del río Men-
doza y para el período 2020-2030, los modelos pro-
nostican un aumento de las temperaturas medias de 
un grado y medio, una disminución media de la preci-
pitación de poco más de 100 milímetros y la elevación 
de la isoterma 0° de 150 metros, que produciría una 
disminución de la superficie de acumulación de nieve 
en el invierno y un aumento de la superficie de abla-
ción. Estos factores incidirán en la oferta de recursos 
hídricos. Según los escenarios considerados, se es-
pera que el río Mendoza disminuya su caudal entre 
un 7 y un 13%. También se alteraría el hidrograma 
medio adelantando el pico de máxima descarga un 
mes, aumentando los caudales en primavera (octu-
bre y noviembre) y disminuyéndolos en verano (ene-
ro, febrero y marzo). Junto con estos escenarios, se 
anticipa que el crecimiento poblacional y de la activi-
dad económica se mantenga a un ritmo más o menos 
importante, pero operando siempre en detrimento del 
balance hídrico ya actualmente comprometido. 

Tres sistemas productivos relevantes para 
las sociedades locales 

La investigación ha focalizado sobre las situacio-
nes de cambio ambiental que deberían enfrentar 
los agentes de tres sistemas productivos relevantes 
para la cuenca, principalmente sensibilidades y con 
menor profundidad capacidades adaptativas. Dos de 
ellos son agrícolas y se desarrollan en el oasis irri-
gado: un cultivo permanente (la vitivinicultura) y otro 
de régimen anual (la horticultura). El tercer sistema 

productivo analizado es la cría de ganado caprino, 
una actividad ganadera extensiva que -débilmente 
integrada al mercado- se desarrolla principalmente 
para la subsistencia de la unidades domésticas de 
producción del desierto (denominadas “puestos”), 
aguas arriba del Oasis Norte y -especialmente- en las 
áreas no irrigadas de la parte distal de la cuenca. Un 
ajustado resumen de los avances de la investigación 
pueden expresarse en cuatro variables que contribu-
yen a definir la vulnerabilidad de los productores: (a) 
la naturaleza de la explotación; (b) la estructura de la 
cadena productiva y la correspondiente inserción de 
los productores; (c) la misma tipología de los produc-
tores y (d) su localización en la cuenca.

Sensibilidad de los sistemas productivos y 
sus agentes

a) La naturaleza de los sistemas productivos 
Un primer análisis debe diferenciar entre los siste-
mas agrícolas (vitivinicultura y horticultura), que de-
penden absolutamente de la irrigación, respecto de 
la cría de ganado caprino en las zonas no irrigadas. 
Una disminución de las precipitaciones no afectaría a 
las primeras, pero reduciría sustancialmente la masa 
de vegetación natural de la zonas no irrigadas, dis-
minuyendo la capacidad de carga de los campos (ya 
de por sí afectada por procesos de desertificación) y 
repercutiendo duramente en la cría de caprinos. En 
períodos de sequía, esta actividad se ve forzada al 
límite de su subsistencia, comprometiendo incluso la 
seguridad alimentaria de esos hogares. La subsisten-
cia de estas familias es tan ajustada que requiere que 
la actividad caprina sea complementada con otros in-
gresos que provienen de ocupaciones temporales en 
el oasis agrícola o en medios urbanos y con una sig-
nificativa cuota de subsidios estatales que les llegan 
por diversas vías. Usualmente se considera que la 
diversificación de ingresos suele hacer a los hogares 
menos vulnerables a los impactos negativos de los 
factores del clima en el agua y los pone en mejores 
condiciones para adoptar un más amplio espectro de 
estrategias adaptativas. Pero si bien es cierto que los 
hogares del desierto son más diversificados que los 
de los productores dedicados exclusivamente a la 
agricultura de oasis, llegado el momento de buscar 
alternativas productivas, los habitantes del oasis tie-
nen una gama de posibilidades más amplia. Más allá 
de las consideraciones analíticas, la extrema pobreza 
de los puesteros no les deja márgenes de maniobra 
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y los hace altamente vulnerables. Sin acceso al agua 
del sistema de riego, la disminución de las precipita-
ciones los afectaría gravemente.

Es así como la disminución de los caudales del río 
Mendoza haría sentir sus efectos más claramente so-
bre los productores agrícolas que dependen exclusi-
vamente de la red de irrigación, aunque con algunos 
matices. En el contexto de un sistema de derechos 
que asigna agua proporcionalmente a la superficie de 
la parcela (independientemente de que la tierra sea 
cultivada o no, o del tipo de cultivo), los productores 
vitícolas serían menos afectados que los hortícolas, 
por la menor exigencia de riego de los viñedos y su 
mayor resistencia al estrés hídrico. A favor de las ca-
pacidades adaptativas de la horticultura debe decirse 
que sus ciclos anuales harían más factible la opción 
de trasladarse a mejores ubicaciones en términos de 
riesgos de clima y agua. Las mayores eficiencias en 
la aplicación intrafinca, la disponibilidad de algún re-
servorio en la explotación y el acceso al agua subte-
rránea así como la disponibilidad de malla antigranizo 
constituirían factores protectores para cualquiera de 
estos agricultores de oasis. Los análisis efectuados 
sobre indicadores de tamaño de la propiedad, tenen-
cia de la tierra, disponibilidad de agua y dotación tec-
nológica (CNA, 2002) hacen presumir que la agricul-
tura en la parte alta de la cuenca de aprovechamiento 
presenta unas condiciones menores de sensibilidad 
ante los riesgos externos y, consecuentemente, es-
taría menos expuesta a los avatares que el cambio 
ambiental global pudiera depararle. Esto estaría vin-
culado con la presencia de una vitivinicultura innova-
dora, capitalizada e integrada a los mercados mun-
diales en la parte alta (Luján de Cuyo y Maipú) y a la 
persistencia del modelo vitivinícola tradicional de las 
partes bajas (Las Heras y Lavalle) encontrándose la 
horticultura -con sus características particulares-  en 
localizaciones de Guaymallén cercanas al gran mer-
cado consumidor localizado en el Área Metropolitana 
de Mendoza, con situación intermedia en este gra-
diente aguas arriba-aguas abajo.

A lo dicho cabe sumar el incremento de la evapotrans-
piración potencial de los cultivos a consecuencia del 
aumento de las temperaturas medias. Esto implicaría 
mayores consumos de agua para regar las mismas 
superficies implantadas, potenciando situaciones de 
escasez. Serían más frecuentes las situaciones de 
estrés hídrico entre riegos, afectando diferentemente 
a los agricultores no sólo en función de los factores 

mencionados arriba sino también de acuerdo a las 
especies y/o variedades cultivadas, más o menos re-
sistentes. Los efectos serían más pronunciados en la 
parte baja de la cuenca de aprovechamiento.

La dinámica de la regulación del río facilitaría la adap-
tación de los productores agrícolas del oasis a la al-
teración del hidrograma, por lo que es considerada 
una buena medida adaptativa. Sin embargo, esta 
regulación conspira contra la llegada de caudales a 
la parte distal de la cuenca. Dado que la operación 
de la presa no está previendo caudales ecológicos, 
un más intenso y más intencionado aprovechamiento 
aguas arriba (en función de los intereses de grupos 
de mayor poder del oasis) reduce sensiblemente las 
posibilidades de que “se escape” agua a la cola de la 
cuenca, donde habitan las comunidades del desier-
to dedicadas a la actividad caprina. En esta posición 
subordinada radica buena parte de la sensibilidad de 
las comunidades del desierto.

Ya al interior de la actividad agrícola, la naturaleza 
de la viticultura y la horticultura imprimen efectos di-
ferenciales respecto de la exposición y capacidades 
adaptativas de una y otra. En un escenario de tempe-
raturas medias en ascenso y de escasez de agua, es-
pecialmente en las colas del sistema de riego, podrían 
imaginarse cultivos que migrasen desde zonas bajas 
y calurosas hacia zonas más altas en las estribacio-
nes de la cordillera de los Andes. En este sentido, un 
cultivo permanente como la viticultura mostraría más 
rigideces frente a un sector hortícola que, por tratarse 
de un cultivo anual, podría trasladarse más fácilmen-
te en busca de espacios más frescos, menos propen-
sos a las plagas y con mayor disponibilidad o acceso 
al agua, superficial o subterránea. Sobre la base de 
estos argumentos, la horticultura podría constituir un 
cultivo menos sensible frente a los cambios en las 
condiciones del clima y el agua. Sin embargo, dada la 
situación en la que actualmente se desarrolla la horti-
cultura en la cuenca del río Mendoza, la situación no 
parece ser tan simple... 

Para estar en condiciones de adoptar una estrategia 
de relocalización no basta con que el cultivo sea anual. 
Si anteriormente habíamos considerado la propiedad 
de la tierra como un factor predisponente a la inver-
sión y –a partir de allí- un indicio de mayores capaci-
dades adaptativas, se debe considerar asimismo que 
ser propietario de la tierra que se cultiva desalienta la 
migración de la actividad, al menos en las tipologías 
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de actores medianos y pequeños y de conducción fa-
miliar. Debería desarrollarse una tradición de trabajo 
con un régimen de tenencia diferente, ya que no se 
trata simplemente de vender una explotación y com-
prar otra equivalente en un lugar más adecuado. Y 
es aquí donde aparece un segundo factor de fricción: 
las tierras más altas son las más caras de la cuenca de 
aprovechamiento, y la horticultura no puede igualar el va-
lor agregado que alcanza la viticultura, que es la actividad 
que fija la renta potencial de la tierra en esas zonas. En 
tercer lugar, trasladarse a piedemontes con mayores 
pendientes exigiría una tecnificación del cultivo -en par-
ticular del sistema de riego- que demandaría inversio-
nes desproporcionadas para la modalidad en la que se 
desarrolla actualmente buena parte de la horticultura en 
la cuenca. En un escenario de migración de cultivos, 
más que desplazarse entre zonas al interior de la 
cuenca, aquellos cultivos hortícolas menos suscepti-
bles al traslado probablemente encontrarían localiza-
ciones más convenientes en áreas tradicionales (no 
piedemontes) de otros oasis al sur del Oasis Norte: el 
Oasis Centro o Sur. 
La cuestión de la modalidad en la que se desarrolla la 
horticultura en la cuenca nos lleva a otros dos factores 
a considerar: la estructura de la cadena productiva y 
la manera en las que sus agentes se insertan en ella,  
por un lado, y la misma tipología de los productores,  
por el otro.

b) Estructura de la cadena productiva e inserción 
de los productores
La estructura social y organización de los productores 
incide asimismo en su vulnerabilidad. La horticultura de 
la cuenca del río Mendoza, por ejemplo, constituye un 
sector agrícola fuertemente atomizado en una variedad 
de productores heterogéneos. Los canales de distri-
bución son asimismo diversificados en el marco de un 
sector no muy regulado, en el cual la economía informal 
muestra una participación importante. Existe una gran 
cantidad de productores de pequeña escala, informa-
les en el manejo de las transacciones comerciales y 
en la contratación de la mano de obra (trabajo fami-
liar, trabajadores temporarios, inmigrantes ilegales), 
escasamente tecnificados y sin tradición de planifica-
ción para el mediano y largo plazo. Los complicados e 
inestables procesos de toma de decisiones que deben 
afrontar los productores hortícolas no incentivan inver-
siones para reducir la exposición a los factores del clima 
y del agua. Esta estructura presentará complicaciones 
a la hora de implementar medidas institucionales para 
ayudar a los productores más desfavorecidos a hacer 

frente a los escenarios de cambio ambiental global.
En contraste, la vitivinicultura muestra una estructu-
ra clara y articulada horizontal y verticalmente en el 
marco de una regulación fuertemente institucionaliza-
da. En este caso, las estrategias adaptativas podrían 
ser impulsadas no sólo desde el Estado sino desde 
las mismas organizaciones de productores. Pero, si 
bien el sector se muestra fuertemente organizado, es 
notable la polarización entre productores grandes e 
integrados a los mercados vinícolas internacionales y 
los pequeños y medianos que se integran a la cade-
na desde posiciones subordinadas, muchas veces en 
situaciones que los obligan a absorber las pérdidas 
por sequía y/o por accidentes climáticos. Resta anali-
zar en qué medida las instituciones del Estado (y las 
ayudas que podrían brindar a la adaptación el cambio 
ambiental global) son factibles de ser cooptadas por 
los agentes más poderosos. 
En suma: parece que buena parte de la sensibilidad 
de este sector frente a los cambios en los factores 
del clima y el agua estaría vinculada a una estructura 
social, a una estructura agraria y a estrategias pro-
ductivas propias de un sector que en general no se 
encuentra muy integrado a las dinámicas recientes 
de los sistemas agroalimentarios.

La hipótesis de la reconversión del sector hortícola 
hacia formas más modernas que permitan manejar 
más intencionadamente los factores del clima y del 
agua aparece más viable para el sector exportador, 
mientras que los pequeños productores que no pue-
dan montarse a esta reconversión arriesgarían su su-
pervivencia en el sistema. No obstante, las mismas 
características heterogéneas e informales de esta 
horticultura doméstica podrían funcionar como rela-
tivas ventajas frente a la necesidad de buscar nue-
vas modalidades para el desarrollo de la actividad. 
Por ejemplo, que los hogares de productores y tra-
bajadores hortícolas informales tuviesen más diver-
sificados sus ingresos (complementando con otras 
tareas agropecuarias no tan directamente ligadas a 
la tierra y al agua, con actividades urbanas o inclu-
so con diversos tipos de subsidios estatales) podría 
conformarse como un factor protector; la flexibilidad 
en el manejo de la mano de obra abriría asimismo 
una cantidad de nuevas alternativas; la participación 
de trabajadores extraregionales (del norte argentino 
o bolivianos) supondría menor arraigo a las localiza-
ciones actuales y una mayor predisposición a la re-
localización de la actividad. Ahora bien, aún si todos 
estos factores valieran para que la actividad pudiera 
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ser menos sensible ante condiciones climáticas e hí-
dricas más restrictivas, queda pendiente la cuestión 
sobre los costos sociales, familiares y personales de 
esta reconversión.

c) Tipología de los productores
Los análisis realizados han mostrado que la tipología 
de los productores (“grande/pequeño”, “capital inten-
sivo/tradicional”, “de mercado interno/de exportación” 
o cualquier otra categorización que exprese sus cuo-
tas de poder) se encuentra directamente relaciona-
da con su vulnerabilidad, tanto para los productores 
caprinos como para los agrícolas. La disponibilidad 
de recursos económicos y organizacionales les per-
mite a los grandes productores, por ejemplo, suplir 
los déficits de agua superficial mediante el bombeo 
de agua subterránea. En el contexto de un marco 
regulatorio para la explotación de los acuíferos re-
lativamente laxo, éstos productores pueden incluso 
independizarse de los “democráticos” pero tediosos 
mecanismos del sistema de administración del agua 
superficial y encender las bombas en el momento en 
el que sus demandas de riego lo hagan oportuno. Los 
volúmenes extraídos se ven limitados básicamente 
por los costos de la energía (subsidiada) utilizada. De 
manera análoga, están en mejores condiciones para 
adoptar otras medidas que reduzcan la vulnerabilidad 
como la utilización de sistemas de riego tecnificados 
que les permitan hacer un uso más eficiente del agua 
e instalar mallas antigranizo; a diferencia de los pro-
ductores más desfavorecidos, pueden incluso mudar 
sus explotaciones a zonas más benignas, estrategia 
que está siendo observada no sólo en el caso de 
los horticultores que trabajan sobre tierras arrenda-
das sino también por parte de las grandes bodegas 
que están comprando tierras, implantando viñedos 
y construyendo bodegas en tierras más altas de los 
piedemontes. 

d) Localización en la cuenca
Finalmente, la posición en la cuenca ha resultado 
también un factor de vulnerabilidad, actuando de 
por sí pero también en asociación con los factores 
mencionados anteriormente. Los productores más 
exitosos, especialmente los integrados a los merca-
dos de exportación, tienden a preferir localizaciones 
cada vez más altas para beneficiarse de temperatu-
ras más bajas, de mejores derechos de riego (cuyas 
dotaciones tienen menores posibilidades de verse re-
ducidas en caso de sequía), mejor calidad de agua y 
menos contaminación en general, en algunos casos 

empujando la frontera agrícola hacia arriba sobre los 
piedemontes por medio de la utilización de agua sub-
terránea y sistemas de riego presurizados (Montaña, 
2006b y Montaña et al., 2005). En el otro extremo, 
aquellos productores cuyos beneficios no alcanzan 
a justificar esas localizaciones deben resignarse a 
las no tan atractivas posiciones en las zonas tradi-
cionales del oasis, con menos recursos para reducir 
sus niveles de exposición y para adoptar estrategias 
adaptativas. A su tiempo, se espera que las diferentes 
performances de estos sectores frente a los factores 
del clima y del agua vendrían a reforzar el patrón de 
segregación socio-productivo preexistente y a ace-
lerar la espiral de uso no sustentable del agua, del 
suelo y del suelo irrigado a favor de las partes altas 
de la cuenca de aprovechamiento y en detrimento de 
las colas del sistema. 

Concluyendo...

Los primeros análisis sobre la vulnerabilidad de las 
comunidades rurales de la cuenca del río Mendoza 
han puesto de manifiesto que la sensibilidad de sus 
sistemas productivos está fuertemente relacionada 
no sólo con la naturaleza y las características pro-
pias de cada actividad, ya que algunas de ellas son 
más sensibles a los factores del clima y del agua, sino 
también con su localización, es decir el emplazamien-
to de cada actividad dentro de la cuenca (upstream-
downstream). Asimismo, se ha podido reconocer que 
las estructuras agrarias y las estrategias productivas 
presentes en cada actividad constituyen factores di-
ferenciadores a la hora de reconocer la sensibilidad 
de las diversas tipologías de productores frente a los 
avatares del clima y el agua, tanto en términos de 
su exposición como de sus capacidades adaptativas. 
Algunos de estos factores parecen estar vinculados a 
las relaciones de poder y a una cuestión de equidad 
en la apropiación y uso de los recursos de esta socie-
dad hídrica. Ser un productor exitosamente integra-
do a los mercados vitivinícola u hortícola de expor-
tación, tener acceso a tecnología (de riego y otras), 
encontrarse integrado horizontal y verticalmente en 
la cadena productiva y estar localizado aguas arriba 
en la cuenca de aprovechamiento han mostrado ser 
factores protectores respecto de la exposición e indi-
cadores de mayor disponibilidad de recursos para la 
adaptación. 
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Los factores y mecanismos que harían a los produc-
tores más o menos vulnerables frente al cambio am-
biental global muestran gran similitud con aquellos 
que explican su desempeño frente a la reconversión 
a la que se vieron obligados en el marco de la interna-
cionalización de los mercados agrícolas en la década 
de los años 90. Parece ser que el cambio ambiental 
global afectaría a los productores de la cuenca del 
río Mendoza de manera disímil, pero sumando sus 
efectos a los ya provocados por la globalización y 
configurando una “doble exposición” (Leichenko and 
O’Brien, 2008). 

Las argumentaciones referidas no son conclusivas, 
sino que constituyen material sobre el que seguir  re-
flexionando. A partir de este punto, los desarrollos en 
curso están orientados a analizar y evaluar las capa-
cidades adaptativas de estas comunidades para, des-
de allí, lograr una comprensión más acabada de las 
vulnerabilidades que presentan las comunidades de 
la cuenca del río Mendoza frente al cambio ambiental 
global. Conocer profundamente las vulnerabilidades 
diferenciales en el interior de la cuenca hará más fácil 
reflexionar sobre las mejores estrategias para adap-
tarse a los cambios que se anticipan, teniendo siem-
pre en mente que estas adaptaciones no deberían 
generar nuevas vulnerabilidades o incrementar otras 

* Este trabajo presenta avances parciales del 
proyecto IAI CRN II SGP-HD Project #004 
“Coming Down the Mountain: Understan-
ding the Vulnerability of Andean Commu-
nities to Hydroclimatologic Variability and 
Global Environmental Change”, involucrando 
equipos de cinco países bajo la dirección del 
Dr. David Gauthier. Esta iniciativa integra 
las ciencias sociales al proyecto IAI CRN-II 
2047 titulado “Documenting, understanding 
and projecting changes in the hydrological cycle 
in the American Cordillera” bajo la dirección 
del Dr. Brian Luckman. Tratándose este texto 
de una síntesis de los avances del equipo argen-
tino, se debe reconocer la valiosa colaboración 
de la Lic. Mgt. Natalia USACH y la Ing. Mgt. 
Dolores LETTELIER miembros del equipo de 
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La cuestión tecnológica ocupará un lugar central en la 
aplicación plena y sostenida de la Convención sobre 
Cambio Climático.  Y aunque la transferencia de tecno-
logía seguirá siendo importante, parece que las discu-
siones actuales darán lugar a un enfoque más amplio 
que considere todo el proceso de cambio tecnológico.

Muchas de las características de la cooperación inter-
nacional a largo plazo en el marco de la Convención 
sobre Cambio Climático aún quedan por resolver.  Sin 
embargo, es claro que la promoción y diseminación de 
los avances tecnológicos constituirán una parte clave 
de cualquier respuesta integral al cambio climático, 
como bien lo reconoce el Plan de Acción acordado 
en Bali. Este enfoque constituye un paso importante en 
el contexto del derecho internacional ambiental, ya que 
podría llevar a replantear las bases conceptuales desde 
las que hasta ahora se ha tratado el tema tecnológico.  

La tecnología en el derecho internacional 
ambiental

El derecho internacional ambiental reconoce cómo la 
tecnología puede contribuir a los objetivos ambienta-
les, así como a su integración con metas económi-
cas y sociales. Es por ello que la mayor parte de los 
acuerdos multilaterales sobre medio ambiente contie-
nen cláusulas para identificar las tecnologías más in-
novadoras y eficientes, y para promover su desarrollo 
y difusión.  

Asimismo, instrumentos como el reporte Brundtland 
de 1987 y la “Declaración de Río sobre Ambiente 
y Desarrollo” de 1992, por ejemplo, identifican a la 
reorientación tecnológica como un imperativo estra-
tégico para el desarrollo sostenible, y llaman a los 
Estados a cooperar en la promoción del desarrollo, 
difusión y transferencia de tecnologías.  

A pesar de estas referencias generales al tema de 
la tecnología, la mayor parte de la normativa inter-

nacional ambiental se centra exclusivamente en una 
de sus facetas, que es la transferencia de tecnología.  
El Programa 21, por ejemplo, afirma la necesidad de 
la transferencia de tecnologías ecológicamente ra-
cionales en condiciones favorables a los países en 
desarrollo.  En este contexto, la transferencia de tec-
nología se refiere no sólo a las tecnologías mismas 
sino también a la transferencia de los conocimientos 
tecnológicos relacionados, así como al fomento de la 
capacidad para el empleo eficiente y el desarrollo ul-
terior de estas tecnologías.  

Un gran número de acuerdos multilaterales ambien-
tales también contienen normas específicas sobre la 
transferencia de tecnología, desde el Tratado de Mon-
treal sobre la capa de ozono hasta el Convenio de 
Diversidad Biológica.

El tema de la transferencia de tecnología ha cobra-
do particular importancia en el derecho internacional 
ambiental por su rol en la aplicación del principio de 
responsabilidades comunes pero diferenciadas. Este 
principio surge del reconocimiento de que, si bien es 
necesaria una respuesta global a ciertos problemas 
ambientales, la estructura de esta respuesta debe 
tener en cuenta las distintas circunstancias de los 
Estados.  Por esa razón es que se incluyen normas 
específicas para los países en desarrollo – desde 
obligaciones menos onerosas hasta mayores plazos 
para la implementación, así como medidas de apoyo 
financiero y tecnológico.  

Estas normas son consideradas fundamentales ya 
que intentan lograr una mayor equidad, un equilibrio 
entre desarrollo y ambiente y una implementación 
más efectiva.  Aún más, dichas normas han sido im-
portantes como un incentivo para una mayor partici-
pación de los países en desarrollo en los acuerdos 
multilaterales sobre medio ambiente.

En el contexto del cambio climático, el interés de lo-
grar un marco equitativo para la cooperación a largo 
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plazo cumple un rol no poco significativo en el debate 
referido a la tecnología.  Ciertas medidas de apoyo 
financiero y tecnológico serán indispensables para 
ese propósito, particularmente para los países me-
nos desarrollados.  Sin embargo, el tema de la tec-
nología en la Convención sobre Cambio Climático va 
más allá, considerándose no sólo como elemento del 
trato diferenciado para los países en desarrollo, sino 
en el contexto del verdadero cambio tecnológico que 
requiere este desafío mundial. 

Tecnología en la Convención sobre Cambio 
Climático

Por su gran influencia sobre la emisión de gases de 
efecto invernadero,  la tecnología juega un rol parti-
cularmente importante en el contexto del cambio cli-
mático, el cual se ve reflejado en las normas de la 
Convención sobre Cambio Climático. Se exige a las 
Partes, por ejemplo, que promuevan y cooperen en el 
desarrollo, la aplicación y la difusión de tecnologías, 
prácticas y procesos relativos al cambio climático.
Este enfoque amplio es el que se ha mantenido en el plan 
de trabajo de la Convención, como se verá más abajo.  

Así como en otros acuerdos multilaterales ambien-
tales, aquí hay un énfasis sobre la transferencia de 
tecnología, vinculado también con el principio de res-
ponsabilidades comunes pero diferenciadas, cuya 
trascendencia en la Convención responde a las muy 
distintas cargas históricas y capacidades en materia 
de cambio climático de los países.  Tanto es así que 
por primera vez la puesta en práctica de los compro-
misos de los países en desarrollo depende de que 
los países desarrollados cumplan con las obligacio-
nes relativas a los recursos financieros y a la transfe-
rencia de tecnología. Las obligaciones en materia de 
transferencia de tecnología incluyen el tomar todas 
las medidas posibles para promover, facilitar y finan-
ciar, según proceda, la transferencia de tecnologías, 
especialmente a los países en desarrollo.

En las actividades bajo la Convención, el tema se ha 
tratado de forma más integral.  Así, las discusiones 
han considerado no sólo medidas de apoyo tecnoló-
gico por parte de los países desarrollados, sino tam-
bién medidas más amplias de desarrollo tecnológico. 
Si bien se sigue hablando de “transferencia de tecno-
logía,” la definición que se utiliza en general hoy en 
día y que fue  desarrollada por el Panel Interguber-
namental de Expertos sobre Cambio Climático, cubre 
un conjunto de procesos, incluyendo la difusión de 
tecnologías y la cooperación tecnológica, y conside-
ra los flujos de tecnología más allá de aquellos entre 
países desarrollados y países en desarrollo. 

El Plan de Acción de Bali, que constituye el mapa que 
dirige las negociaciones actuales, le otorga a la tec-
nología notable jerarquía, tratándola de una manera 
que permitiría y hasta podría fomentar un enfoque to-
davía más extenso del tema.  El Plan de Acción prevé 
una estrategia mejorada en desarrollo y transferencia 
tecnológica que podría incluir: mecanismos para reti-
rar los obstáculos y proveer los incentivos necesarios; 
formas de acelerar la distribución, difusión y transfe-
rencia de tecnologías; y cooperación en investigación 
y desarrollo de tecnología actual e innovadora.

Sin embargo, pocas propuestas han sido elaboradas 
sobre estas bases.  La de mayor alcance es la pre-
sentada por el G77 y China, coalición de países en 
desarrollo, que plantea una nueva estructura institu-
cional que se encargaría de acelerar la investigación, 
desarrollo, difusión y transferencia tecnológicas.   Este 
enfoque es notablemente amplio y está destinado a 
cubrir todo el ciclo tecnológico dado que los países 
patrocinadores de dicha propuesta tienen una fuerte 
inclinación hacia el apoyo tecnológico. La propuesta 
prevé como elemento fundamental, por ejemplo, un 
fondo conformado por contribuciones de los países 
desarrollados.  

Por su lado, los países desarrollados en general fa-
vorecen otros elementos, tales como la cooperación 



Pág. 60

tecnológica y el rol del sector privado. Asimismo, 
cuestionan el énfasis sobre los aspectos “Norte-Sur” 
en esta temática.  Japón, por ejemplo, reconoce que 
los esfuerzos ligados a la tecnología son más que 
nada una carga de los países desarrollados con base 
en el principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas. Sin embargo, afirma que no deben per-
derse oportunidades de colaboración más extensa en 
el tema tecnológico, como lo serían mapas de desa-
rrollo de tecnología y otras redes de cooperación in-
ternacional.  Australia incluso sostiene que, en varios 
sectores, las tecnologías más innovadoras en rela-
ción al cambio climático surgen no de países desarro-
llados sino de los grandes países en desarrollo.   

Estas posturas opuestas sobre la forma de encarar 
la transferencia de tecnología todavía limitan la dis-
cusión de las ideas presentadas – por más válidas 
que éstas puedan llegar a ser.  Existe una pugna entre 
tratar el tema de la transferencia de tecnología como 
elemento del principio de responsabilidades comunes 
pero diferenciadas, o como elemento de un marco más 
amplio de promoción de un cambio tecnológico mun-
dial hacia una economía con menor producción de car-
bono.  Estas dos posiciones, sin embargo, no tendrían 
por qué ser contradictorias, sino que más bien se 
complementarían entre sí para formar parte de una 
respuesta integral a los desafíos tecnológicos ligados 
con el cambio climático.  Como dijo el Secretario Eje-
cutivo de la Convención sobre Cambio Climático, Yvo 
de Boer, a fines del 2008:  una variedad de medidas 
ligadas a la tecnología debe ser considerada en el 
régimen sobre cambio climático posterior al 2012, 
incluyendo un mecanismo institucional, una mayor 
participación del sector privado, la investigación y de-
sarrollo, y la difusión y transferencia de tecnologías.

¿Un nuevo enfoque para el tema tecnológico?

La importancia de promover la transferencia de tec-
nología en las normas del derecho internacional am-
biental no ha disminuido.  Los países en desarrollo 
necesitan acceso tanto a las últimas tecnologías am-
bientales como a toda la información técnica y comer-
cial para poder entenderlas, usarlas y desarrollarlas.  
Esto es fundamental no sólo con base en el principio 
de responsabilidades comunes pero diferenciadas 
sino como elemento esencial de una transición mun-
dial hacia una estructura económica más sostenible. 
Sin embargo, la magnitud y rapidez del cambio climá-

tico pone en evidencia que los acuerdos multilaterales 
ambientales no pueden concluir allí la consideración 
de este tema – deben explorar a fondo la posibilidad de 
guiar y estimular el cambio tecnológico desde la innova-
ción hasta el amplio acceso a las nuevas tecnologías.  

Esto no sería un desarrollo imposible ni insólito.  A ni-
vel nacional, el derecho ambiental ya juega un rol en 
el cambio tecnológico. En diversos países, las  nor-
mas ambientales intentan instaurar incentivos para 
que el cambio tecnológico tenga un ritmo y enfoque 
adecuados. Estos incentivos incluyen obligaciones y 
estándares regulatorios, así como mecanismos de 
mercado tal como impuestos, subsidios y etiquetado.  
De igual forma, un nuevo y más amplio enfoque sobre 
el cambio tecnológico permitiría al derecho internacio-
nal ambiental reflejar las importantes corrientes que 
en otros ámbitos del derecho internacional buscan 
un mejor equilibrio entre la innovación y la disemina-
ción de la tecnología y el conocimiento, por ejemplo 
a través de premios y acuerdos internacionales de 
investigación y desarrollo. Esto sería particularmente 
importante en el ámbito del cambio climático, en el 
cual el rápido desarrollo y  vasta adopción de ciertas 
tecnologías no sólo va a facilitar hacer frente a este 
desafío, sino que será una condición sine qua non 
para lograrlo.
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¿ESTAMOS PREPARADOS PARA AFRON-
TAR LOS DESAFÍOS EN SALUD QUE NOS 
IMPONE EL CAMBIO CLIMÁTICO?
Dra. Adriana Koch
Master en Salud Pública. Titular Cátedra Salud y Ambiente I y II, Universidad de 
Congreso. Docente de la Licenciatura en Salud Pública y Postgrado de Salud Social y 
Comunitaria FCM- UNCuyo. Directora General de Epidemiología y Ambiente Salud-
able. Ministerio de Salud. Gobierno de Mendoza 

En mayor o menor medida todos estamos informa-
dos acerca de lo que es el cambio climático gracias al 
alcance masivo de los medios de comunicación y al 
mayor acceso a la información por parte de la pobla-
ción dado en parte por la socialización en el uso de 
tecnologías informáticas e Internet que nos permite 
navegar entre publicaciones científicas, notas de ac-
tualidad e interés general sin mayores inconvenientes.

A nivel mundial  las evidencias científicas dan cuen-
ta de que son nuestras actividades productivas, so-
bre todo las industrializadas, las que han acelerado 
el proceso de reforzamiento del Efecto Invernadero, 
este fenómeno natural gracias al cual existe lo que 
hoy conocemos como “la vida” en nuestro planeta. 
Los Tercer y Cuarto informes de evaluación del Panel 
Intergubernamental de Cambio Climático (IPCC) en 
2001 y 2007 así lo manifiestan e incluyen las posibles 
repercusiones que se tendrían en la salud de pobla-
ciones de distintas áreas geográficas. 

Los informes nos sumergen en futuros escenarios que 
nos muestran cómo será el clima en las próximas déca-
das y qué fenómenos meteorológicos dominarán las dis-
tintas regiones del planeta, escenarios estos que dejan 
de ser modelos matemáticos y probabilísticos con cierto 
grado de error: cuando la realidad irrumpe con la magni-
tud y el poder del huracán Katrina en 2005 que  ocasionó 
más de 1.450 fallecimientos en Louisiana, USA, la muer-
te de más de 44 000 personas provocada por la ola de 
calor que azotó Europa en 2003 o los accidentes fatales 
ocurridos sobre suelo ártico y antártico por adelgaza-

miento de las capas de hielo y cambios en el relieve polar 
y nuestra realidad, Tartagal que ya ha sufrido inundacio-
nes en 2006 con brotes de dengue y paludismo y nueva-
mente en 2009 en donde también juega un rol importante 
la erosión del suelo por el avance de la deforestación y 
desmonte en pos de nuevos mercados.

El nexo entre cambio climático y salud en la actualidad 
es claro, si pensamos la salud como una integralidad 
con interacciones complejas entre condicionantes so-
ciales, condicionantes ambientales, atributos físicos 
de la persona, la estructura y el funcionamiento de los 
servicios de salud que se brindan a la población. La 
salud colectiva y la salud individual dependen enton-
ces de un juego de equilibrio entre estos condicionan-
tes dentro de los ecosistemas naturales y construidos 
en los que vivimos y que son escenarios de los pro-
cesos de producción de bienes y servicios que nos 
permiten satisfacer nuestras necesidades.

Estar preparados para afrontar los efectos negativos 
del cambio climático sobre la salud tiene que ver con 
todos los actores sociales, desde lo individual a lo 
colectivo. Todos somos responsables ante el propio 
cuidado de nuestra salud y ante el cuidado del medio 
ambiente. En este marco de responsabilidad comparti-
da los profesionales sanitaristas tenemos que trabajar 
para contribuir a mejorar la capacidad de respuesta 
ante eventos inesperados o infrecuentes y ante even-
tos que ya están instalados pero que sufrirán incre-
mentos importantes si se dan los fenómenos pronosti-
cados para nuestra región ante el cambio climático.
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  El estado de salud de las poblaciones es sensible 
a los fenómenos como sequía, inundaciones, olas de 
calor y de frío que cambian la distribución e inciden-
cia de enfermedades, patrones de muerte y lesiones. 
La Organización Mundial de la Salud, en su Infor-
me sobre la Salud en el Mundo 2002, estimó que el 
cambio climático fue responsable en el año 2000 de 
aproximadamente el 2,4% de los casos de diarrea en 
todo el mundo y del 6% de los casos de paludismo. 
También ha estimado que cada año mueren 150 mil 
personas en países de bajos ingresos por causas re-
lacionadas con el cambio climático como déficit en 
las cosechas, desnutrición, enfermedades diarreicas 
y el paludismo, y que el 85 % de estas muertes ocu-
rren en niños pequeños.

La redistribución de agentes infecciosos y sus vecto-
res son una consecuencia directa del cambio climá-
tico, ejemplo de ello son los casos de paludismo, fie-
bre amarilla y dengue a mayores altitudes y latitudes 
que lo tradicional, al igual que leptospirosis, fiebres 
hemorrágicas, fiebre por virus del Nilo Occidental, 
encefalitis de San Luis y leishmaniasis en regiones 
geográficas donde hace décadas atrás eran de nula 
o muy baja probabilidad.

La amenaza en nuestra región por dengue y fiebre 
amarilla es real; estas enfermedades son  transmiti-
das por mosquitos de sangre fría  que son sensibles 
a cambios en la temperatura lo cual  influye en su 
desarrollo y ciclo reproductivo, y así hay una relación 
directa entre el incremento de la temperatura y el au-
mento de la población de los mismos. Otra amenaza 
cierta en la región es la resurgencia , desde hace unos 
años,  de la enfermedad de chagas, cuyo vector es la 
vinchuca (Triatoma infestans), infectada por el tripa-
nosoma cruzi. Se estimó en  2001 que en Argentina 
existían 90.000 niños menores de 14 años infectados 
y unos 600.000 cardiópatas adultos. Ante esta reali-
dad que afecta al país y las conclusiones del trabajo 
realizado por  el Centro de Investigación Científica y 
de Transferencia Tecnológica de La Rioja, sobre el 
crecimiento de vinchucas a diferentes temperaturas, 
que permitió comprobar que a mayor calor, más rápi-
da la evolución de la hueva al adulto y por lo tanto su 
reproducción aumenta de forma exponencial, puede 
esperarse una ligera expansión de la distribución de 
la vinchuca hacia la Patagonia y un fuerte incremento 
en la tasa de crecimiento poblacional de este insecto 
en el centro y nordeste del país bajo un escenario de 
aumento en las temperaturas medias.

En nuestra región  ¿qué hacemos ante los 
posibles efectos en salud?

La respuesta no es sencilla y debemos citar lo que el 
IPCC define como Adaptación y Capacidad de adap-
tación
Adaptación: ajuste de los sistemas naturales o huma-
nos en respuesta a estímulos climáticos previstos o a 
sus efectos, gracias al cual se mitigan los daños o se 
explotan oportunidades beneficiosas.
Capacidad de adaptación: capacidad de un sistema 
para ajustarse al cambio climático (incluidos la varia-
bilidad del clima y los fenómenos extremos) con obje-
to de mitigar posibles daños, aprovechar las oportuni-
dades o afrontar las consecuencias.

Debemos trabajar regionalmente y localmente pen-
sando en cuáles son los riesgos en salud producto 
del incremento de temperaturas y de la sequía pro-
nosticada para nuestra región;  de esta forma esta-
remos trabajando nuestra capacidad adaptativa y 
aumentando la posibilidad de mitigar los efectos ne-
gativos del cambio climático 

Actuar en forma preventiva.

Es indispensable desde el Estado fortalecer la Salud 
Pública, potenciar sistemas de vigilancia epidemioló-
gica, sistemas de respuesta ante catástrofes efecti-
vos, programas permanentes de prevención y control 
de enfermedades transmitidas por vectores, informar 
a la comunidad acerca de cómo protegerse y cómo 
advertir situaciones de riesgo para su salud y ase-
gurar atención oportuna y de calidad  en toda la red 
asistencial de la Provincia.

El desarrollo de las capacidades de adaptación se 
debe comenzar cuanto antes ya que una población 
aumenta su vulnerabilidad cuando no cuenta con in-
fraestructura básica que asegure disponibilidad de 
agua potable, correcta disposición de excretas y elimi-
nación de residuos, sumado a desigualdad socioeco-
nómica e inequidad en el acceso a los servicios de 
salud; se debe asegurar que todas las comunidades 
de la región estén en condiciones de hacer frente a 
los efectos negativos del cambio climático. 

La OMS con motivo del Día Mundial de la Salud el 7 
de abril del 2008 recomendó estrategias para amino-
rar impactos negativos producto del cambio climático 
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como guía para que los diferentes países se organicen 
y elaboren estrategias a seguir.

• Aumentar la conciencia y el conocimiento público 
de las consecuencias sanitarias del cambio climático 
pertinentes a nivel mundial y local. 

• Abogar en favor de alianzas interdisciplinarias e 
intersectoriales de nivel local a internacional encami-
nadas a mejorar la salud mediante un rápido desplie-
gue de estrategias de mitigación para estabilizar el 
cambio climático y programas de adaptación previ-
sores para reducir al mínimo las repercusiones sa-
nitarias. 

• Generar intervenciones eficaces de parte de las co-
munidades locales, organizaciones, sistemas de sa-
lud y gobiernos. 

• Demostrar la función de la comunidad sanitaria ante 
los desafíos a nivel mundial y en las regiones, países 
y comunidades. 

• Impulsar el compromiso y la acción entre los go-
biernos, organizaciones internacionales, la sociedad 
civil, empresas y comunidades para que la salud que-
de firmemente establecida en el centro mismo de los 
programas relativos al cambio climático. 

En Mendoza tenemos la fortaleza de contar con un 
sistema público de salud con capacidad técnica, equi-
pamiento y tecnología que nos permite asegurar una 
adecuada respuesta ante eventos epidemiológicos in-
esperados o infrecuentes, pero es necesario comen-
zar a trabajar en las estrategias antes enunciadas 
propuestas por la OMS para asegurar que nuestra 
región pueda sortear los futuros escenarios ambien-
tales sin mayores consecuencias para la población 
Debemos continuar debatiendo políticas de planifica-
ción urbana y uso del suelo, transporte, obtención de 
energía, de alimentos, uso racional del recurso hídri-
co, para que a mediano y largo plazo podamos ase-
gurar mejores condiciones de vida en la población y 
en consecuencia un mejor estado de salud.
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 ANEXO LEGAL

RESOLUCIÓN SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE N° 399/2008
Mendoza, 11 setiembre de 2008

                     

Visto Ley N° 24295 que aprueba la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático, la Ley N° 25.438 que aprueba el Pro-
tocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático, la Ley Orgánica Ministerial N° 7826, art. 31, y el De-
creto Nº 3776/07, mediante el cual se aprueba la estructura organizativa 
de la Secretaría de Medio Ambiente, contemplando dentro de la misma 
el funcionamiento de la Agencia de Cambio Climático; y

CONSIDERANDO:

Que la Nación Argentina es uno de los países que suscribieron el Pro-
tocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas so-
bre Cambio Climático de 1997, mediante el cual los estados firmantes 
se comprometieron a adoptar medidas de mitigación y de reducción de 
emisiones contaminantes del ambiente;

Que la cuestión del cambio climático ha tomado relevancia a partir de 
las graves consecuencias que el calentamiento global trae aparejadas 
para el planeta y que se traducen en procesos de degradación ambien-
tal y en cataclismos naturales que afectan a las diferentes regiones de 
la Tierra con grandes pérdidas de vidas y de recursos, modificando los 
ecosistemas naturales y dificultando gradualmente la permanencia de la 
vida en nuestro planeta;

Que desde el sector científico se ha dado la alarma respecto de la crítica 
situación de degradación ambiental de nuestro planeta, situación provo-
cada principalmente por la contaminación que las actividades industria-
les del hombre producen en el aire, los suelos y las aguas;

Que la Provincia de Mendoza se encuentra ubicada en una eco región 
de características particulares que la tornan especialmente frágil ante 
procesos degradativos del medio ambiente tales como la desertificación,  
disminución de la oferta hídrica, pérdida de biodiversidad y contamina-
ción atmosférica;
 
Que se torna necesario adoptar, en forma urgente, medidas de mitiga-
ción a fin de frenar la aceleración de los procesos de degradación del 
medio ambiente provocados por la actividad humana; 

Que también resulta imprescindible identificar, planificar y programar 
medidas de adaptación destinadas a minimizar las consecuencias de 
los impactos en los sistemas humanos y naturales, comprometiendo 
tanto al sector privado como al público en la búsqueda de las mejores 
respuestas; 

Que el Poder Ejecutivo Provincial ha decidido, mediante el dictado del 
Decreto Nº 3776/2007, promover la creación de un ámbito de articu-
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lación y coordinación entre investigación, políticas públicas y gestión 
relacionadas con las causas y efectos, globales y regionales del calen-
tamiento global;

Que en fecha 04 de abril del corriente año el Señor Gobernador sus-
cribió conjuntamente con representantes de los sectores Académico, 
Científico, Productivo y Organizaciones de la Sociedad Civil un Acta 
de Adhesión para la conformación del Comité Asesor de la Agencia de 
Cambio Climático;

Que resulta necesario establecer claramente los objetivos, estructura y 
funciones de la citada Agencia;  

Que en virtud de lo dictaminado por Asesoría Legal de esta Secretaría y 
en conformidad con las facultades establecidas mediante la Ley Nº 7826;

EL SECRETARIO DE MEDIO AMBIENTE
RESUELVE:
  
Artículo 1º - Confórmese dentro del ámbito de la Secretaría de Medio 
Ambiente, con dependencia funcional y jerárquica de ésta, la Agencia de 
Cambio Climático la que tendrá los siguientes objetivos:

Objetivos Generales

• Promover y coordinar la capacitación, producción y transferencia de 
conocimiento científico, el intercambio de información y el trabajo inter-
disciplinario que posibiliten, frente al cambio climático,  la adopción de 
medidas de mitigación y/o adaptación, de corto, mediano y largo plazo, 
destinadas a la protección y conservación de los ecosistemas humanos 
y naturales provinciales y la integridad de sus recursos en el marco de 
un modelo de desarrollo sostenible.

• Efectuar recomendaciones concretas y proponer cursos de acción es-
pecíficos, tanto en el ámbito público como  privado,  orientados  a in-
corporar instrumentos de adaptación y/o mitigación al los procesos de  
toma de decisiones.  

• Aportar a la comprensión del cambio climático, como también a su 
difusión en la opinión pública provincial, en especial entre la comunidad 
educativa con el fin de concientizar y  promover cambios culturales entre 
la población.  

Objetivos Específicos 

a) Asesoramiento
Prestar asesoramiento en materia de Cambio Climático al Poder Ejecu-
tivo provincial.
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b) Coordinación y  recursos
Coordinar proyectos y acciones, como también favorecer la captación 
de recursos de organismos e instituciones nacionales e internacionales, 
públicos y privados, vinculados a la materia.

c) Formación y Capacitación
Promover la formación y el intercambio de especialistas, creando incen-
tivos y estimulando la formación científica y técnica  en materias vincu-
ladas al cambio climático.

d) Divulgación
Difundir los avances y resultados de las distintas actividades realizadas 
por la Agencia de Cambio Climático, divulgando en especial  los trabajos 
que, por su calidad científica y sus fundamentos técnicos, signifiquen 
un aporte a la comprensión del fenómeno climático en la provincia de 
Mendoza.

e) Educación 
Proponer campañas y actividades de formación, sensibilización  y  con-
cientización destinadas al sistema educativo, a los medios de comunica-
ción y a la comunidad en general. 

f) Legislación 
Recomendar y asesorar en el dictado de leyes y otras normas vincula-
das a la materia, como también promover la aplicación de las mismas, 
invitando a la H. Legislatura de Mendoza a integrar y acompañar  este 
nuevo proyecto institucional.

g) Investigaciones
Encomendar la realización de investigaciones, cursos, seminarios, y 
otras actividades específicas vinculadas al calentamiento global y su im-
pacto ambiental, social y/o productivo. 

h) Acuerdos
Suscribir convenios de cooperación científica, técnica y/o financiera con 
organismos públicos y privados; tanto municipales, provinciales, nacio-
nales o internacionales destinados a una mejor comprensión, preven-
ción o mitigación del cambio climático.

i) Sistema de Información
Encomendar la creación y gestión de un Sistema de Información Am-
biental con aplicaciones en el campo del cambio climático.

j) Modelación de escenarios
Encomendar el seguimiento de la variabilidad climática en la Provincia 
y la modelación de futuros escenarios climáticos e hídricos entre otros, 
preferentemente consensuados, apoyando el monitoreo de las variables 
mas relevantes como así también la unificación de metodologías e indi-
cadores de medición y evaluación. 
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k) Riesgos y Catástrofes
Generar estudios, orientaciones y propuestas que permitan evaluar, pre-
venir y/o mitigar la vulnerabilidad social frente a situaciones de  riesgos y  
catástrofes como posibles sequías, olas de calor, incendios, inundacio-
nes, granizos, aluviones y otras amenazas derivadas del Cambio Climá-
tico, proponiendo adaptaciones y mejoras en la capacidad de respuesta 
de la infraestructura y del sistema de servicios públicos.

l) Salud
Asistir a los organismos competentes en materia  de desarrollo social y 
salud  en relación al Cambio Climático, en especial con recomendacio-
nes orientadas a poblaciones vulnerables, con el fin de colaborar en la  
prevención de nuevos vectores de enfermedades y agentes patógenos, 
fortalecer el sistema de monitoreo epidemiológico, así como también 
asesorar en materia de nuevos requerimientos en  infraestructura sanitaria.

m) Recursos Hídricos
Recomendar y asistir en la adopción de  medidas de adaptación que 
permitan  predecir y regular el comportamiento del ciclo hidrológico de-
pendiente del sistema de  cuencas y glaciares andinos de la provincia 
de Mendoza,  mejorando su aprovechamiento con el fin de mantener  la 
provisión de agua  a las áreas urbanas en expansión, prevenir la degra-
dación de los suelos, evitar la pérdida de biodiversidad y moderar los 
impactos que se producirían sobre la actividad  productiva,  en particular 
sobre el desarrollo de la agricultura y la vitivinicultura.

n) Agricultura
Estimular nuevas prácticas, tecnologías y cultivos agrícolas y vitícolas 
que faciliten la respuesta del sector, en especial el de los pequeños y 
medianos productores, al cambio climático alentando la mejora de los 
sistemas de riego, promoviendo líneas específicas de investigación y 
capacitando a los  destinatarios y  actores claves de la actividad, ayu-
dando a prevenir sus consecuencias sobre la disponibilidad y calidad de 
los productos y las variaciones en los niveles de ocupación de la mano 
de obra rural.

ñ) Energía
Promover recomendaciones y acciones concretas de mitigación y adap-
tación en el sector energético provincial, tanto en la demanda como en 
la oferta, alentando el aumento de la eficiencia en todas las esferas de la 
sociedad, promoviendo una política de largo plazo apoyada en una ma-
triz más diversificada y anclada prioritariamente en energías no conta-
minantes y en el uso de fuentes renovables tales como  la hidroeléctrica,  
solar,  de biomasa,  geotérmica y eólica, donde se incorpore tecnología 
y especialistas locales que aseguren el abastecimiento energético futuro 
y mejores condiciones ambientales para Mendoza.

o) Biodiversidad
Recomendar el monitoreo de la biota y sus múltiples interrelaciones en 
cada uno de los ecosistemas que integran la provincia de Mendoza, 
para prevenir o moderar  los impactos biofísicos que generará el Cam-
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bio Climático, en particular de las acciones antrópicas, promoviendo la 
conservación de la biodiversidad y  de  los recursos biológicos. Anali-
zar  los probables desplazamientos de la flora y la fauna que forman las 
áreas protegidas, para adecuar las estrategias de conservación de las 
mismas.

p) Áreas Vulnerables
Realizar estudios, recomendaciones y planes de acción sobre los eco-
sistemas provinciales que se consideran altamente vulnerables a los 
procesos de desertificación y a la perdida de biodiversidad, particular-
mente el área de secano.

q) Mitigación
Recomendar opciones de mitigación, tanto al sector público como priva-
do, orientados a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero 
promoviendo estudios de estimación y monitoreo  de las emisiones pro-
cedentes de las actividades industriales, transporte, agro, generación 
eléctrica, basurales a cielo abierto o rellenos sanitarios entre otros sec-
tores, y alentando paralelamente conductas sociales en torno a los ejes 
reducir, reutilizar y reciclar

r) Municipios
Promover estudios e investigaciones vinculados a problemáticas terri-
toriales concretas derivadas del calentamiento global, para una mejor 
comprensión y prevención de los fenómenos ambientales regionales, a 
requerimiento de los Municipios.

Artículo 2° - FUNCIONES. La Agencia de Cambio Climático, en cum-
plimiento de los objetivos establecidos en el Artículo 1º de la presente 
Resolución, asesorará, evaluará, informará y propondrá sobre la pro-
blemática del cambio climático y sus consecuencias sobre la Provincia 
de Mendoza al Poder Ejecutivo Provincial, a través de la Secretaría de 
Medio Ambiente, conforme a la organización de las funciones que se 
establecen a continuación. 

Artículo 3º - ESTRUCTURA. La Agencia de Cambio Climático estará 
conformada por:

 1. El Comité Asesor 
 2. La Coordinación 
 3. Los Grupos de Trabajo

Articulo 4° - INTEGRACIÓN Y FUNCIONES. 

1. Del Comité  Asesor: Lo preside el Secretario de Medio Ambiente y 
está integrado por representantes de cada una de las universidades, ins-
titutos, centros de investigación, laboratorios y cátedras, sectores de la 
producción y organizaciones de la sociedad civil, que están relacionados 
con la temática del cambio climático. Es el órgano rector de la Agencia y 
tiene las siguientes funciones: 
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a) Fomentar la articulación e interacción institucional e interdisciplinaria  
permanente, a fin de que la actividad científica, académica y tecnológica 
relacionada con el Cambio Climático que se desarrolla en la Provincia 
de  Mendoza pueda servir a la misión y objetivos de la Agencia.

b) Aconsejar la realización de los programas, proyectos y/o líneas de  
acción que, a criterio de Secretaría de Medio Ambiente y de las institu-
ciones que integran la Agencia, se consideren prioritarios.

c) Analizar y evaluar iniciativas y propuestas provenientes de otros acto-
res, unidades o equipos no integrados a la Agencia que así lo soliciten.

d) Realizar la evaluación y el seguimiento de las actividades institucio-
nalmente establecidas como también  de los resultados de los  proyec-
tos aprobados.

e) Recomendar, en el marco de los convenios que se suscriban, la apro-
bación de  prioridades de investigación y de servicios, de conformidad 
con las demandas que realicen las distintas esferas del Estado y los 
sectores sociales y  productivos.

f) Colaborar con el Estado Nacional en la elaboración del las Comunica-
ciones Nacionales que forman parte de los compromisos resultantes de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.

g) Garantizar la publicación y difusión de los avances y resultados de los dis-
tintos informes y actividades realizadas por la Agencia de Cambio Climático. 

2. De la Coordinación de la Agencia de Cambio Climático: Coordinar 
y articular, a través de la Secretaria de Medio Ambiente, el funcionamien-
to de la Agencia y sus distintas estructuras. Brindar apoyo permanente 
en tareas administrativas y de gestión, en particular las siguientes:

a) Coordinar los Grupos de Trabajo y asegurar la permanente comunica-
ción entre los mismos y el Comité Asesor;

b) Gestionar la administración de la Agencia;

c) Convocar a las reuniones del Comité Asesor, previa instrucción de la 
Presidencia;

d) Asistir a las reuniones, llevar registro de la asistencia, redactar y difun-
dir las Actas de las reuniones;

e) Invitar especialmente para cada reunión del Comité Asesor a perso-
nas especializadas cuando los temas a tratar así lo aconsejen;

f) Garantizar el cumplimiento de los Acuerdos y Reglamentaciones de la Agencia;
g) Proporcionar a los miembros del Comité Asesor, las actas de reunio-
nes, los citatorios, las agendas, los programas de trabajo, el orden del 
día, las iniciativas y dictámenes que deban tratarse en las reuniones 
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correspondientes;

h) Suscribir, en conjunto con la Presidencia, la correspondencia, notas 
y documentos de la Agencia y celebrar todos los actos que expresen la 
voluntad de la misma en documentos públicos o privados;

i) Llevar el Registro de Miembros o Unidades vinculadas a la Agencia 
con la identificación de los científicos e investigadores, docentes, beca-
rios y otros especialistas.

j) Resguardar y organizar los archivos, documentos y proyectos de la Agencia;

k) Mantener una permanente comunicación con la Dirección Nacional de 
Cambio Climático, informando sobre las actividades de la Agencia, ele-
vando los informes, las propuestas y los proyectos que requieran apoyo 
nacional o internacional;

l) Gestionar ante la Oficina Nacional de Desarrollo Limpio, la obtención de 
recursos del Fondo Argentino del Carbono (Decreto PEN N° 1070/2005), 
como instrumento para financiar proyectos encuadrables en el Mecanis-
mo de Desarrollo Limpio (MDL) a partir de las propuestas presentadas 
en la Agencia de Cambio Climático;

m) Ejercer todas aquellas funciones que el Comité Asesor le encomiende.

3. De los Grupos de Trabajo
a)El Grupo de trabajo I: Evaluará y emitirá recomendaciones científicas 
sobre los diferentes aspectos y variables del sistema climático y el cam-
bio climático global, así como sus implicancias para la Provincia.

b) El Grupo de trabajo II: Evaluará y recomendará acciones  de adapta-
ción para disminuir la vulnerabilidad al cambio climático de los sistemas 
naturales y urbanos en sus aspectos ambientales, sociales, económicos 
y culturales.

c) El Grupo de trabajo III: Evaluará y recomendará líneas de mitigación 
destinadas a limitar las emisiones de gases de efecto invernadero. 

Artículo 5º -  Comuníquese a quienes corresponda y archívese.

FIRMA: Dr. Guillermo Carmona

Secretario de Medio Ambiente 
Provincia de Mendoza




